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11 de agosto de 1978, que en la liquidación del patrimonio 

del ex-Frigorífico Nacional, está comprendido el pago de 

indemnización por despido a los trabajadores de dicho es- 
tablecimiento. 

Rep. N? 3/88 - Carp. N* 37/87 

¿uo < "Rep, N? 4/88 - Carp. N? 38/87 


E 


2) ASISTENCIA 


LOS SECRETARIOS.” 


ASISTEN: los señores senadores Gonzalo Aguirre Ra- 
mirez, Hugo Batalla, Ercilia Bomio de Brun, Eugenio Ca- 
peche, Pedro W. Cersósimo, Carlos W. Cigliuti, Juan Car- 
los Fá Robaina, Juan Raúl Ferreira, Manuel Flores Silva, 
Francisco A. Forteza, Guillermo García Costa, Raumar Ju- 
de, Luis Alberto Lacalle Herrera, Enrique Martínez More- 
no, Carminillo Mederos Da Costa, Walter Olazábal, Dardo 
Ortiz, Carlos Julio Pereyra, Juan Martín Posadas, Luis 
Bernardo Pozzolo, Américo Ricaldoni, A. Francisco Rodri- 
guez Camusso, Luis A. Senatore, Juan A. Singer, Francisco 
Terra Gallinal, Uruguay Tourné, Alfredo Traversoni, Ma- 
nuel Xavier, Alberto Zumarán; y los señores representantes 
Numa Aguirre Corte, Nelson R. Alonso, Guillermo Alvarez, 
Juan Justo Amaro, Abayubá Amen Pisani, Ernesto Amorín 
Larrañaga, Nelson Arredondo, Roberto Asiaín, Héctor Ba- 
rón, Javier Barrios Anza, Honorio Barrios Tassano, Juan 
A. Bentancur, Carlos Bertacchi, Edgard Bonilla, Federico 
Bouza, Alberto Brause, César Brum, Mario Cantón, Caye- 
tano Capeche, Tabaré Caputi, Gonzalo Carámbula, Carlos 
A. Cassina, Washington Cataldi, José Cerchiaro San Juan, 
Juan Pedro Ciganda, Jorge Conde Montes de Oca, Victor 
Cortazzo, Eber da Rosa Viñoles, Julio E. Daverede, José 
Díaz, Ruben Díaz Burci, Yamandú Fau, Rubens Francoli- 
no, Carlos M. Fresia, Ruben E. Frey Gil, Juan J. Fuentes, 
Ariel Gaione, Carlos Garat, Alem Garcia, Washington Gar- 
cía Rijo, Oscar Gestido, Héctor Goñi Castelao, Hugo Gra- 
nucci, Ramón Guadalupe, Arturo Guerrero, Luis Alberto 
Heber, Luis A. Hierro López, Marino Irazoqui, Walter Isi, 
Luis Ituño, Eduardo Jaurena, Daniel Lamas, Ariel Lausa- 
rot, Héctor Lescano, Ricardo Lombardo, Oscar López Ba- 
lestra, Nelson Lorenzo Rovira, Jorge Machiñena, Oscar 
Magurno, Julio Maimó Quintela, Luis José Martínez, Oros- 
mán Martínez, Edén Melo Santa Marina, Pablo Millor, 
León Morelli, Horacio Muniz, Antonio Nión, Carlos E. Ne- 
gro, Juan A. Oxacelhay, Ope Pasquet Iribarne, Ramón Pe- 
reira Pabén, Manuel Pérez Alvarez, Juan Pintos Pereira, 
Carlos Pita Alvariza, Lucas Pittaluga, Elías Porras, Balta- 
sar Prieto, Alfonso Requiterena Vogt, Edison Rijo, Gilber- 
to Rios, Ricardo Rocha Imaz, Carlos Redríguez Labruna, 
Yamandú Rodríguez, Raúl Rosales Moyano, Hebert Rossi 
Pasina, Walter R. Santoro, Jorge Silveira Zavala, Carlos 
Norberto Soto, Guillermo Stirling, Héctor Martín Sturla, 
Andrés Toriani, Victor Vaillant, Gustavo Varela, Tabaré 
Viera, Leonardo Vinci, Antonio M. Zeballos y Edison H. 
Zunini. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Jorge 
Batlle, Reinaldo Gargano; y el señor representante Os. 
car Lenzi. 


Con aviso el señor senador Francisco M. Ubillos y e! 
señor representante Ruben Escajal. 
3) SOLICITUD DE SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señores legisladores: habien- 
do número, queda abierta la sesión. 
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(Es la hora 17 y 15 minutos) 

—Léase la so'icitud de convocatoria. * AS 

(Se lee:) ES ¿* 
“Montevideo, 9 de febrero de 1988. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Dr. Enrique E. Tarigo. 
Presente 


De nuestra consideración: 


Los legisladores firmantes solicitamos al Sr. Presiden- 
te se sirva convocar a la Asamblea General para el día 
miércoles 10 de febrero a las 17 horas, para considerar los 
Mensajes del Poder Ejecutivo por los que formula oObser- 
vaciones: al proyecto de ley por el que se establece un 
régimen de facilidades para deudores comerciales, indus- 
triales y agropecuarios; y al proyecto de ley por el que se 
declara con carácter interpretativo del Decreto-Ley núme- 
ro 14.810, de 11 de agosto de 1978, que en la liquidación 
del patrimonio del ex-Frigorífico Nacional, está compren- 
dido el pago de indemnización por despido a los trabaja. 
dores de dicho establecimiento. 


Sin otro particular, atte., 


(Firman:) Juan Raúl Ferreira, Alberto Zumarán, Jor- 
ge Machiñena, León Morelli, Juan J. Fuentes, Horacio 
Muniz Durand, Oscar López Balestra, Luis Ituño, Luis 
Alberto Heber, Marino Irazoqui, Gonzalo Aguirre Ra- 
mírez, Dardo Ortiz, Luis Alberto Lacalle Herrera, Car- 
minillo Mederos, Carlos Julio Pereyra, Ernesto Amorín 
Larrañaga, Rubens Francolino, Héctor Goñi Castelao, 
Julio Maimó Quintela, Carlos M. Fresia, Edison H. Zu- 
nini, Elías Porras Larralde, Guillermo García Costa, 
Numa Aguirre Corte, Alem García, Javier Barrios An- 
za, Edén Melo Santa Marina, Edgard Bonilla, Jorge 
Silveira Zavala, Yamandú Fau, Orosmán Martínez, Hu- 
go Batalla, Gustavo Varela, Juan A. Oxacelhay, Ricardo 
Rocha Imaz, Héctor Barón, Antonio M. Zeballos, Carlos 
Garat. Legisladores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar si la Asamblea 
General desea sesionar de acuerdo a la convocatoria for- 
mulada. 


Los señores legisladores por la afirmativa sírvanse in- 
dicario. 


(Se vota:) 


—17 en 78. Afirmativa. 


4) REGIMEN DE FACILIDADES PARA 
DEUDORES COMERCIALES, INDUSTRIALES 
Y AGROPECUARIOS COMPRENDIDOS 
EN LA LEY N? 15.786, DE 4 DE DICIEMBRE 
DE 1985. Mensaje del Poder Ejecutivo por el 
que se le formulan observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — L2z Asamblea General pasa 
a considerar el primer asunto del orden del día: Mensaje 
del Poder Ejecutivo por el que formula observaciones al 
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proyecto de ley por el que se establece un régimen de fa- 
cilidades para. deudores comerciales, industriales y agrope- 
cuarios. (Rep. N* 3/88. Carp. N* 37/87). 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 37/87 
Rep. N* 3/88 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Industria y Energía 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 23 de diciembre de 1987 


Señor Presidente de la Asamblea General, 
Dr. Enrique E. Tarigo. 
Presente. 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse al señor 
Presidente de la Asamblea General para formular obser- 
vaciones respecto a diversos artículos del proyecto de ley 
que establece un régimen de facilidades para deudores co- 
merciales, industriales y agropecuarios comprendidos en 
la Ley N* 15.786, de 4 de diciembre de 1985, que fuera re- 
cibido el 17 de diciembre pasado y que se devuelve con 
este Mensaje. 


El presente Mensaje se funda en razones tanto jurídl. 
cas como de mérito, que obligan al Poder Ejecutivo a ejer- 
cer las facultades que le asignan los artículos 137 y 139 
de la Carta. 


El texto del proyecto en cuestión se refiere a tres 
puntos. El primero de ellos refiere (artículos 1% a 8%) a 
un régimen de facilidades a los deudores comprendidos 
en la Ley N* 15.786 citada entre lo que importa sustancial- 
mente destacar la obligatoriedad legal en determinar qui- 
tas progresionales en los distintos créditos objeto de aque- 
lla refinanciación. La segunda refiere a la concesión a las 
Cooperativas Agrarias de una refinanciación preceptiva 
—en las condiciones más favorables de la Ley N* 15.786 
y su reglamentación— de sus deudas, eximiéndolas de la 
categorización vigente y presumiéndolas viables así como 
extendiéndoles el régimen de quitas referido en el punto 
anterior. Y finalmente en tercer lugar el proyecto de ley 
extiende a otros acreedores las condiciones más favora- 
bles que las establecidas por la Ley N* 15.786 que el deu- 
dor haya obtenido u obtenga en una negociación contrac- 
tual con acreedores financieros que sean titulares de más 
del 75% (setenta y cinco por ciento) de su pasivo refi- 
nanciable a determinada fecha. 


El Poder Ejecutivo observa totalmente lo establecido 
en los artículos 1% al 8% inclusive, en virtud de razones 
de mérito y formales. El proceso de sanción y promulga- 
ción de la Ley N* 15.786 mencionada fue realizado a tra- 
vés del fecundo intercambio de opiniones entre el Poder 
Ejecutivo y las mayorías parlamentarias representadas por 
el Partido Colorado y sectores mayoritarios del Partido 
Nacional. En dicho proceso las partes involucradas con. 
cluyeron sobre la necesidad de establecer un sistema de 
consenso así como de darle al mismo la necesaria certeza 
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en cuanto a su permanencia en el tiempo. Ello significó, 
la definición de los textos sancionados y la específica ex- 
clusión de otras alternativas complementarias del tenor 
de las que contiene el proyecto objeto de estas observa- 
ciones. 


En conclusión, las razones de mérito por las que se 
justifican estas observaciones totales a los artículos 1? al 
8? inclusive, son en primer lugar la adhesión a los crite- 
rios que permitieron el consenso que presidió la sanción 
de ¡a Ley N* 15.786 y, en segundo lugar, el entendimiento 
expreso que el régimen vigente (altículo 12, Ley N* 15.786) 
admitia soluciones convencionales con fórmulas más be- 
neficiosas que las establecidas por la ley. 


La realidad ha mostrado que de una manera amplia y 
extendida se han logrado numerosos acuerdos, con resul- 
tados incluso más ventajosos que los que derivarían de la 
aplicación de los artículos 1% a: 8% del proyecto a consi. 
deración, con la indiscutibe ventaja de permitir en el es- 
tudio caso por caso una cabal apreciación de la situación 
patrimonial y financiera del deudor y de las garantías 
reales y de otro tipo existentes. Los motivos de certeza, es- 
grimidos pretenden aventar expectativas en futuros pro- 
yectos que afecten la credibilidad necesaria para la nor- 
malización de las relaciones entre deudores y acreedores. 


Desde el punto de vista formal el Poder Ejecutivo 
coincide con expresiones desarrolladas en el ámbito del 
Senado de la República que concluyen que la concesión 
de quitas preceptivamente por ley de una manera genéri. 
ca e indisriminada afecta sustancialmente las relaciones 
patrimoniales entre acreedor y deudor provocando una 
transferencia de dinero con total prescindencia de la vo- 
luntad del dueño de ese dinero, el que está respaldado en 
el derecho de propiedad reconocido por el artículo 32 de 
la Constitución de la República. En consecuencia, la ex- 
propiación de ese derecho en cuanto a tal consagran los 
artículos en cuestión requieren de la consiguiente indem- 
nización la que la sociedad en su conjunto no está en 
condiciones de atender. A mayor abundamiento véase caso 
N? 390 de La Justicia Uruguaya (Tomo 1I, pág. 50, Sen- 
tencia de la Suprema Corte de Justicia de 19 de agosto 
de 1940) y el trabajo doctrinario “la inconstitucionalidad 
de las leyes en la jurisprudencia nacional” en La Justicia 
Uruguaya (Tomo III, Sección Doctrina, págs. 31 a 46). 


Asimismo el Poder Ejecutivo observa totalmente lo es- 
tablecido en el artículo 9% por el que se fija condiciones 
diferenciales a la refinanciación de las Cooperativas Agra- 
rias. 


En este caso se está violentando el principio de igual- 
dad (artículo 8% de la Constitución de la República) en 
cuanto se discriminan, en función del sujeto jurídico, con- 
diciones más favorables que para el resto de los deudores. 
En efecto, se establece de principio para las Cooperativas 
Agrarias las condiciones más favorables otorgadas por la 
Ley N* 15.786 y su reglamentación, que son las que corres. 
ponden a deudores que explotan hasta 50 hás. y su en- 
deudamiento total, al 30 de junio de 1983, no supera 
N$ 150.000,00 y con un endeudamiento por hectárea de 
más de N$ 8.400,00. Por otra parte se extiende la refinan- 
ciación a deudas contraídas con posterioridad al 30 de 
junio de 1983, lo que no admite la Ley N? 15.786 y final- 
mente se admite en la refinanciación cualquier tipo de 
endeudamiento contraído por las Cooperativas Agrarias y 
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no solamente aquei generado estrictamente como Conse- 
cuencia del desarrollo de su explotación. Todo esto supo- 
ne una discriminación inconveniente por el solo hecho de 
la categoría jurídica del deudor. 


Finalmente no se observa lo establecido en el artícu- 
lo 10 en la medida que el mismo propicia las soluciones 
convencionales e introduce el principio mayoritario entre 
acreedores, de contenido democrático y recogido en el ré.- 
gimen concordatario y concursal vigente. 


Saluda al señor Presidente con su más alta conside- 
ración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la Repú- 
blica; Ricardo Zerbino, Jorge L. Presno, Hugo Fer- 
nández Faingold, Pedro Bonino. 


PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea Ge- 
neral 


DECRETAN 


Artículo 129 — La situación de los deudores compren- 
didos en la Ley N* 15.786, de 4 de diciembre de 1985, a los 
que se les haya otorgado, o se les conceda en el futuro, 
la refinanciación automática o no automática y que hayan 
suscrito el acuerdo de pago correspondiente, estará regu- 
¡ada por lo dispuesto en Ja presente ley y por las dispo- 
siciones de la citada en lo que no sea expresamente mo- 
dificado. 


Art. 22 — A los deudores del sector agropecuario com- 
prendidos en el artículo anterior, que explotaban al 30 de 
junio de 1983 hasta un máximo de mil hectáreas —valor 
CONEAT, índice 100— se les concederá una quita progre- 
sional en la proporción indicada en los numerales siguien- 
tes, respecto de todos los pagos realizados a partir del 15 
de octubre de 1985 y de los que efectúen en el futuro por 
concepto de intereses sobre el monto adeudado al 30 de 
junio de 1983 determinado de acuerdo a la Ley N* 15.786, 
de 4 de diciembre de 1985 (artículos 7%, 19, 22 y concor- 
dantes). Lo referido es sin perjuicio de mantener la cate- 
gorización determinada de conformidad con la Ley núme- 
ro 15.786, de 4 de diciembre de 1985, 


1) Por la proporción equivalente a las primeras cincuenta 
hectáreas —valor CONEAT, índice 100— exp'otadas al 
30 de junio de 1983, tendrán una quita del 50% (cin- 
cuenta por ciento) de cada pago. 


2) Por la proporción equivalente a las siguientes ciento 
cincuenta hectáreas —valor CONEAT, índice 100— ex. 
plotadas al 30 de junio de 1983, tendrán una quita 
del 40% (cuarenta por ciento) de cada pago. 


3) Por ia proporción equivalente a las siguientes tres- 
cientas hectáreas —valor CONEAT, índice 100— ex- 
plotadas al 30 de junio de 1983, tendrán una quita del 
30% (treinta por ciento) de cada pago. 


Art. 32 — A los deudores de los sectores de la indus- 
tria, comercio y de servicios comprendidos en el artículo 
19 de la presente lev y que presenten al 30 de junio de 
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1983 un endeudamiento con el sistema financiero inferior 
a los N$ 4:000.000 (cuatro millones de nuevos pesos) se 
les concederá una quita progresiona] en la proporción in- 
dicada en los numerales siguientes respecto de todos 105 
pagos realizados a partir del 15 de octubre de 1985 y de 
los que efectúen en el futuro por concepto de intereses 
sobre el monto adeudado al 30 de junio de 1983 determi- 
nado de acuerdo a la Ley N? 15.786, de 4 de diciembre de 
1985 (artículos 7%, 2% y concordantes). Lo referido es 
sin perjuicio de mantener la categorización determinada 
conforme lo dispuesto en la Ley N% 15.786, de 4 de di. 
ciembre de 1985. 


1) Por la proporción equivalente a los primeros nuevos 
pesos 600.000 (seiscientos mil nuevos pesos) de endeu- 
damiento —determinado al 30 de junio de 1983-— se 
les concederá una quita del 50 % (cincuenta por cien- 
to) de cada pago. 


2) Por la proporción equivalente a los siguientes nuevos 
pesos 600.000 (seiscientos mil nuevos pesos) de endeu- 
damiento —Adeterminado al 30 de junio de 1983— se 
les concederá una quita del 40% (cuarenta por cien. 
to) de cada pago. 


3) Por la proporción equivalente a los siguientes nuevos 
pesos 1:200.000 (un millón doscientos mil nuevos pe- 
sos) de endeudamiento —determinado al 30 de junio 
de 1983— se les concederá una quita del 30 % (treinta 
por ciento) de cada pago. 


4) Por la proporción equivalente a los siguientes huevos 
pesos 1:600.000 (un millón seiscientos mil nuevos pe- 
sos) de endeudamiento —determinado al 30 de junio 
de 1983— se les concederá una quita del 20% (veinte 
por ciento) de cada. pago. 


A los so'os efectos de determinar las quitas que Co- 
rrespondan, se convertirán las deudas en moneda extran- 
jera 4 moneda nacional al tipo de cambio vendedor en el 
mercado interbancario al 30 de junio de 1983. 


En el caso de empresas caracterizadas como agroin 
dustrias, la refinanciación de sus deudas se efectuará en 
forma discriminada para el sector agropecuario y el sec- 
tor industrial, manteniéndose los topes respectivos. 


Art. 49 — Los excesos que resulten de la aplicación de 
la presente ley a los pagos realizados por cualquier con- 
cepto a partir del 15 de octubre de 1985, se imputarán 
actualizados a los vencimientos inmediatamente siguientes, 
sin perjuicio de las quitas que a éstos correspondan. 


Si los pagos efectuados hubieren generado bonificacio- 
nes en mérito a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 
N* 15.786, de 4 de diciembre de 1985, éstas se mantendrán 
inalteradas, determinándose la quita en relación a lo efec- 
tivamente pagado. 


Art. 52 — Cada uno de los acreedores dispondrá de 
un plazo de treinta días hábiles a partir de la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, para acreditar las 
quitas de los pagos realizados y notificar personalmente 
a los deudores —mediamte telegrama colacionado u otro 
medio auténtico— del saldo a favor de que disponen y 
los porcentajes de cada pago que deberán abonar en e 
futuro. el 
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Si los deudores tuvieran diferencias con la liquida- 
ción, podrán plantear las mismas dentro de los diez días 
hábiles siguientes a la notificación ante la Comisión de 
Análisis Financiero, la que resolverá en definitiva. La pe- 
tición formulada ante la Comisión no tendrá efecto sus- 
pensivo, debiendo el deudor cumplir sus obligaciones de 
acuerdo a la liquidación efectuada por cada acreedor. 


Transcurrido el plazo mencionado en el inciso primero 
del presente artículo, sin que los acreedores notifiquen la 
acreditación de las quitas, los deudores podrán formular 
su propia liquidación y notificando de la misma a cada 
acreedor, estarán a las resultancias de la misma. En esta 
hipótesis, si los acreedores tuvieran diferencia con la li- 
quidación presentada por el deudor, podrán presentarse 
ante la Comisión de Análisis Financiero que resolverá en 
definitiva. Esta petición no tendrá efecto suspensivo, pu: 
diendo el deudor ajustar sus pagos a la liquidación efec- 
tuada. 


Art. 6% — Mientras el acreedor o el deudor en su ca- 
so, no notifiquen la liquidación efectuada de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo anterior, mantendrán plena 
vigencia los convenios de refinanciación suscritos. 


Art. 79% — Los deudores cuyo convenio de refinancia- 
ción hubiere caducado por falta de pago, podrán requerir 
en el plazo de diez días hábiles computables a partir de la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante 
telegrama colacionado dirigido a cada uno de sus acreedo- 
res, que liquiden su deuda conforme a lo establecido en los 
artículos anteriores, recobrando vigencia el convenio Ca- 
duco. 


Cada acreedor notificará personalmente la liquidación 
realizada disponiendo el deudor de un plazo de diez días 
hábiles para abonar la diferencia que exista, imputando a 
la misma las quitas que correspondan al pago que se rea- 
lice. Vencido este plazo sin que se haya hecho efectivo el 
pago, se considerará que el convenio ha caducado. 


Dentro de los diez días hábiles de notificada la liqui- 
dación los interesados podrán plantear ante la Comisión 
de Análisis Financiero las discrepancias gue les merezca 
la misma. Esta petición no tendrá efecto suspensivo, de- 
biendo el deudor cumplir con lo dispuesto en el inciso 
segundo del presente artículo. 


Art. 8% — Los codeudores, fiadores o avalistas se be- 
neficiarán de la refinanciación en las mismas condiciones 
que le correspondan o hubieren correspondido al deudor 
principal con total independencia de su propio endeuda- 
miento. 


Si a juicio de la Comisión de Análisis Financiero, re- 
sultare imposible determinar que refinanciación hubiera 
correspondido al deudor principal y en los casos en que los 
codeudores, fiadores o avalistas refinancien su propio en- 
deudamiento según la Ley N? 15.786, de 4 de diciembre 
de 1985, podrán optar por refinanciar las obligaciones de 
las cuales son codeudores, fiadores O avalistas de acuerdo 
a la categoría que les corresponda como deudores princi- 
pales. En caso de hacer uso de esta opción no se alterará 
ta categorización efectuada ni podrá confundirse el endeu- 
damiento propio con el ajeno a los efectos de determinar 
las condiciones de la refinanciación. 
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Art. 92 — El Banco Central del Uruguay, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay y las instituciones de 
intermediación financiera, concederán a las cooperativas 
agrarias una refinanciación de las deudas que mantenían 
al 15 de octubre de 1985. 


El monto a refinanciar será determinado al 15 de oc- 
tubre de 1987 por cada acreedor y será refinanciado en 
las condiciones previstas en el artículo 51 del Decreto 
83/986, recibiendo por cada pago que realicen la quita es- 
tablecida en el numeral 1) del artículo 2% de la presente 
ley. 


Salvo lo dispuesto en los incisos anteriores, será apli- 
cable lo establecido en la Ley N? 15.786, de 4 de diciem- 
bre de 1985, con excepción de lo previsto en el literal B> 
del artículo 4% y del artículo 5% de la mencionada norma. 


La reglamentación fijará el procedimiento tendiente 
a la instrumentación de la presente refinanciación. 


Art. 10. — Los deudores que refinancien sus obliga. 
ciones de conformidad con lo dispuesto en la Ley núme. 
ro 15.786, de 4 de diciembre de 1985, y que hayan obtenido 
u obtengan, de alguno o algunos de sus acreedores, inte- 
grantes del sistema de intermediación financiera, que sean 
titulares de más de los tres cuartos de su pasivo refinan- 
ciable al 30 de junio de 1983, condiciones más favorables 
a las establecidas en la norma legal precitada, podrán 
exigir a su restantes acreedores financieros que incorpo- 
ren dichas condiciones más beneficiosas a los convenios 
de refinanciación correspondientes. 


Art. 11. — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de diciembre de 1987. 


Vícter Cortazzo. Presidente 
Héctor S. Clavijo. Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración. 
Tiene la palabra el señor legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: los 
temas que tenemos a consideración son de naturaleza muy 
diversa. Me voy a referir al primero de ellos, el relativo 
a los vetos parciales interpuestos a la Ley Modificativa 
de la Ley de Refinanciación. 


En cuanto al segundo, el señor legislador Lacalle He- 
rrera, en su oportunidad, se referirá al criterio que sus- 
tenta nuestra bancada sobre el tema. 


Sobre el tema de la ley que adosó algunas modifica- 
ciones a la Ley de Refinanciación tendientes a favorecer 
a los pequeños y medianos deudores de las diversas ca- 
tegorías, ya sea de la industria, comercio, servicios O agro- 
pecuaria, se ha hablado largamente, por lo que creo que 
no es ni el momento ni la circunstancia de reiterar con- 
ceptos ya expresados. Por lo menos, en el Cuerpo que 
integramos se ha considerado extensamente, y aún cuan: 
do tengo entendido que en la Cámara de Representantes 
lo ha sido en menor tiempo, en definitiva en ambas Cá- 
maras se ha estudiado prolongadamente. 
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Por lo tanto, me limitaré a señalar algunos puntos de 
vista y reflexiones que me parecen elementales, referidas 
a los conceptos que maneja el Poder Ejecutivo en su 
Mensaje de veto al texto aprobado. 


(Murmullos) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Me permiten, señores le- 
gisladores? 


No hay el mínimo de silencio requerido como para 
que la Asamblea General pueda funcionar de manera or- 
denada; por lo tanto, la Mesa exhorta a los señores le- 
gisladores a guardar silencio. 


Puede continuar el señor legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Previamente vamos a 
reiterar muy brevemente las razones que nos llevaron a 
formular el proyecto, que luego se transformara, en vir- 
tud de la aprobación por ambos Cuerpos legislativos, en 
ley que pasara al Poder Ejecutivo y al que éste interpu- 
siera observaciones. - 


La primera resulta de que la Ley de Refinanciación 
determinó que por primera vez tuviéramos una idea ca- 
bal de lo que hasta ese momento constituían criterios más 
o menos fantasiosos, respecto a cuántos eran los deudores 
eventualmente afectados por las circunstancias, y cuál era 
el volumen de la deuda de esos empresarios a los que qui- 
simos comprender en la primera norma de refinanciación. 
Para los que seguimos el tema muy de cerca, resultó claro 
que se anotó una notoria reducción en los números previos. 
En algún momento se había hablado que el endeudamien- 
to alcanzaba a la mitad de los empresarios rurales —al- 
rededor de treinta mil deudores— y también se aludió a 
cifras de enorme proporción en industria, comercio y ser- 
vicios. Afortunadamente el volumen resultó mucho menor. 


En términos globales el número total osciló de ocho 
a nueve mil deudores, de todas las categorías comprendi- 
das en la Ley de Refinanciación. Esta es la primera cons- 
tatación importante que se logró al hacerse efectivo el 
sistema legal de la Refinanciación. 


La segunda, se refiere al volumen global del endeu- 
damiento comprendido en la norma. 


Se había mencionado previamente miles de millones 
de dólares de endeudamiento, lo cual determinaba efec- 
tos muy importantes en cuanto a la formulación de una 
norma, y su repercusión en las finanzas nacionales. 


El resultado, en este aspecto de la aplicación de la 
Ley N* 15.786 no fue del volumen que se anticipara; en 
cifras redondas alcanzará de mil doscientos a mil cuatro- 
cientos millones de dólares. Nos apresuramos a señalar 
que la circunstancia positiva de que las cifras de deudo- 
res involucrados, y el volumen total comprendido en la 
ley, hayan resultado menores de las que algunos criterios 
pesimistas previos indicaran, no implica que debamos tra- 
tar con displicencia el tema. Es un dato positivo que nos 
permite, como lo hemos hecho, seguir adelante en los cri- 
terios de protección a los deudores. 
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Otro aspecto que fue decisivo para enfocar una modi- 
ficación a la Ley N?% 15.786 —que resultó novedoso por 
lo menos para quienes habían estimado de otra manera 
ciertas estadísticas poco confiables y varios conceptos sub- 
jetivos— fue la gran concentración del endeudamiento. 


Efectivamente, el endeudamiento es extraordinariamen- 
te concentrado, manejando cifras globales como ya he 
significado. En el sector agropecuario puede decirse que 
alrededor de 75% de los deudores debe entre un 15% 
y un 20% de toda la deuda del sector; en cuanto al sec- 
tor industrial, el 10% debe un 90% de la deuda total; y, 
en lo que se refiere al comercial, un 90% de sus deudores 
debe poco más del 10%. Porcentajes más o menos, éstas 
son las cifras. 


Estas, unidas a las anteriores, y a la experiencia ad- 
quirida durante la propia aplicación de la Ley de Refi- 
nanciación —que hemos seguido muy atentamente, en 
particular sobre los resultados obtenidos por el Banco de 
la República— determinaron a nuestro juicio la posibi- 
lidad y la necesidad de abocarnos a mejores condiciones 
que las previstas en la Ley de Refinanciación, en bene- 
ficio de los deudores. Específicamente, pues, la fijación 
del número de deudores, del volumen de la deuda, de la 
gran concentración del endeudamiento y la rica experien- 
cia de la actuación del Banco República, permitió plas- 
mar el proyecto que ha sido observado por el Poder Eje- 
cutivo. Se trataba en el mismo de procurar nuevas fór- 
mulas que tendieran a sacar —digámoslo entre comillas— 
del grave tema de la refinanciación a un grueso volumen 
de pequeños y medianos deudores, que no sólo tenían una 
importancia económica, sino también y mucho más una 
importancia social. Ya sea que se trate de un pequeño o 
mediano comerciante, industrial, o un productor rural re- 
presentan un grave problema de orden social, porque esta 
gente tiene otro entronque con la actividad económica del 
país, y su desaparición o dificultades repercute muy se- 
riamente sobre todo el conglomerado social de la Repú- 
blica. 


Por estas razones, procuramos llevar adelante un pro- 
yecto que pudiera desconectar a esa gente del sistema de 
refinanciación mediante un acicate mayor que, junto a 
los largos plazos, las considerables rebajas de intereses, 
y a la desaparición de intereses moratorios ya concedidos, 
les otorgara quitas, en función inversa a la capacidad eco- 
nómica del deudor; vale decir, a menor capacidad econó- 
mica, mayor quita. Tales fueron los objetivos plasmados 
en la ley. 


Sé, señor Presidente, que nadie se opone a sus con- 
ceptos. Recordamos a esos efectos la discusión producida 
en el seno de la Comisión de Hacienda del Senado, y en 
el propio pleno del Cuerpo, en cuanto a que todos coinci- 
díamos en que era valioso y, en lo posible, plausible me- 
jorar aún más las condiciones de beneficio para los deu- 
dores. 


Las diferencias radican en cuanto a los sistemas me- 
diante los cuales se aplican los conceptos, y en las razo- 
nes que llevan al oficialismo y al Ejecutivo a rechazar el 
proyecto aprobado, algunas de las cuales ya conocíamos y 
otras fueron recién ahora puestas de relieve por el Men- 
saje de vetos del Ejecutivo. 
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Creo que ellas pueden ser agrupadas en tres o cuatro, 
que son las esenciales y que determinaron al Poder Eje- 
cutivo a vetar, por razones de fondo y de conveniencia, 
la ley ya aprobada por el Parlamento. 


El primero de esos conceptos podría estar ubicado en- 
tre lo político y lo económico. De acuerdo con lo que ex- 
presa el propio Mensaje, el proceso de la Ley N* 15.786 
dependió de un “fecundo intercambio de opiniones entre 
“el Poder Ejecutivo y las mayorías parlamentarias repre- 
“sentadas por el Partido Colorado y por los sectores ma- 
““yoritarios del Partido Nacional. En dicho proceso, las 
“partes involucradas concluyeron sobre la necesidad de 
“establecer un sistema de consenso, así como también el 
“de dar la imprescindible certeza en cuanto a su perma- 
“nencia en el tiempo”. Recuerdo a la Mesa que estoy ci- 
tando el texto y voy a continuar haciéndolo. 


Esto significó, pues, en lo político-económico para el 
Poder Ejecutivo el texto sancionado. Aquí se encuentra 
el primer argumento de peso que manejó el Poder Eje- 
cutivo al señalar que ese “consenso” implicó al decir del 
Mensaje “la específica exclusión de otras alternativas 
"complementarias del mismo tenor de las que contiene el 
“proyecto”. 


El Poder Ejecutivo afirma que al plasmarse la Ley nú- 
mero 15.786, derivada de un consenso entre fuerzas polí- 
ticas ello significa la “específica exclusión de otras alter- 
“nativas complementarias”, tal como textualmente ex- 
presa. 


En esto el Poder Ejecutivo comete un grave y muy 
manifiesto error. Ante todo porque en esta materia los 
criterios deben ser equitativos, complementarios y aplica- 
bles a todas las partes. 


Cuando se esgrime la específica exclusión de normas 
alternativas, o modificativas como las que pretendemos, 
es dable requerir a quienes lo manifiestan que en los lu- 
gares donde toma decisiones también ha de aplicar la 
misma norma. Si ese consenso existió ello ha de ser vá- 
lido para ambas partes. Me resisto a creer que se haya 
pensado —yo fuí uno de los que intervine en ocasión de 
plasmarse el proyecto, que luego fue la Ley N* 15.786— 
que habíamos inaugurado un sistema que consistía en que 
se podía modificar los conceptos contenidos en la ley 
siempre que no fuera por la via parlamentaria, lo que tra- 
ducido al lenguaje elemental y muy claro quiere decir: 
es válido y plausible todo cambio, siempre que fuera he- 
cho por el Poder Ejecutivo. Cuando el Parlamento esti- 
mara necesaria la modificación, entonces se acude a un 
consenso que la prohíbe. No quiero discutir si existía o 
no ese consenso, pero señalo enfáticamente que si existía 
era recíproco. No me animo a pensar -—el Poder Ejecuti- 
vo tampoco lo ha dicho en el Mensaje, no se anima a de- 
cirlo— que el concepto de inmodificabilidad era válido 
sólo para el Parlamento, donde nosotros estamos repre- 
sentados. Es un extraño consenso, pues nos maniataba y 
daba en cambio al Poder Ejecutivo, a través de los orga- 
nismos que manejan en este momento entre el 80% y el 
90% de la deuda —nadie lo sabe con exactitud— total 
libertad para actuar. En su mérito los directorios de los 
entes autónomos —en particular los del Banco de la Re- 
pública y del Banco Central— se manejan con una total 
amplitud de criterios, en cuanto a la refinanciación pues- 
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to que la ley, en su artículo 12, así les autoriza. En una 
palabra, nosotros no podemos modificarla, pero el Poder 
Ejecutivo a través de la mayoría de los directorios tiene 
maneras y forma de hacerlo, y cuando se le ocurra. In- 
cluso no debemos olvidar que por disposición constitucio- 
nal el Poder Ejecutivo puede observar por inconveniente 
la gestión de los Entes, y es fácil concluir que de no ha- 
cerlo en temas públicos y trascendentes, existe un implí- 
cito asentimiento o consentimiento tácito a lo actuado. 


En consecuencia, la primera pregunta que hay que 
plantearse ante estas reflexiones del Mensaje es cuál ha 
sido la conducta y el camino recorrido por el Ejecutivo. No 
quiero abundar en muchos ejemplos pero hay algunos que 
deben ser mencionados por definitorios. 


En primer lugar, recordemos al propio Banco de la 
República el que, ya desde que comienza a manejar el 
tema —y me adelanto a señalar que lo hecho fue eficaz 
y correcto —se mueve con gran amplitud, traspasando, 
evidentemente, en los arreglos con sus deudores, todas las 
limitaciones mínimas de la Ley de Refinanciación. 


Ese es el primero de los ejemplos que vemos apare- 
cer en este consenso que obliga a una parte y libera a la 
otra. 


Luego, una notificación oficial del Banco de la Repú- 
blica a la Comisión de Análisis Financiero, por la que 
comunica que aquél se va a hacer cargo de la refinancia- 
ción de los deudores inviables y solventes. Tengo sobre mi 
mesa esta comunicación —ésta es notoria porque el Banco 
de la República no lo ha hecho secretamente— y en ella 
éste asume su disposición a refinanciar aún a los no com- 
prendidos en la ley, en lo que es una actitud correcta, pe- 
ro que hace que los conceptos de intangibilidad de la Ley 
N* 15.786 vayan quedando por el camino. También el 
mismo Banco Central, poseedor o acreedor de casi la mi- 
tad del endeudamiento nacional, envía, a su vez, una no- 
ta en términos casi iguales, diciendo a la CAF -—-Comi- 
sión de Análisis Financiero— que está dispuesto a hacer 
la refinanciación, aún de los no comprendidos en la Ley 
de Refinanciación. 


Reitero —a efectos de no perder el hilo de la expo- 
sición, tanto yo como quienes tienen la paciencia de es- 
charme— que esas actitudes son adoptadas por Directo- 
rios controlados, en el buen sentido de la palabra, por la 
voluntad del Poder Ejecutivo, quien, además, si fuera ne- 
cesario algún formalismo no hace observaciones sobre in- 
conveniencia alguna de los criterios que van adoptando 
esos Directorios tal como le autoriza la Constitución. Y 
si esto no es siempre un consentimiento explícito, es im- 
plícito por parte del Poder Ejecutivo frente a temas que 
tienen una gravitación de tal entidad que es obvio no 
desconoce. Descuento por otra parte que en las reuniones 
del equipo económico —«que, según podemos enterarnos 
por los medios de difusión, se realizan a menudo— tanto 
el Presidente del Banco Central como el del Banco de la 
República habrán puesto en conocimiento de sus actitu- 
des al Ministro de Economía y Finanzas. Es indiscutible, 
pues, que el Ejecutivo conoce las actitudes, no las obser- 
va, le parecen prudentes, y las acompaña. 


Luego, señor Presidente, vienen otras normas. 


Ninguna de ellas... 
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SEÑOR FORTEZA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Si me permite terminar 
con este tema, luego con mucho gusto se la daré. 


Tengo dos ejemplos más para citar. Uno de ellos es 
otra norma del Banco de la República que modifica el 
sistema vigente para la refinanciación, pasados muchos 
meses de comenzado el sistema. 


Esta institución adopta una resolución por la que otor- 
ga para grandes deudores de industria, del comercio y de 
servicios, una refinanciación de gran amplitud y con al- 
cances por encima de los establecidos en la Ley de Re- 
financiación. 


En efecto, lleva los plazos a 15 años —en la Ley de 
Refinanciación los más modestos deudores sólo tienen pla- 
zo hasta 10 años— y baja los intereses en forma consi- 
derable, estableciendo años de gracia, todo ello para las 
grandes empresas deudoras. No es el momento de discu- 
tir si eso está bien o mal; me limito a decir que puede 
haber casos en que esa reglamentación del Banco de la 
República sea plausible y aceptable. Pero ese no es el 
tema de hoy. 


¿Este es el tipo de disposiciones a las que aparente- 
mente se refería el Poder Ejecutivo cuando en el Mensa- 
je nos dice que el “consenso” implicaba “la específica ex- 
“clusión de normas complementarias”? Repito que eso, na- 
turalmente, cuando se procura por ley, pero no por vías 
administrativas, en instituciones donde el Poder Ejecutivo 
ejerce el control necesario y político. 'Toda esta peculiar 
sistematización es viable porque el “consenso” que se nos 
atribuye estaba flechado, puesto que es un consenso que 
nos paraliza, pero que sin embargo permite actuar al Po- 
der Ejecutivo. 


Por último, señor Presidente, debo decir que de acuer- 
do a las abundantes reflexiones expresadas por legislado- 
res, y por algunos interesados en este tema, que son va- 
rios miles, hay quienes se preguntan si la amplia discre- 
cionalidad administrativa no ha de ser el mejor sistema. 
Su marcha implica que el Banco de la República exami- 
na uno a uno los expedientes, toma en cuenta la situación 
de cada deudor, decide y establece fórmulas más o menos 
generosas, incluye algunas específicas para los grandes deu- 
dores, fijándoles 15 años de plazo, y estando dispuesto a 
refinanciar a solventes e inviables aunque en la Ley no 
estaban comprendidos. 


Esa argumentación se nos ha hecho abundantemente: 
en un sentido positivo destacando las ventajas de que una 
Entidad Bancaria especializada determine carpeta a car- 
peta la situación del deudor, estudiando todos los ángulos; 
en un sentido negativo señalando que una ley de quitas 
de carácter genérico puede implicar graves injusticias por- 
que le da a Juan lo mismo que a Pedro, a pesar de las 
diferencias sustanciales que entre ambos pueden existir. 
Y naturalmente nuestro proyecto por ser genérico está 
comprendido en la argumentación. 


Se nos argumenta, pues, que el Banco República, y 
no olvidemos que hoy ello implica también el Banco Co- 
mercial, el Banco La Caja Obrera, el Banco Pan de Azú- 
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car, e incluso el Banco Central proceden en esa forma, 
que se pretende más racional. 


Sin embargo, ¿es exacto ese argumento? 


¿Nos hemos detenido a meditar en su aplicación con- 
creta? ¿Es lo que hacen los Bancos acreedores estatales? 


Aproximadamente a mediados del año pasado —-el pro- 
ceso al que me voy a referir comienza a mediados de ju- 
lio y se publicita por setiembre u octubre— el Banco Cen- 
tral del Uruguay, cuyo señor Presidente a menudo se reú- 
ne con el equipo económico —y perdóneseme que tenga 
que repetirlo para que no olvidemos que el Ministerio de 
Economia y Finanzas estaba en conocimiento de todo lo 
actuado— aprueba una regulación interna sobre amorti- 
zación de deudas refinanciadas que no es como, a juzgar 
por la oposición a nuestro proyecto, podría esperarse un 
análisis de caso a caso, de carpeta por carpeta. Pero no, 
señor Presidente: es una quita genérica autorizada por di- 
cha institución bancaria estatal sobre la totalidad de la 
cartera de deudores que tiene en sus manos, Y para me- 
dir la magnitud del tema se debe tener presente que el 
Banco Central no maneja el 1% o el 2% del endeuda- 
miento; es acreedor de más del 50% de todo el volumen 
de débitos incluidos en la Ley de Refinanciación. Recor- 
demos al punto el repetido argumento que se nos hiciera 
contra nuestro proyecto: de que no debe legislarse o tra- 
tarse en forma genérica y que no se le debe dar lo mismo 
a Juan y a Pedro, ya que son dos personas distintas. Sin 
embargo, en esta normativa del Banco Central se deja 
de lado criterios tan repetidos por el Ejecutivo y la ban- 
cada oficialista, y se les da lo mismo a todos, ya sean 
grandes, chicos o medianos. 


Cualquier categoría de deudor tiene una quita gené- 
rica. No sólo, pues, se deja de lado el argumento que se 
maneja en contra de nuestro proyecto, sino que se va 
más allá: ni siquiera se distingue por calidad de deudor, 
tratando de salvar a quienes más precisan. 


El Banco Central, en la resolución que analizamos, 
resolvió —y no lo estoy objetando ya que éste no es el 
ámbito ni el momento adecuados, e inclusive ni siquiera 
hay necesidad de expresar un juicio valorativo sobre 
ello— que el endeudamiento interno se podía pagar con 
endeudamiento externo. Es el sistema que se denomina 
“deuda por deuda”. Comparece un deudor, comprendido 
en las carteras compradas por el Banco Central a la Ban- 
ca privada, allega un documento de crédito de terceros 
contra el Banco Central —por supuesto, necesariamente 
en moneda extranjera— y con el mismo salda con el 
Banco Central lo que le debe total o parcialmente, ha- 
ciendo una compensación de deudas. Operativamente: ¿qué 
significa el sistema referido? No es como algún señor se- 
nador —que lamentablemente en este momento no está 
en Sala— indicó reiteradamente a lo largo de una cordial 
polémica que mantuvimos, ese tipo de norma selectiva en 
la que se analiza caso a caso, y en la que la decisión indi- 
vidual frente a cada deudor es adoptada por un gerente, 
que tiene 20 ó 30 años de antigiedad, después de apre- 
ciar la carpeta, decidiendo quien merece la quita y quién 
no. No ocurre eso. 


El sistema es el siguiente: un señor debe al Banco 
Central N$ 100 por hallarse incluido en las carteras de 
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la Banca privada compradas por el Banco Central. Con- 
curre a un banco privado extranjero, acreedor del Estado 
uruguayo y le adquiere deuda externa por el valor equi- 
valente a esos N$ 100, servicio bancario que, en una ac- 
titud que comparto, el Banco de la República ha dispues- 
to organizar a través del Banco Pan de Azúcar, controla- 
do por el República. Volviendo al ejemplo que manejamos, 
deciamos que se adquiere un crédito nominal por valor 
de N$ 100 de la deuda externa del Uruguay pero ésta 
en el mercado abierto se cotiza hoy aproximadamente a 
un 62% de su valor nomiaa!, paga sólo N$ 62 por un 
traspaso de crédito nominal de N$ 100. 11 Banco Central 
recibe a ése, su deudor, que viene a amoitizar con un va- 
ie de N$ 100 de valor nominal (que compró en sólo nue- 
vos pesos 62) sus N$ 100 de deuda. El Banco Central, en 
una actitud plausible en conocimiento obvio que ese ueu- 
dor adquirió el crédito que usa para amortizar en menor 
valor que el nominal, le toma el mismo para compensar, 
pero no por la totalidad del valor nominal, sino por un 
porcentaje inferior. Dicho de otra manera, comparte la 
ventaja que puede obtenerse en la compra de deuda e::- 
terna en el mercado abierto internacional. Es un tanto 
complicado e irrelevante al tema explicar la forma y ta- 
sa sobre la que se hace el descuento. Pero como resulta- 
do de toda la operación todo deudor del Central incluido 
en las carteras compradas por éste, si adquiere deuda 
externa y luego compensa con ella su endeudamiento, por 
ese solo factor recibe una quita que en términos genera- 
les, a la fecha, oscila en el 25%. Y se debe tener en cuen- 
ta, señor Presidente, que no se toma en consideración si 
es grande, chico o mediano, si es rural, industrial, comercial 
o de servicios, si ha conducido bien o no su relación crediti- 
cia, si el gerente tan reiterado lo recomienda o no como un 
buen cliente del banco, en fin, no se hace ninguna inves- 
tigación sobre él. Quita genérica, y sin excepciones por 
un monto aproximado al 25% de la deuda. 


Recordemos una vez más que en su Mensaje el Poder 
Ejecutivo ha expresado que el consenso en la Ley de Re- 
financiación excluía toda fórmula que cambiase las esta- 
blecidas en la norma legal, o sea que al Parlamento le 
está impedido acometerlo. Pero el Directorio del Banco 
Central, sin que haya mediado observación de clase al- 
guna en el ejercicio de las facultades constitucionales que 
al Poder Ejecutivo competen por dicha actitud, y por en- 
de con su implícita aquiescencia, ése sí puede hacerlo. Co- 
mo alguna vez todos nosotros hemos estado en contacto 
con el Poder Ejecutivo, sabemos que el proceso es el in- 
verso. Se ha puesto en marcha el sistema seguramente 
desde dentro del propio equipo económico. 


Hace un rato me solicitaba una interrupción el señor 
legislador Forteza, y con mucho gusto se la concedo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR FORTEZA. — Agradezco al señor legislador 
Garcia Costa la gentileza que ha tenido al concederme la 
interrupción. 


Deseo aludir, concretamente, a la referencia que ha- 
ce el señor legislador con respecto al llamado consenso. 


Creo que todos los que de alguna manera tuvimos 
cierta participación en las distintas instancias legislativas 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—259 


de la Ley N? 15.786, sabemos que hubo un consenso o 
un compromiso. Sin embargo, ese compromiso fue asumi- 
do, fundamentalmente, por parte de los legisladores, en 
el sentido de que no íbamos a propiciar modificaciones a 
dicha ley que pudieran introducir incertidumbre en lo que 
respecta al cumplimiento normal de las obligaciones con- 
traídas. Ese es el núcleo del problema. Es decir, el nú- 
cleo del problema radica en que la Ley N? 15.786 estaba 
referida al sobreendeudamiento y no al endeudamiento en 
general. O sea, tiene relación con todo aquel endeudamien- 
to que está por erñcima de lo que puede considerarse nor- 
mai y razouable y a todo aque, cndeudamiento que im- 
plica que el capital, los ingresos y las posibilidades del 
deudor lo inhabilitan a pagar en forma regular. 


Ahora bien, ¿qué sucede? Ello no significaba que en 
este país, en la República Oriental del Uruguay, los con- 
venios pactados no tuvieran va:or. Tampoco significaba 
que se fuera a propiciar periódicamente la violación de 
los contratos o la modificación de aquellos realizados en 
su momento. 


Por eso se planteó una solución excepcional para una 
situación excepcional derivada de la dictadura militar. Es- 
tas situaciones sun unicas, porque de no ser así, dejan de 
ser excepcionales y, entonces, se convierten en normas. 
Este fue el sentido del compromiso asumido en su oportu- 
nidad por distintos señores legisladores, tal como lo reco- 
noció expresamente, en una sesión de la Comisión de Ha- 
cienda de la Cámara de Senadores, un distinguido repre- 
sentante del Partido Nacional, el señor legislador Lacalle 
Herrera, cuando expresó textualmente que: “había dado 
su compromiso en el sentido de no modificar esta ley; 
compromiso asumido junto con los señores legisladores Zu- 
marán, García Costa y Batlle y con los contadores Laffit- 
te, Pascale y Davrieux así como también con el señor Mi. 
nistro de Economía y Finanzas”. 


Eso no significa, porque no tendría sentido, que los 
contadores Laffitte y Pascale —distinguido integrante del 
Directorio del Banco República, nacionalista uno y Presi. 
dente del Banco Centra] y colorado el otro— así como el 
Director de Planeamiento y el señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas se comprometieran a propiciar so uciones, 
porque los primeros interesados en que no se modifique 
una ley de excepción son aquellas personas que integran 
el Poder Ejecutivo, como es el caso del señor Ministro de 
Economía y Finanzas y el señor Director de Planeamiento. 


Por otro lado, nos encontramos los legisladores, que 
naturalmente presumimos de ser más sensibles amte la 
opinión pública. Esta presunción podrá ser cierta o no, 
pero estamos sujetos a presiones. Además, debemos tener 
en Cuenta que somos ciento treinta y podría ocurrir que 
hoy alguien proponga una norma y mañana otro una dis- 
tinta, tratando de superar a la anterior y así sucesiva- 
mente. El que pierde en esos casos es el país, el que, sin 
duda, se encuentra en una situación muy especial, por lo 
que entiendo que sería muy inconveniente que se volvie. 
ran a modificar muevamente los acuerdos pactados, Una 
cosa es que las partes lo hagan, y eso, obviamente, lo sabe 
mejor que yo el señor legislador García Costa y los seño- 
res legisladores presentes que son abogados. ¿Quién va a 
discutir que el Banco de la República, cualquier insti- 
tución privada o el Banco Central, acuerden con sus deu- 
dores condiciones que pueden estar por encima, ser me- 
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jores, diferentes, o no tener nada que ver con las de la 
Ley de Refinanciación, ya que se trata de la voluntad de 
las partes? ¿Ahora vamos a innovar hasta llegar a igno- 
rar la fuerza que tiene la voluntad de las partes? Natural- 
mente que no. 


Si fuéramos a razonar por este camino, llegaríamos 
a la conclusión de que esta ley no tiene absoluta justifi- 
cación. 


Aquí, señor Presidente, hubo un compromiso, que no 
fue una repartija ni un toma y daca, sino que tenía por 
finalidad un entendimiento o compromiso de carácter ge- 
neral —utilicemos el término que se considere más ade- 
cuado— para darle a la plaza, tanto a la integrada por el 
sistema financiero como por los deudores de este país, la 
idea de que ésta sería la única modificación de tipo legal, 
porque se trataba de una norma excepcional, 


Entonces, señor Presidente, más allá de lo que expresa 
el artículo 12 —y aun si no existiera el mismo, supongo 
gue los bancos podrían actuar como lo han hecho, funda- 
mentalmente, el Banco de la República, ya que no veo pot 
qué motivo no lo podrían hacer si hay acuerdo entre las 
partes— eso podría haber sucedido; pero todos los aqui 
presentes y que votamos la Ley de Refinanciación -——me re- 
fiero exclusivamente a quienes la votamos— inc'uimos ex- 
presamente ese artículo, al cual también se refirió el señor 
legislador García Costa. 


Por lo tanto, señor Presidente, no tenemos motivos 
para extrañarnos de que en la relación normal entre 
acreedores y deudores hayan habido soluciones que no €s: 
tén previstas expresamente o sean mejores que las esta- 
blecidas en la Ley N* 15.786. En consecuencia, no entien- 
do el razonamiento al que ha acudido recurrentemente el 
señor legislador a o largo de toda la consideración de 
esta ley, sosteniendo que si lo hace el Banco República, 
o cualquier otra institución financiera, por que razón no 
lo podemos hacer nosotros. 


El prob ema de la capitalización de deudas por el Ban- 
co Central es algo diferente, ya que creo que el señor 
legislador lo citó simplemente como un ejemplo más de lo 
que puede hacer un Directorio de un Banco. Según tengo 
entendido, además, esto se hizo por la unanimidad de sus 
integrantes, incluyendo el voto del señor ingeniero Del 
Campo que, como es sabido, se trata de un distinguido 
nacionalista. 


Las instituciones que otorgan mayores facilidades que 
las previstas por la Ley N? 15.786 actúan de esa forma 
por la voluntad de las partes y no tiene nada que ver el 
Poder Ejecutivo. Supongo que ese Poder no habrá encon- 
trado motivos de observación en lo que ha hecho el Ban- 
co República respecto de las quitas y acuerdos realizados 
hasta el momento, que representan al 40% de la totalidad 
de los deudores que se han presentado para acogerse a la 
Ley de Refinanciación. En consecuencia, no se trata de 
la voluntad del Poder Ejecutivo; no es que éste pueda ha- 
cerlo y nosotros, el Parlamento, mo, sino que no nos Co- 
rresponde, ya que no podemos seguir interfiriendo con la 
voluntad de las partes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor le- 
gis.ador García Costa. 
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SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Me permite una in- 
terrupción, señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legisladcr Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: no 
me encontraba en el recinto cuando el señor legislador 
Forteza tuvo a bien citar nuestras expresiones en la Co- 
misión de Hacienda del Senado, en oportunidad de tratar- 
se este tema. Agradezco al señor legislador su preccupa- 
ción por la coherencia de nuestra conducta política; pero 
debo decir que toda su teoría de la voluntad y de los 
acuerdos entre las partes se derrumba cada vez que el se- 
ñor legislador García Costa ha mencionado disposiciones 
que no son leyes, sino que son normas generales, como las 
circulares, que estab'ecen quitas al barrer para determina- 
das categorías, en las que no interviene para nada la vo- 
luntad de las partes. No existe esa voluntad en las dispo- 
siciones del Banco Centra" que fueron mencionadas por el 
señor legislador García Costa y que indican que luego de 
aprobada la Ley de Refinanciación se han dado episodios 
supervinientes que en todo eliminan cualquier atisbo de 
compromiso que podía tenernos atados. Además, la pala- 
bra compromiso, en este caso, no creo que deba utilizarse 
en su sentido jurídico vinculante para lo cual me remito, 
de memoria, 2 expresiones del señor legislador Batl'e, que 
cuando hizo uso de la palabra en el Senado al tratarse 
este tema, explicitando, particularmente, que no nos en- 
contrábamos ante la violación de ningún compromiso con- 
traído. No tengo en este momento en mi poder las pala- 
bras del señor legislador Bat le que para mí siempre re- 
presentan una opinión importante; pero especialmente él 
eludió hablar de un compromiso, 


El hecho es que la teoría de la voluntad de las partes 
se viene abajo toda vez que entre los casos mencionados 
por el señor legislador García Costa han habido quitas o 
reducciones que no son fruto de un acuerdo, sino que se 
trata de un acto unilateral, de una norma de aplicación 
genera! por parte de un orgamismo competente, como es 
el Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — He escuchado lo que ex- 
presó el señor legislador Forteza y sinceramente considero 
que lo que él dijo es lo mismo que yo manifesté. No sé 
en qué me contradice. 


Existe una norma que acordamos que concordamos nó 
es beneficioso su modificación. ¿Por qué? Porque se trata 
de normas delicadas —en este sentido avalo sus palabras— 
que no pueden estar en una revisión continua, ya que eso 
provocaríz, un estado de imcertidumbre en un vasto sector 
de la actividad económica del país. Precisamente por ese 
motivo sentíamos preocupación al ver que el Poder Ejecu- 
tivo auspiciaba, permitía o consentía sistemas que impli- 
caban icdificaciones por vía de esperas o de quitas. No 
se me puede decir que el Poder Ejecutivo no estaba ente- 
rado de que el Banco Central estaba aplicando un siste- 
ma de deuda por deuda. Que el Ministro de Economía y 
Finanzas al leer los diarios sorpresivamente descubrió que 
lo que estaba haciendo el Banco Central significaba una 
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quita genérica, sin distinción de clase alguna y sin tener 
en cuenta, siquiera, la que nosotros establecimos en rela- 
ción a la capacidad del deudor, considerando sólo a los 
pequeños y medianos deudores. El sistema aplicado es ge- 
nérico y cuanto más grande es la deuda, más se facilita 
la operación. Nadie puede decir raciona/mente que el Ban- 
co Central adoptaba esa actitud sin que el señor Ministro 
de Economía y Finanzas tuviera conocimiento de ello. 


Eso llevó a dejar el consenso, ya que si eran válidas 
las soluciones que se auspiciaban o llevaban adelante con 
e' consentimiento del Poder Ejecutivo, se abría el camino 
para sentirnos con derecho a presentar también nuestras 
“oJuciones. 


Repito que este asunto concluyó con el criterio de la 
calle flechada. En el tema de la refinanciación, el Poder 
E¡ecutivo se moviliza conceptualmente sobre esta base: el 
Partido Colorado —-y perdóneseme la mención, pues no es 
mi intención hacer una referencia de tono po!ítico— dicta 
por sí y ante sí todas las disposiciones modificativas de la 
Ley de Refinanciación que desea. Pero no es posible simi- 
lar actitud a la mayoría del Partido Nacional -—las refe- 
rencias concretas las hace el Poder Ejecutivo en su Men- 
vaje— que ve pasar los cambios y no puede hacer nada 
porque está obligado por un seudo consenso a no propi- 
ciar cambios. Nos condenaron a la inmovilidad; somos Co- 
mo la mujer de Lot: si miramos para atrás no converti- 
mos en estatua de sal. Nosotros no podemos mirar hacia 
otra solución pero el Poder Ejecutivo puede hacerlo hacia 
atrás, hacia adelante, hacia los costados y con respecto al 
tema hace, pues, lo que le parece pertinente y cuando le 
parece pertinente. 


(Interrupción del señor legislador Forteza) 


—Como el señor legislador Forteza insiste, voy a men- 
cionar algún ejemplo que quizá recuerde el señor Presi- 
dente, ya que él sigue atentamente los debates. 


Durante la larga discusión en el Senado sobre la ley 
hoy vetada, algún legislador manifestó que sancionar le- 
yes de quitas en mitad del camino —prácticamente esas 
eran sus palabras— provocaba trastornos gravísimos ya 
que restaba seriedad y firmeza a la norma, y por ese mo- 
tivo aducía existió consenso en el sentido de que la ley era 
intocable. 


El mismo señor legis'ador daba un ejemplo casi dra- 
mático. Un pequeño deudor -——por lo que él expresó pre- 
sumiblemente se trataba de un pequeño comerciamte o 
industrial— le preguntó si se podia esperar algo más de 
lo establecido en la Ley de Refinanciación, y él respondió 
que de ninguna manera eso era posible, porque se trataba 
de una ley intocable. Tanto fue así su respuesta que quien 
le consultaba vendió el único camión que tenía, y pidió 
prestado a su hermano el dinero que por indemnización 
por despido éste acababa de cobrar, a fin de saldar la deu. 
da en las condiciones primitivas de la ley. Si la deuda de 
ese pobre hombre se hallaba incluida en las carteras 
compradas por el Banco Central, y efectuó el pago antes 
de julio o agosto, seguramente ahora estará buscando a 
nuestro querido colega para agredirlo, porque fue en esas 
fechas, un año después de sancionada la ley, que el Banco 
Central realizó una quita genérica de aproximadamente 
un 25% de la deuda. 
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(Interrupción del señor legislador Forteza) 


—NOo entiendo el tipo de razonamiento con el que se 
nos lieva a estas situaciones. Se nos dice: “A usted, a su 
Partido, al Parlamento, le está vedado modificar la ley. 
Usted asumió el compromiso tácito de no tocarla, Así, 
pues, no se puede defender a los que se hallan en igual 
situación y votarles una norma genérica que les facilite 
saldar sus créditos. Pero esa negativa no alcanza al Po. 
der Ejecutivo”. Y si el Poder Ejecutivo lo puede hacer y 
lo ha hecho o consentido hacer repetidas veces, entonces, 
no era real aquel] drama que se suscitaba por cambiar las 
reglas de! juego, porque ¡vaya que si se han cambiado las 
reglas del juego! 


Los deudores del Banco Central representan la mitad, 
por lo menos en monto, del tota! de los del país, y a ellos 
se les ha concedido últimamente una quita lisa y llana 
de sus créditos. En el caso de los grandes deudores del 
Banco de la República, de acuerdo con la circular del 
mismo que les facilita llegar a un acuerdo diverso y me- 
jor que a otros deudores, se invoca especificamente la 
Ley N* 15.786. No soy contrario a esta actitud del Banco 
de la República, y naturalmente cada caso verá su justi- 
cia. Pero 0 que quiero destacar es que el Banco de la 
República no hace un arreglo con los grandes deudores 
en forma independiente de la Ley de Refinanciación, sino 
invocándola concretamente; vale pues como otro claro 
ejemplo de cómo, meses después de sancionada la Ley 
N* 15.786, se modifica para algunos deudores las reglas 
de juego como se ha dado en llamar a las normas en el 
tema. De tal modo se modifican que algunos deudores di- 
fícilmente protegidos por las normas invocadas reciben un 
tratamiento más que generoso. ¡Pero nosotros tenemos pro- 
hibido hacer quitas..! 


Los números no siempre tienen vital importancia, pe- 
ro por lo menos son un elemento de apreciación. Si esta 
ley prosperara, si se levantaran las observaciones inter- 
puestas por el Poder Ejecutivo, y si todos aquellos que 
quedan facultados hicieran uso de sus disposiciones, las 
quitas que proponemos significarían alrededor de U$S 40 
millones o U$S 50:000.000 sobre los U$S 1.200:000.000 Ó 
U$S 1.300:000.000 que se deben. Yo pregunto: ¿a cuánto 
asciende el 25% de U$S 600:000.000? A nosotros se nos 
“prohíbe” —entre comillas— alentar una legis:ación que 
dé a pequeños y medianos deudores una quita de un vo- 
lumen global tan reducido, pero el Banco Centra; puede 
hacer, y lo ha hecho meses después de vigencia de la 
Ley N* 15.786, y el Poder Ejecutivo lo consiente claramen.- 
te, quitas genéricas por un monto de tres a cuatro veces 
las propuestas en el texto en estudio. 


No quisiera entrar en un tema que nada tiene que ver 
con éste, pero es notorio que todo el asunto relativo a la 
conversión de deuda ha sido estrictamente coordinado entre 
el Poder Ejecutivo y el Directorio del Banco Central. No 
se ha hecho nada incorrecto, pero obvia y necesariamente 
estuvieron en combinación ambas jerarquías. En ese marco 
de gestión, consultada y avalada, el Banco Central ha dis- 
puesto, muchos meses después de aprobada la Ley de Re- 
financiación, normas que a los deudores del mismo les ha 
significado, al barrer y sin discriminación alguna, quitas 
que hoy se sitúan en un entorno del 25%. Al Banco Cen- 
tral se le permite condonar débitos por U$S 150:000.000. 
El Parlamento vota normas que determinan quitas por 
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U$S 40:000.000, y se nos veta. Pienso que nadie puede 
aceptar como racional este “flechamiento”. De ser así po- 
drían sacarse dos conclusiones, cualquiera de ellas muy 
desgraciada, pero quizá exactas: una, que quienes partici- 
pamos en la conversación por el Partido Nacional fuimos 
unos “tontos”, porque sin darnos cuenta juntábamos las 
manos para que nos pusieran las esposas mientras que los 
demás intervinientes en el consenso quedaban en libertad 
de hacer lo que querían; la segunda: que alguien trató de 
sorprendernos en nuestra buena fe. Me resisto a aceptar 
ninguna de las dos hipótesis. Sigo pensando que la actitud 
de aquél momento es válida. Convinimos todos en que de- 
bíamos tener cuidado en no modificar a menudo la Ley 
de Refinanciación, que había que mantenerla lo más in- 
cólume posible. 


No fuimos nosotros, señor Presidente, quienes empe- 
zamos con modificaciones a la Ley de Refinanciación. Fue- 
ron las circunstancias cambiantes y quienes tenían la po- 
sibilidad de hacerlo desde el punto de vista administrativo. 


En los comentarios que vengo haciendo sobre la pri- 
mera línea argumental del Mensaje en análisis queda aún 
una reflexión por hacer. Reflexión sobre la que confío pue- 
da darme su interpretación el legislador que hace unos 
minutos hiciera uso de la palabra. 


Si existe un consenso para no tocar la Ley N* 15.786 
——estoy partiendo de las reflexiones 0ídas— que inhibe, o 
no hace deseable, o lógico, o puede ser motivo de reproche 
u objeción, que algunos parlamentarios votemos algunas 
normas modificativas, ¿por qué al proceder a vetar, el Po- 
der Ejecutivo excepciona el artículo 10 si no era del caso 
modificar la ley y había consenso para dejarla tal como 
estaba? Pero el Poder Ejecutivo veta y deja fuera el ar- 
tículo 10, diciendo expresamente que no veta esa disposi- 
ción. Tengo entonces derecho a preguntar qué será el ar- 
ticulo 10. ¿Acaso la corrección de un error gramatical, que 
por ello da mérito a una modificación de la ley? Ese ar- 
tículo el Poder Ejecutivo no lo veta porque expresamente 
manifiesta que le resulta correcta su enunciación. Pero 
este artículo, ¿no altera la Ley N* 15.786 tanto como lo 
hacen los nueve anteriores? ¿Ahora resulta que el Poder 
Ejecutivo es cómplice de nuestra falta al consenso? 


Nosotros intentamos, según se nos enrostra, romper 
el consenso, y por lo visto los reproches han llegado; sin 
embargo, el mismo Poder Ejecutivo que nos dice que el 
consenso preexistente debe inhibir la legislación propuesta 
en nueve artículos, en el décimo no utiliza su propio ar- 
gumento y lo acepta, aunque sea tan modificador de la 
Ley N* 15.786 como los anteriores. 


Esta disposición no vetada establece una norma que 
le sirve al Ejecutivo debido a que descubrió que no pue- 
de lograrla por la vía administrativa en la que se maneja 
discrecionalmente. Encontró que determinados acuerdos, 
que se hacen desde la amplia zona que maneja dicho Po- 
der con los deudores, como no son válidos para el resto de 
los acreedores, hacen necesaria una norma como la del ar- 
tículo 10. Sorprendentemente tenemos pues que compren- 
der que el “consenso” al que habíamos llegado, significaba, 
en el específico lenguaje del Mensaje a estudio, la exclu- 
sión de otras alternativas complementarias; a lo que agrego 
yo: excepto aquélla que al Poder Ejecutivo le parece bue- 
na alternativa complementaria. 
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Vamos a decidirnos, señor Presidente. ¿Es que no exis- 
tía un acuerdo, o consenso, o criterio compartido, por el 
que la Ley N* 15.786 era infranqueable? ¿O acaso lo es 
para lo que al Poder Ejecutivo le parece útil, y no lo es 
para lo que no comparte? El Poder Ejecutivo expresa la 
intangibilidad de la Ley N* 15.786, pero como el artículo 
10 le parece útil a sus criterios, entonces no vacila en de- 
jarlo incólume. 


Yo recurriría a la opinión de quienes no estuvieron en 
el presunto consenso, pero descuento la pregunta que nos 
van a hacer: ¿cómo el texto del artículo 10 no estaba en 
el consenso? ¿Era posible que hubiera algún resquicio en 
él? ¿Cuál es la línea gris del consenso que le permite in- 
troducir, de refilón, al Partido Colorado, al Gobierno, una 
modificación a la Ley N? 15.786? Parece que existe, y que 
además es muy clara: es la única modificación que, ad- 
ministrativamente, no puede manejar, porque como existe 
un sector de la banca que posee entre el 10% al 20% del 
volumen de deudas, sólo mediante una disposición como la 
que pusimos nosotros puede insertarlas en los criterios ad- 
ministrativos que maneja el Poder Ejecutivo. En los ejem- 
plos dados de los Bancos Central y de la República ¿qué 
era lo que estaba faltando? Esta disposición que genera- 
liza los arreglos. Acá se rompió la lapicera con la que se 
comenzó a escribir el Mensaje de vetos y el artículo 10 
vale. Pero de ser coherente en sus criterios, el Poder Eje- 
cutivo no puede elegir las disposiciones que le gustan 
Las normas son intocables cuando le parece bien, y noso- 
tros erramos cuando no compartimos sus criterios. 


SEÑOR FRANCOLINO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR FRANCOLINO. — El señor legislador Forte- 
za hizo referencia a una situación excepcional que vivía el 
país. Digo que es una referencia tácita a aquella marciana 
política económica del régimen que sumió al país en e! 
embretamiento y en la parálisis total. 


Asimismo, habló de una solución excepcional en la 
que todos estábamos comprometidos a reencontrarnos con 
la democracia: obvia referencia a la Ley N* 15.786. 


Yo le pregunto si esa solución excepcional no admite, 
como cualquier otra, aquilatar sus beneficios, sus errores, 
sus defectos, sus virtudes, sus carencias una vez puesta 
en marcha, aunque sea excepcional y cumpla su papel co- 
mo tal. Al fin de cuentas, la práctica sirve para corregirla, 
mejorarla o perfeccionarla y en eso estamos. Esa es la rea- 
lidad que está soportando el país. Hace un instante en su 
última intervención el señor legislador García Costa, a mi 
entender, en términos muy simples pero concretos, expresó 
lo que debe ocuparnos en la noche de hoy: el costo de esa 
enmienda. ¿De qué estamos hablando? ¿De algo que el 
país no puede atender? ¿Cuánto cuesta sacar al Uruguay de 
su estado de estancamiento, de postración o desánimo? 


A este respecto, el señor senador García Costa hablabu 
de U$S 40:000.000 o U$S 50:000.000. Yo podría precisar 
una cifra más exacta: diría que son U$S 48:000.000. Esto 
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nos hace afirmar categóricamente que en este país muy 
pocos deben mucho y muchos son los que deben poco. 
Nuestro compromiso de gobernantes es, frente a esta reali- 
dad que está junto o por encima de esa solución excepcio- 
nal, tratar de corregir y rectificar y hacer un sacrificio 
social que cuesta 48 millones de dólares. 


Siempre prefiero hablar en nuevos pesos porque creo 
que de esa forma debe hacerlo el país. Entonces diría que 
con N$ 1.572:000.000 estaríamos recomponiendo el ánimo 
del país, evitando su vaciamiento territorial, moviendo su 
maquinaria productiva. Me parece que no es poca cosa 
para que no hagamos ese esfuerzo. 


El proyecto nacionalista votado por el parlamento iu:- 
tentó favorecer con sus quitas —y lo sigue intentando, por 
supuesto— a un total de 6.697 deudores. Ese era el motivo 
la preocupación de todos nosotros: había 3.569 medianos 
y pequeños productores del agro endeudados y 3.128 pw- 
queños y medianos productores del comercio y de la in- 
dustria. 


Y todos los pertenecientes al agro han bajado los bra- 
zos, y están dejando vacío al territorio nacional. No sé cómo 
después podrá recomponerse esta situación; seguramente 
“que nos faltarán muchos millones de dólares para lograr 
una repoblación y además algo que no se puede comprar 
con dinero: devolverle a la gente la credibilidad en un go 
bierno. 


Señor Presidente: de los 3.569 pequeños productores 
de que se trata, propusimos una solución para 3.190, que 
representan, ni más ni menos, que el 89.36% del endeuda- 
miento. Eso se arregla con U$S 28:407.586, que equivalen. 
aproximadamente, a N$ 917:000.000. 


Ahora, con respecto a los 3.128 casos que correspon- 
den a la industria y al comercio —los pequeños y medianos 
comerciantes e industriales que vemos se están yendo del 
interior del país, aquellos comerciantes que están sufrien- 
do por partida doble la multiplicación de sus cargas imposi- 
tivas y las consecuencias de las diferencias cambiarias con 
relación a los dos grandes países que nos rodean— señalo 
que hay 1.838 pequeños y medianos comerciantes e indus- 
triales que, de acuerdo con la modificación de la ley ma- 
dre N* 15.786, su situación se soluciona con un costo de 
U$S 20:000.000, equivalente a N$ 655:000.000. 


Quiere decir entonces, señor Presidente, que con 
U$S 48:000.000 —o con Ng 1.572:000.000, como prefiero 
decir— se estaría beneficiando a 5.028 deudores, que vie- 


nen a ser, ni más ni menos, que el 80% de todos los deu- 
dores. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — El señor legislador Fot- 
teza me ha solicitado una interrupción, que le cedo con 
mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 
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SEÑOR FORTEZA. — Agradezco la interrupción que 
se me concede; aunque en definitiva fui prácticamente in- 
vitado a solicitarla, porque el señor legislador García Costa 
se refirió a un legislador que había hecho uso de la pa: 
labra y como fuera de él, el único que había hablado era 
yo, no cabía la menor duda de a quien se aludía. 


Señalo, señor Presidente, que es un gusto discutir con 
el señor legislador García Costa porque sin duda alguna 
es un muy habilidoso espadachín parlamentario. Sin em- 
bargo, creo que no siempre se acierta en los “a fondo”, por- 
que el que no se haya vetado el artículo 10 —que inclu- 
sive había sido motivo de algún otro proyecto de ley que 
creo que fue presentado ex la Cámara de Representantes 
por alguno de sus miembros— no tiene nada que ver con 
el problema que estamos discutiendo. Es evidente que nou 
se rompe un compromiso cuando las dos partes están de 
acuerdo en que hay que modificar algo. Entonces, ¿Cómo se 
va a hablar de violación de compromisos cuando las dos 
partes están de acuerdo? 


El Poder Legislativo, por un lado, entendió —y no era 
una cosa nueva sino que se venía hablando desde hace 
tiempo— que había que contemplar la situación que, en 
los hechos, se soluciona con el artículo 10, que por otra 
parte establece soluciones ya existentes en nuestro régimen 
vigente, en el Código de Comercio, en lo que tiene que ver 
con concursos y concordatos. Esto significa, pues, que en 
este aspecto tampoco hubo una innovación ni ninguna rup- 
tura, sino un acuerdo. Desde ese punto de vista, me pa- 
rece que es algo muy simple de comprender. En consecuen - 
cia, ho se puede esgrimir el argumento de que para algu- 
nas Cosas sí y para otras no. Evidentemente aquí hay un 
acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento en lo 
que tiene que ver con un artículo muy concreto, con un 
alcance muy delimitado y referido a una situación muy 
especial. 


Al referirnos al entendimiento, al acuerdo o como se 
le quiera llamar, no queríamos hacer un reproche, sino se- 
ñalar el inconveniente que significa para nuestra sociedad 
el que se insista, por la vía parlamentaria, en modificar 
situaciones que deben considerarse finales o definitivas. 
Eso tiene un costo, que no es exclusivamente el que seña- 
laba el señor legislador Francolino, cuantificado en alre- 
dedor de U$S 40:000.000, equivalentes a equis millones de 
nuevos pesos. Es otro el costo, señor Presidente; se trata 
del costo inducido, el costo indirecto, el de la ruptura de 
la confianza en la norma pactada. El costo es lo que hace 
que la gente diga: “¿Para qué vamos a pagar hoy, si ma- 
ñana hablamos con fulanito o menganito, legislador del 
partido tal o cual, y conseguimos que nos sustituya por 
otra norma más favorable? ¿Para qué nos vamos a sa- 
crificar?” 


Me interesa saber, señor Presidente, qué pasa con 
aquellos que ya pagaron, con un número muy grande de 
deudores —tengo por aquí las cifras del Banco de la Re- 
pública y quería referirme a ellas exclusivamente— que 
habían hecho acuerdos finales, definitivos, y que asciende 
——<como bien me señala la legisladora Bomio de Brun—- 
a 3.200 deudores. De modo que 3,200 situaciones ya han 
sido solucionadas en el Banco de la República y correspon- 
den no solamente a deudores del sector agropecuario, sino 
a todos los otros, O sea, de la industria, comercio o servi- 
cios. Esa cifra forma parte de un total de 8.700 deudores, 
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que es el número que se maneja como presentados, reitero, 
de todos los sectores para la Ley de Refinanciación. ¿Qué 
va a pasar con esos señores, se les van a otorgar otras con- 
diciones? 


Me resisto a esa posibilidad, señor Presidente. Digo que 
ho corresponde, que debe darse seguridad a los negocios, 
que la palabra empeñada debe continuar teniendo valor y 
eso se relaciona con la conducta que asumamos los deudo- 
res de este país y también con la conducta empresarial. 
No es posible, señor Presidente, que permanentemente se 
esté haciendo la apología del deudor. Dicha apología en 
un momento se justificó, pero ahora ya no. 


Además, por la vía adoptada por el Banco de la Re- 
pública —y supongo que por otros Bancos también— es 
posible que se encuentren soluciones para los deudores con 
buena fe y buena voluntad. Nadie puede decir que en este 
país el endeudamiento tiene las mismas trágicas caracterís- 
ticas de hace tres años. Como apoyo de esta tesis tengo, 
por ejemplo, la posibilidad de mostrar las cifras que re- 
velan cómo el endeudamiento del país en términos de pro- 
ducto interno ha disminuido, ya que a fines de 1986 -—no 
dispongo todavía de la cifra de 1987-— estaba situado en 
alrededor del 50%. Para países como el nuestro diría que 
eso no significa un gran endeudamiento, sobre todo si lo 
comparamos con el endeudamiento de años anteriores, por- 
que en tipos de economía como la nuestra normalmente se 
entiende que entre 40% y 50% es razonable; no sé si de- 
seable, pero el comportamiento histórico más o menos lo 
determina así. 


Hablando siempre en términos del producto, en el año 
1982, el de la famosa “tablita” el endeudamiento llegó al 
85%; en 1983 bajó al 76.9%, en 1984 al 62.2%, en 1985 
al 57.8% y en 1986 al 50.4%. 


En lo que tiene que ver concretamente con el agro, por 
ejemplo, también podemos afirmar que las cifras han ido 
disminuyendo en una forma sin duda muy importante. 


Entonces, señor Presidente, si el país está volviendo 
a la normalidad, si la gente está haciendo esfuerzos a fin 
de cumplir los compromisos contraídos —que han sido 
atenuados como ocurrió una vez con la Ley N9 15.186— 
¿por qué vamos a quebrar la imagen seria y con la legis- 
lación estable que le hemos dado a nuestro sistema? 


Pienso que el daño que en definitiva se le puede infe- 
rir a nuestro sistema es enorme, pues mo está referido ex- 
clusivamente al monto que directamente se derive de este 
nuevo régimen de quitas, sino fundamentalmente a la 
pérdida de confianza en el sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor le- 
gislador Garcia Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Antes de pasar al trata- 
miento de otro tema, voy a hacer una breve referencia a 
la que ha manifestado el señor legislador Forteza. 


El señor legislador Forteza nos explicaba que el Poder 
Ejecutivo no vetaba el artículo 10 porque había sobre el 
mismo un consenso resultante de lo aprobado por el Par- 
lamento y la concordancia que expresa el Mensaje sobre 
el criterio que lo inspira. 
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Luego, el señor legislador Forteza continúa sus ex- 
presiones y nos dice que es necesario mantener la imagen 
seria y de legislación estable que le hemos dado a nues- 
tro sistema, y que es necesario dar certeza definitiva a 
las relaciones entre acreedores y deudores. El sistema eco- 
nómico necesita referencias ciertas y no cambiantes. Con 
esto, el señor legislador Forteza no hace más que repetir 
conceptos del Mensaje del Ejecutivo que analizamos, y 
entre los que ya citamos» el que consideraba el gobierno 
como la especifica exclusión —luego de aprobada la Ley 
de Refinanciación— de otras alternativas diversas en fu- 
turos proyectos, afectando así la credibilidad necesaria 
para la normalización de 'as relaciones entre deudores y 
acreedores. 


Continuó diciendo que la normalidad financiera esta 
recuperada, y que no se la debe afectar introduciendo nor- 
mas Nuevas. 


Entonces, señor Presidente, es necesario analizar el 
artículo 10 porque, a la luz de los conceptos del legislador 
Forteza y del Ejecutivo en el Mensaje de veto, éste tiene 
aspectos contradictorios con los mismos. Ya no se trata 
solamente de haber roto o no un consenso, sino que ahora 
no existe certeza en las normas aplicables. Se acabó la 
certeza en la materia. El Poder Ejecutivo que acepta la 
norma del artículo 10 para ese caviloso deudor, mañana 
puede aceptar otra y quebrar así la inmutabilidad de la 
Ley de Refinanciación. 


Hemos oído las manifestaciones del señor legislador 
Forteza cuando expresaba que el problema no era solamen- 
te la alteración de. consenso, sino el daño que se le infe- 
ría al país al alterar la necesaria certeza y continuidad 
de esta normativa. Y eso lo dice también el Poder Eje- 
cutivo en su Mensaje. Pero, ¿no le hace daño a la tan 
invocada certeza necesaria para la normalización en las 
relaciones entre deudores y acreedores aceptar el artículo 
10 de la ley vetada? ¿Qué ocurre con ese pobre deudor 
que pagó todos sus débitos digamos hace cuatro meses, 
inc"uyendo a acreedores que le exigieron cumplimiento sin 
quitas, y ahora aprobamos este artículo 10? ¿No habrá 
sido un deudor que fue al Banco de la República, arregló 
el endeudamiento con dicho Banco —con una quita im- 
portante— y cuando lo quiso hacer simultáneamente con 
un banco extranjero, ese banco no le aceptó otras quitas 
que las previstas en la Ley N? 15.786 y le forzó, para no 
perder las condiciones ventajosas del BROU a aceptar su 
posición? 


Y ese deudor —sigiendo con la temática que utiliza 
el señor legislador Forteza— no tuvo otra Opción que la 
de aceptar la quita del Banco República y someterse a 
las condiciones menos beneficiosas del banco extranjero. 


Ahora, señor Presidente, ese ex.-deudor se entera que 
el Poder Ejecutivo está aceptando y promulgando una 
norma que le hubiere permitido obligar a ese banco ex- 
tranjero a efectuar a su deuda la misma quita que le dio 
el Banco de la República. ¿Pero no habíamos quedado en 
que la certeza era el motivo esencial de la imconmovible 
oposición del Poder Ejecutivo al proyecto de ley vetado; 
no hemos oído que así tendríamos un cuerpo empresarial 
que no andaba de legislador en legislador buscando algu- 
na fórmula futura, ya que se sabía que jamás se iba a 
modificar la ley? Ahora resulta que sí se modifica. Una 
vez sola —por ahora— porque le sirvió al Poder Ejecuti- 
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vo. ¿Y qué garantía queda ahora de la pregonada certeza 
e intangibilidad? 


¿No habrá, dentro de unos meses, alguna otra lórmu- 
la? ¿No se aplicarán en otras instituciones financieras, 
particularmente el República, las quitas que otorgó el 
Banco Central? Muchos van a acudir lógicamente al Ban- 
co de la República, quien a veces otorga quitas por más 
del 25 %, pero también a veces por menos, y van a reque- 
rirle que por lo menos se le otorgue por esa institución el 
25% que ya otorga el Central, como porcentaje mínimo. 
Y muchos van a acudir reclamando que la normativa del 
Central se aprobó y puso en práctica un año o más des- 
pués de aprobada la Ley de Refinanciación, con lo que 
las disposiciones han variado en el correr del tiempo. ¿Por 
qué se aplica un tratamiento diferente? 


Por la existencia de todo el armazón argumental de 
la certeza, de que en esta materia no se toca nada, por- 
que aparte del consenso que es un valor que hay que sos- 
tener, está además la necesaria certeza; la intangibilidad 
de la Ley N* 15.786; la necesidad de dotar, ahora sí, las 
relaciones entre deudores y acreedores de una estabilidad 
que careció por imperio de las circunstancias. 


SEÑOR PASQUET. — ¿Me permite una interrupción, 
“eñor legislador? » 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET. — Señor Presidente: procuraré ser 
breve en mis manifestaciones. 


Me voy a referir a dos puntos sobre los que ha puesto 
énfasis el señor legislador García Costa. 


. 


En primer lugar, señaló que esta inflexibilidad o in- 
mutabi.idad de la Ley N* 15.786 no impide que el Poder 
Ejecutivo actúe con enorme amplitud en la aplicación de 
la ley. En consecuencia, el señor legislador García Costa, 
dice que la inmutabilidad que se pretende que el Parla. 
mento observe, no es respetada por el Poder Ejecutivo. Di- 
cho Poder, los bancos y los Entes Autónomos, en el ám- 
bito de sus respectivas competencias se manejan con las 
disposiciones de esta ley. Y allí habría una desigualdad 
que podría ser irritante, en cuanto se solicita que el Par- 
lamento no haga lo que hacen todos los días el Banco 
de la República o el Banco Central, es decir, organismos 
controlados —como lo expresó en el buen sentido del tér- 
mino el señor legislador García Costa— por el Poder Eje- 
cutivo. 


Afirmo que efectivamente es cierto que en la ap.ica- 
ción de estas disposiciones tanto el Banco Central como 
el Banco de la República actúan con amplitud, flexibili. 
dad y liberalidad, llegando a consagrar una serie de so- 
luciones respecto de las cuales el proyecto de ley observado 
por el Poder Ejecutivo no va más allá. Lo que nosotros 
decimos es que la conducta que se ha venido desarrollan- 
do desde la sanción de la ley tanto por el Banco Central 
como por el Banco de la República, está más que prevista: 
está reclamada por la propia disposición legal. Se trata 
de una ley marco, de una ley cuadro, muy amplia, que no 
pretendía contener en sus disposiciones todas las ecuacio- 
nes que resolviesen el problema del sobreendeudamiento, 
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sino que creaba una serie de mecanismos o instrumentos 
de cuya aplicación en los casos concretos se esperaba la 
solución o, por lo menos, que se fuera solucionando este 
problema del sobreendeudamiento a que nos referimos. 


Creo que en este sentido —es decir, en el sentido que 
indica las expectativas con las cua!es fue sancionada esta 
ley— son muy claras y elocuentes las expresiones vertidas 
por un señor legislador que hizo uso de la pa'abra en la 
Cámara de Representantes: “Este proyecto, sin perjuicio 
de que respecto al enviado originalmente por el Poder Eje- 
cutivo al] Parlamento es mucho más puntual —repito que 
aqué! era muy escueto, constaba de pocos artículos y de- 
jaba todo librado al campo de la decisión de la Adminis- 
tración— deja un amplísimo campo para la reglamenta. 
ción. Esto responde, desde luego, a que la gama de situa- 
ciones que hay que atender es variada y enorme, tanto 
en el sector agropecuario como en el industrial y en el 
comercial, y es imposible que la ley prevea soluciones idó- 
neas para cada caso, por lo que es natural que queden 
cosas para la reglamentación. Esto determina que, en bue- 
na medida, la suerte, el éxito, la eficacia de estas solu- 
ciones que estamos considerando, dependan de cuán sen. 
sata, idónea y apta sea esta reglamentación. Y tenemos 
que señalarlo...” —continúa expresando este legislador a 
quien cito— “...porque aquí estamos haciendo una apues- 
ta a la sensatez; estamos esperando que, por la vía de la 
reglamentación, de la circular, de las decisiones que se 
adopten a nivel de la dirección del sistema bancario pú- 
blico y también privado, en el marco de la ley que expre- 
sa la voluntad del Parlamento, en esa expresión de vo- 
luntad se señala a qué sectores se quiere atender, con 
qué espíritu, qué pautas se van a aplicar, y los criterios a 
seguir, se debe proceder con sensatez y con ánimo de re- 
solver el problema, del endeudamiento, y no de agravarlo. 
De modo que queremos señalar con toda serenidad y con 
la mayor convicción que si el Poder Ejecutivo, por la vía 
de las medidas que adopte en el ejercicio de las facultades 
que le confiere la ley, no se compadece con la voluntad 
que la norma expresa, no vacilaremos en ejercer los me- 
canismos que acuerda la Constitución, a fin de hacer efec- 
tivas las responsabilidades políticas, si así se procediera”. 


Quien esto decía en la Cámara de Representantes era 
el señor 'egislador Ituño, quien señaló lo que en su mo- 
mento entendimos todos y seguimos entendiendo ahora: 
que aquella era una ley marco, una ley cuadro, y que se- 
ría luego la aplicación concreta de aquellas pautas o ins- 
trumentos la que iría a Operar sobre los casos concretos, 
con la finalidad de resolver este problema que debió en- 
frentar el Parlamento en el primer año de su instalación. 
De modo pues, que no puede decirse ahora que cuando el 
Banco Central o el Banco de la República, que responden 
a las orientaciones generales del Poder Ejecutivo, actúan 
como lo hacen, están yendo unilateralmente más allá de 
lo que estableció la ley, porque fue la propia disposición 
legal la que confió a esos Órganos la responsabilidad de 
actuar con fexibilidad y generosidad —como se dice en 
las expresiones que acabo de leer— para hacer efectivas 
sus disposiciones. Esto, por consiguiente, debe ir en primer 
lugar: no se han estado apartando el Poder Ejecutivo ni 
los bancos públicos referidos, de las disposiciones de la ley, 
sino que las han estado aplicando, manteniéndose en to- 
do momento fieles a su espíritu. 


En segundo término, el señor legislador García Costa 
manifestaba en su exposición que el Poder Ejecutivo pre- 
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tende que el Parlamento no haga nada; que se reserva 
para sí y para los bancos que siguen sus orientaciones 12 
facultad de hacerlo todo y, de esa manera, en términos 
políticos que no hay porque eludir, el Partido Colorado 
hace lo que quiere, mientras el Parlamento no puede ha- 


cer nada. 


No es tampoco así, señor Presidente; no sólo por las 
razones que acabo de señalar, sino también porque —como 
creo que señaló el señor legislador Forteza— de acuerdo 
con el artículo 33 de la Ley N? 15.786, las quitas que otor- 
ga el Banco Central sólo pueden ser otorgadas por unani.- 
midad de los miembros de su Directorio. Y es notorio que 
en e Directorio del Banco Central hay un ciudadano que 
pertenece a la colectividad politica que integra —y con 
tanto brillo representa— el señor legislador Garcia Costa. 
No es, pues, el Partido Co!orado el que hace lo que quiere, 
porque basta con que el Director macionalista del Banco 
Central del Uruguay no lo quiera, para que no puedan 
otorgarse quitas de especie alguna. También ha estado 
aplicando 'a ley con liberalidad y flexibilidad, en el ám- 
bito de su competencia, el Banco de la República; y hasta 
dende sabemos nosotros —quizá estemos mal informados— 
el Directorio de esa institución ha actuado concertada- 
mente, en el marco de un consenso que, por cierto, ha 
inspirado toda su actuación, salvo algunos episodios muy 
notorios de los ú'timos tiempos. No ha habido allí posicio- 
nes políticas enfrentadas ni tesituras contrapuestas, y to- 
dos han coincidido en que era menester actuar con fle- 
xibilidad, tal como lo requería, el espíritu de la ley. — - 


Eran estas 'as puntualizaciones que quería formular, 
señor Presidente, sin perjuicio de que quizá más adelante 
haga uso de la palabra para considerar otros aspectos del 
tema. 


Agradezco al señor legislador Garcia Costa la inte- 
rrupción que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en uso de la pa- 
labra el señor legislador García Costa. 


SEÑOR ITUÑO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR ITUÑO. — Las palabras que nosotros pronun- 
ciáramos en ocasión de discutirse la Ley de Refinanciación 
en la Cámara de Representantes, citadas por el señor le- 
gislador Pasquet, no hacen más que confirmar cuál fue el 
alcance o la interpretación que nosotros dábamos a esa 
suerte de consenso 0 compromiso al que se ha hecho re- 
ferencia reiteradamente, en el curso de este debate. 


Nosotros señalábamos allí —y surge muy claro de 
nuestras palabras, citadas por el señor legislador Pasquet— 
que efectivamente era necesario esperar el desarrollo de 
los hechos económicos, así como las actitudes y disposicio- 
nes que dictaría el Poder Ejecutivo en materia reglamen- 
taria, para —eventualmente— asumir decisiones en el ám- 
bito legislativo. Y en ellas, naturalmente, está implícita la 
posibilidad de introducir modificaciones a la ley. 
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Antes que el señor legslador Pasquet citara nuestras 
palabras, recordábamos —y estuvimos tentados de pedirle 
una interrupción al señor legislador García Costa para re- 
ferirnos al tema— cuál había sido nuestra interpretación 
del alcance de la ley votada en 1985. 


En aquel momento no se disponía de la información in- 
dispensable para ir un poco más allá en algunos de los 
aspectos que hoy se tocan en este proyecto de ley al cual 
el Poder Ejecutivo ha interpuesto observaciones. 


Y quiero aprovechar esta interrupción concedida tan 
generosamente por el señor legislador García Costa, para 
hacer referencia a otro punto que él tocó, el del artículo 
10. Creo que es bueno recordar que esto tiene un antece- 
dente parlamentario. En ocasión de ser discutida en la 
Cámara de Representantes la Ley de Rendición de Cuen- 
tas correspondiente al año 1985 —cuya sanción fuera frus- 
trada— algunos de los legisladores propusimos un texto creo 
que exactamente igual a este artículo 10. Si no me trai- 
ciona la memoria, la moción fue firmada por los señores 
representantes Sturla y Cassina, este último del Frente 
Amplio. Se encontraba presente en Sala el señor Director 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Contador 
Davrieux, quien en nombre del Poder Ejecutivo expresó 
una opinión absolutamente contraria a esta disposición, se- 
ñalando algunos inconvenientes que, a su juicio, presentaba 
la inclusión de esta disposición en el texto, en virtud de 
lo cual la Bancada del Partido Colorado votó unánime- 
mente en contra de una norma como la que ahora integra 
el proyecto como artículo 10, y que el Poder Ejecutivo 
—ahora— dice que es plausible y conveniente y, por con- 
siguiente, no le va a interponer observaciones. 


Esto demuestra que hubo hechos supervinientes, que se 
produjeron situaciones después de la sanción de aquella ley 
que determinaron cambios en la conducta, lo cual lleva a 
la conclusión de que es conveniente y posible modificar 
la norma. 


Creo que es bueno recordar esto porque es una prueba 
más de que el funcionamiento del sistema establecido por 
la Ley de Refinanciación, en los hechos, sobre la marcha, 
ha demostrado que es conveniente introducirle modificacio- 
nes. Nosotros propusimos éstas referidas a la franja de los 
pequeños y medianos deudores del agro, de la industria y 
el comercio. También, la que habíamos propuesto oportu- 
namente, repito, en ocasión de considerarse en la Cámara 
de Representantes el Proyecto de Ley de Rendición de 
Cuentas que, finalmente, no fue aprobado. 


El Poder Ejecutivo coincide con esta apreciación cuan- 
do, como muy bien lo señalaba el señor legislador García 
Costa, acepta que para ciertas situaciones previstas en este 
artículo 10 puedan introducirse modificaciones. 


Quiere decir que nosotros hemos actuado en forma 
coherente y congruente en todos los casos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GARAT, — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto, se- 
ñor legislador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Garat. 


SEÑOR GARAT. — Señor Presidente: nos sentimos 
azorados frente a lo que estamos escuchando, fundamental- 
mente en relación a los argumentos que esgrimen los se- 
ñores legisladores de la bancada de Gobierno. 


Cuando comenzó esta Legislatura, humildemente, jun- 
to con otros señores legisladores, presentamos en la Cáma- 
ra de Representantes un proyecto sobre el tema del endeu- 
damiento, preocupados ya, desde el inicio, por lo que esio 
estaba significando como fiagelación para el interior del 
país. 


Recuerdo que en aquel entonces hablamos, como ha 
mencionado el señor legislador García Costa, respecto a 
situaciones por las que pasaban algunos agricultores y pro- 
ductores. Hubo quienes por hallarse endeudados devido a 
la compra de un tractor, al perderlo todo se suicidaron. 


En esa época presentamos ese proyecto y se nos plan- 
tearon argumentos tremendos. A través de él, prácticamen- 
te estábamos regalando los dineros del pueblo a aquellos 
que de manera totalmente incontrolada e irresponsable 
se habían endeudado, que era, fundamentalmente, la gente 
del interior del país. Se pensaba que debían pagar y que 
no había que pasar esa deuda a la sociedad. 


Aquel proyecto recogió acerbas críticas, y se decía 
que era un “perdona tutti”?. Ahora, por la vía administra- 
tiva se establecen mejores condiciones que las que que- 
ríamos se brindaran en el ámbito total y amplio de la ley. 


Por supuesto que —antes que me lo digan— cambia- 
mos de posición y abandonamos nuestro proyecto. En de- 
terminado momento nos convencieron los argumentos acerca 
de que con nuestro afán de querer proteger al pequeño 
productor rural ——que es lo que defiende el proyecto al 
que se refiere el señor legislador García Costa— estába- 
mos cometiendo una felonía contra el país y la masa ciu- 
dadana en general. 


Por ello, nos avinimos a votar ese proyecto que luego 
se transformó en ley y que en aquel momento —recién 
me entero— era un proyecto de compromiso. 


Para mí no existía tal compromiso. No me gusta hacer 
citas, pero cuando este tema se votó, expresé en la Cámara 
que el tiempo iba a demostrar que esta ley no servía. No 
soy economista pero conozco la campaña y sabía que la 
gente no podía pagar lo que allí figuraba. 


Nos enteramos ahora que dos años después, el Go- 
bierno, por intermedio de la mayoría de sus Entes Autó- 
nomos y la Administración Central, brinda mejores condi- 
ciones que las que habíamos propuesto. Efectúa un “per- 
dona tutti” más extenso todavía. Pero esto es en relación 
"a los que han quedado en pie. No nos olvidemos que en el 
lapso de dos años muchísima gente, como muy bien se- 
ñalaba el señor legislador García Costa, ha quedado en 
el camino, ha vendido, ha dejado de ser un orgulloso, pe- 
queño y eficiente productor rural para transformarse en 
un paria que vive en los cinturones de la ciudad. Muchas 
veces, ha vendido todo para poder pagar lo que logró me- 
diante sus operaciones, y el poco dinero que le restaba ya 
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se le acabó, porque ni siquiera consigue trabajo. Pese a 
las estadísticas que dicen que contamos con un sistema de 
ocupación superior al de Alemania, lo que observamos, es 
gue la desocupación, la miseria, la falta de empleos, cam- 
pea por todo el país. 


Estas constataciones nos dejan azorados, perplejos; pe- 
ro, también, con una tremenda rabia, pues quienes creye- 
ron en el sistema, en la ley, en la palabra del Poder Eje- 
cutivo, vieron liquidar su patrimonio. 


De esta manera, asistimos a la situación de los ba- 
gueanos, aquellos que sabían de antemano lo que iba a 
ocurrir: éstos son los grandes deudores. 


En este país en el que tanto se habla de la eficiencia 
de las empresas privadas, sabemos que son las que están 
acostumbradas a instalarse, a hacer negocios, a vivir con 
dinero del Estado, del banco, que nunca devuelven, ape- 
nas si pagan los intereses y les van condonando sus deu- 
das para imás adelante. 


De esta manera, no se construye ningún tipo de eco- 
nom:a. No quiero pensar en lo que haya detrás de todos 
estos hechos; vamos a suponer lo mejor. Esto es que todo 
lo que previó el Poder Ejecutivo en materia de endeuda- 
miento falló. En un momento así en que el Parlamento 
asiste a lo que está ocurriendo, se cierran las posibilida- 
des de que en el ámbito de la ley se dé protección gene- 
ral a todos aquellos que aún pueden y han hecho el es- 
fuerzo de seguir luchando en el interior del país para po- 
der sobrevivir. 


Voy a dar un ejemplo acerca de lo que nos llena de 
indignación. 


Nosotros conocemos el interior del país y sabemos las 
grandes dificultades por las que está pasando, lo difícil 
que le resulta a la juventud abrirse camino, conseguir un 
trabajo, un empleo, aún en la empresa privada, porque 
nadie consigue nada. 


Es mentira que un productor que quiera trabajar con- 
sigue un crédito en el Banco de la República con buenas 
condiciones, porque al poco tiempo lo están acorralando 
para que pague. Hay gente que ha pedido dinero para em- 
plearlo en una cosecha de trigo y ha tenido que vender 
todo para pagar al Banco de la República porque el cré- 
dito otorgado no se lo renovaban. 


Todo eso ocurre en el interior del país. 


Por otro lado, voy a citar un ejemplo de lo que está 
pasando y que yo denuncié aquí. Por ejemplo, en mi ciu- 
dad natal, en Rosario, había un frigorífico matadero que 
funcionaba bien y que daba trabajo a más de cien opera- 
rios, pero por estar atrasado en el pago de los impuestos 
el Ministerio de Economía y Finanzas decidió su cierre. Al 
efecto, planteamos la posibilidad de que se hiciera una 
refinanciación de esa deuda, pero no tuvimos suerte. Es 
decir, que se cerró el establecimiento y se dejó en la calle 
a más de cien operarios. Y no hay forma de hablar, sólo 
la de “¡Pague, señor!”. Al respecto, me pregunto si el Es- 
tado no tiene otro medio de defender lo que es el trabajo 
en el interior del país. 
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Eso es, en definitiva, lo que estamos tratando de orde- 
nar. Estamos un poco cansados del planteo contínuo del 
Gobierno, de que toda iniciativa que se presenta para tra- 
tar de que el país salga adelante sea vetada si no es suya, 
si no proviene de él. Todo lo que pueda alterar, aunque 
sea en una pequeña parte, su mentalidad y su programa 
de lo que tiene que ser una estructura económica es vetado, 
aunque al poco tiempo cambien dando más. Lo penoso del 
caso es que siempre están dando más a un pequeño grupo 
de privilegiados y no a lo que tiene que ser la generalidad 
del país, que es toda la masa sufriente de trabajadores y 
que muchas veces no tiene a quien recurrir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Continúo, señor Presi- 
dente, analizando las otras motivaciones que llevaron a 
los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo. 


Voy a referirme a uno de los argumentos esenciales 
que los justifican citando textualmente una frase conteni- 
da porque creo da mérito a ello. Dice así: “El Poder Eje- 
“cutivo coincide en que la concesión de quitas preceptiva- 
“mente por ley de una manera genérica e indiscriminada, 
“afecta sustancialmente las relaciones patrimoniales entre 
“acreedor y deudor, provocando una transferencia de di- 
“nero con total prescindencia de la voluntad del dueño de 
“ese dinero, el que está respaldado en el derecho de pro- 
“piedad reconocido por el artículo 32 de la Constitución de 
“la República”. A continuación, hace citas jurisprudencia- 
les avalando esta afirmación. Ello significa, lisa y llana- 
mente que, a juicio del Poder Ejecutivo, este proyecto de 
ley en análisis es inconstitucional, porque al propender qui- 
tas sobre los intereses se trataría de una expropiación, y 
de un ataque al derecho de propiedad protegido por la 
Constitución de la República. Al respecto, declaro que éste 
es uno de los argumentos más asombrosos que he oído, 
no solo por si mismo, sino por provenir del Ejecutivo que 
promulgara la Ley de Refinanciación, 


El Poder Ejecutivo afirma que si el Parlamento mo- 
difica las relaciones entre acreedor y deudor, consignadas 
de libre acuerdo entre ellos, va en contra del derecho de 
propiedad del acreedor siendo ello obviamente inconstitu- 
cional. Naturalmente, admitamos que puede ser una tesis; 
confieso que tiene un olor a vetusto, y da la impresión de 
que es del siglo XVI. Por supuesto que se puede opinar en 
esos términos; cada uno tiene derecho a ponerse en el 
año que quiera. Pero lo que me resulta sorprendente —y 
lo he releído muchas veces— es que quien expresa esos 
conceptos es el mismo Poder Ejecutivo —no otro— inte- 
grado por Jos mismos titulares que coordinaron, propug- 
naron, defendieron sus imiciativas, modificaron, vinieron 
al Parlamento en su procura, y juego promulgaron la 
Ley N? 15.786. Es decir que el Presidente de la República, 
que es abogado, lo que por lo menos le da una prepara- 
ción que debería permitirle manejar con mayor cuidado 
este tipo de referencias sobre inconstitucionalidades, y el 
Ministro Zerbino —que aparte de serlo es contador— en- 
rostran al Parlamento que violamos la Constitución de la 
República atacando el derecho de propiedad, si consigna. 
mos modificaciones a las re'aciones entre acreedor y deu- 
dor libremente establecidas; y que siendo eso así, habrá 
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que descontar consecuencias severas, haciendo citas de 
sentencias de la Suprema Corte de Justicia, que descalifi.- 
can previamente las normas en estudio a la luz de las 
disposiciones constituciona'es. 


Ante esto debemos preguntarnos: ¿es constitucional la 
Ley N? 15.786? Hago la siguiente reflexión al Parlamento 
y al Ministro. Se nos afirma por el Ejecutivo que otorgar 
una Quita del 10%, del 20%, o del 30 %, sobre los inte- 
reses que un deudor debe pagar a su acreedor, es violar 
el derecho de propiedad. Preguntamos por nuestra parte: 
tomar una obligación suscrita en 1981 O en 1983, consig- 
nando un adeudo a pagar a los seis meses de su firma, y 
legislar que el plazo pasa a ser de diez años, ¿no afecta 
e' derecho de propiedad? ¿Eso es constitucional? ¿No vio- 
lentamos la jurisprudencia de la Corte? De acuerdo con 
la Ley N* 15.786, el deudor puede extender hasta a diez 
años un plazo original de seis meses, naturalmente sin 
que medie consentimiento alguno del acreedor. Ahora, eso 
sí: si se sanciona otro texto legal que autoriza al mismo 
deudor a obtener una quita sobre Jos intereses, eso es in- 
constitucional. 


Todos sabemos que la Ley de Refinanciación se apli- 
ca a adeudos con instituciones bancarias, que el venci. 
miento es a seis meses de la firma, y que muy claramente 
se documenta el “interés” y el “interés de mora”. Estas 
menciones son de orden en todo vale bancario. La Ley 
N? 15.786 determina expresamente que a pesar de lo con- 
venido por las partes, y sin que medie consentimiento de 
su parte, el acreedor verá reducido su interés. (Que en lu- 
gar de cobrar el convenido, va a cobrar el referido a di- 
versos parámetros, pero siempre inferior. En fin, no viene 
al caso cómo es el sistema, pero la rebaja se hace por 
ley y tin que medie aceptación deal acreedor. ¿Y eso qué 
es? ¿Un agravio al derecho de propiedad? ¿Una incous- 
titucionalidad? Tal parece que ello es así porque para, es- 
tas alteraciones hay iniciativa del Poder Ejecutivo. E! 
sistema resulta ser que cuando el Poder Ejecutivo está 
detrás de la iniciativa aprobada, y ha promulgado la ley, 
la misma es constitucional. Que al acreedor, en lugar ds 
cobrar el interés consignado en el documento, le hagamos 
cobrar un porcentaje notoriamente menor por ley, es cons- 
titucional y no ataca el derecho de propiedad si media la 
conformidad del Ejecutivo. 


En otro ángulo de este peculiar entendimiento del 
Ejecutivo sobre Jo que es constitucional, o viola el dere. 
cho de propiedad, viene al caso mencionar los intereses 
de mora. Como es notorio en todos los documentos de 
adeudos bancarios se halla especificamente consignado un 
interés de mora, que es generalmente de muchos puntos 
por encima del interés propio del documento. Pues bien: 
en la Ley de Refinanciación se determina expresamente 
que —sin mediar naturalmente consentimiento alguno del 
acreedor— no serán válidos los intereses moratorios. 


¿Y esto qué implica? ¡Pobre acreedor! Con los crite- 
rios del Mensaje del Ejecutivo se viola su derecho de pro- 
piedad establecido en el artículo 32 de la Constitución dé 
la Repúb'ica. Acudamos, pues, a la Suprema Corte de Jus- 
ticia. Mas en estas disposiciones el Ejecutivo no comparte 
tales criterios. ¿Diferencia? La Ley N9 15.786 la promulgá 
el Poder Ejecutivo. Por consiguiente, aunque se alteren las 
obligaciones libremente consentidas, no se viola la Cons- 
titución. Pero si a ese mismo acreedor el Parlamento pre- 
tende legislar haciéndole además imperativo una rebaja 
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mayor en los intereses, eso viola la Constitución. Se puede, 
pues, -egislar borrando de un plumazo los intereses mo- 
ratorios; eso es constitucional y lo puede establecer el 
Poder Ejecutivo con la conformidad del Parlamento. Pero 
si se quiere modificaciones similares sobre los mismos 
adeudos, provocando alteraciones iguales en detrimento 
del acreedor, pero sin la conformidad del Ejecutivo, reci- 
bimos estos vetos. 


Podríamos traer otros ejemplos de estas similitudes 
entre la 15.786 y la ley a estudio, Por ejemplo, entre otras 
cosas, en 'a Ley de Refinanciación se establece el cam- 
bio de moneda para algún pequeño tipo de deuda. Si la 
memoria no me traiciona, se autoriza a convertir en mo- 
neda nacional algunas deudas de productores rurales muy 
chicos aun cuando están documentadas en moneda ex- 
tranjera. Repito una vez más: sin consentimiento y en 
detrimento del acreedor. 


¿Eso qué significa, señor Presidente? Cuando el Par- 
lamento propugna una ley de quita, se nos dice que ataca 
e: derecho de propiedad establecido en el artículo 32 de 
la Constitución de la República y, además, se nos ame- 
maza con la probable presencia de la Suprema Corte de 
Justicia declarando la inconstitucionalidad. Y, entonces, 
¡qué se puede decir y hacer con una ley que, nada más 
ni nada menos, cambió la moneda en la que se convino 
la relación crediticia entre acreedor y deudor! 


Estos argumentos podrían ser válidos o mencionables 
para cualquiera que no haya promulgado, colaborado o 
propugnado a Ley de Refinanciación, que en toda su ex- 
tensión es una constante modificación de todos los con- 
tratos o relaciones crediticios convenidos entre acreedor 
y deudor y sin consentimiento del primero. Sin excepción, 
todas las normas se refieren a eso: quitas, alargamiento 
de plazos, menores intereses, desaparición de intereses mo- 
ratorios, cambio de moneda. 


Naturalmente que si esto daña a algún bolsiilo, es al 
del acreedor. ¡Pero es constituciona] porque lo promulgó 
el Poder Ejecutivo! ¡En cambio, nuestro proyecto es tre- 
mendamente inconstitucional! Y ya se está anticipando 
que si fueran levantados los vetos y no fueran atendidas 
las observaciones, entonces alguien —supongo que no será 
la banca oficial, pero sí la privada— reclamará la incons- 
titucionalidad. Sin embargo, no reclamó la inconstitucio- 
nalidad de la Ley N* 15.786. Esa norma no le molestó a la 
banca. De acuerdo con su actitud, pasar Obligaciones con- 
traídas a un plazo de seis meses a un plazo de diez años, 
no violaba la Constitución de la República. Modificar por 
ley intereses previamente convenidos tampoco. Seguramen- 
te, los abogados de la banca le habrán dicho a sus clien- 
tes que eso no era inconstitucional. Pero sorpresivamente 
si al Parlamento se le ocurre aprobar un proyecto de quita 
sin el apoyo del Poder Ejecutivo, entonces, ese caso sí es 
inconstitucional y se deben tomar las medidas pertinentes 
en defensa de la Constitución por el Ejecutivo. 


SEÑOR BRAUSE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—269 


SEÑOR BRAUSE. — Me he sentido en la obligación 
de so.icitarle una interrupción al señor legislador para, re- 
ferirme a un punto concreto de su exposición. Al respecto 
ha dicho que el Poder Ejecutivo, en momento en que ex- 
presa sus observaciones, dando su opinión, interpreta el 
proyecto de ley que estamos considerando entendiendo que 
podría ser inconstitucional al vulnerarse el derecho de 
propiedad reconocido en el artícu o 32 de la Constitución 
de la República. Esta es la opinión del Poder Ejecutivo, 
señor legislador, y obviamente puede encontrar posiciones 
diferentes. 


En lo que a nosotros concierne, ya que incursionamos 
en este terreno jurídico, debemos señalar que coincidimos 
con ía opinión del Poder Ejecutivo. Efectivamente, desde 
ej momento en que de alguna forma se están modificando 
los contratos celebrados entre las partes, existe sí la even- 
tualidad de que se esté vu'nerando el derecho de propie- 
dad. Naturalmente, el que en definitiva tendrá que decir 
cuál es el derecho, será aquel órgano que ha sido insti. 
tuido con ese cometido o con esa jurisdicción por la Cons- 
titución de la República: la Suprema Corte de Justicia. 
Lo hará en aquellos casos en que accionen quienes consi. 
deren que su interés directo y legítimo se encuentra lesio- 
nado por la norma jurídica. 


Todo esto viene naturalmente vinculado con las afir- 
maciones que hiciera el señor legislador Forteza con mo. 
tivo también de una interrupción que le concediera el Se- 
ñor ¡egislador García Costa, en tanto y cuanto él afirma- 
ba que al tiempo que el Parlamento considerara las ini- 
citivas que luego se plasmaron en la Ley N? 15.786, estaba 
tratando una situación extraordinaria que había sido he- 
redada del gobierno de facto y en la cual el propio Estado, 
por medio de sus actos, debía asumir responsabilidad. Por 
tal motivo, esa situación extraordinaria merecía solucio- 
nes excepcionales, que fueron posibles gracias a que exis- 
tió un consenso político y social previo; y más allá de la 
interpretación jurídica que se pudiera dar a la ley que 
posteriormente se sancionó como consecuencia de ese con. 
senso preexistente, ninguna institución pública o privada 
ni ninguna persona física interpuso acciones contra esa 
ley ante la Suprema Corte de Justicia a los efectos de que 
ésta amparara lo que esa persona pudiera interpretar fue- 
ra su derecho. 


Sin embargo, ese consenso que por entonces existió 
para encontrar una solución excepcional] a aquella situa. 
ción extraordinaria, actualmente no existe y, por lo tanto, 
no cabe ninguna duda de que modificar ahora las rela. 
ciones particulares a través de un instrumento legal, in- 
dudablemente puede ser interpretado por los particulares 
como una violación al derecho de propiedad, coincidiendo 
con la interpretación que ahora sostiene el Poder Ejecu- 
tivo. 


Es decir, a través de esta intervención quiero señalar 
que si bien las interpretaciones jurídicas pueden ser o no 
coincidentes, es absolutamente necesario destacar que las 
situaciones en el tiempo son distintas. Hoy no estamos en 
1985 ante un problema extraordinario ni ante una situa. 
ción de consenso po:ítico y social; estamos dentro de un 
entorno político y social diferente, que, naturalmente, pue- 
de conducir a que las interpretaciones jurídicas que sur- 
jan de este proyecto de ley sean distintas a las que en 
aquel momento pudieron haberse sostenido y dar lugar a 
acciones que determinen el pronunciamiento de la Supre- 
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ma Corte de Justicia con respecto a la inconstitucionali- 
dad de esta norma. 


En cuanto a la interpretación jurídica de este proyec- 
to de ley en particular, es bueno destacar, señor Presiden. 
te, que un legislador del Partido Nacional coincide con la 
interpretación del Poder Ejecutivo respecto a las observa. 
ciones formuladas por dicho Poder, con anterioridad al 
momento en que éstas se interpusieron, 


En la página 245 del Diario de Sesiones de la Cámara 
de Senadores que registra el debate producido el día 24 de 
noviembre de 1987, cuando el tema a consideración era 
precisamente el proyecto de ley que ahora estamos tra. 
tando, es decir, la Ley de Refinanciación del Endeuda- 
miento Interno, el señor senador Cadenas Boix manifesta- 
ba que él] mo iba a acompañar esta iniciativa de la oposi. 
ción por entender que más allá de su Conveniencia o no, 
violentaba el ordenamiento jurídico vigente. 


No deseo agregar nada a las manifestaciones del se- 
ñor senador Cadenas Boix, por lo cual le ruego al Cuerpo 
que me permita leer un par de párrafos de esa correctíis). 
ma interpretación jurídica de este proyecto de ley. Decía 
el señor senador Cadenas Boix: “No cabe la menor duda 
que el acreedor es propietario de su derecho de crédito y 
como tal tiene la potestad emanada de ese derecho de 
cobrarlo en su totalidad y en las condiciones libremente 
estipu'adas con su deudor. En caso de no obtener el pago 
voluntario tíene el derecho de recurrir a la justicia y 
cobrarse en los bienes de su deudor. 


Todo cercenamiento que se produzca, de ese derecho 
de crédito y de las potestades que le son inherentes, es 
lesivo del derecho de propiedad y constituye, por ende, 
una violación de la Constitución. Y si es una ley, la que 
de alguna manera cercena O lesiona ese derecho, ya sea 
en forma total o parcial, y esa ley no está fundada en 
causas de utilidad o necesidad pública o no prevé un 
ajuste y previa compensación, es una ley inconstitucional. 
Estoy firmemente convencido que el proyecto sometido a 
consideración incurre, al consagrar quitas, en un vicio de 
inconstitucionalidad. 


La Suprema Corte de Justicia analizando el tema sos- 
tuvo que es arbitraria una ley que autoriza la rebaja en 
e' monto de los préstamos realizados, aunque no estuvie- 
ran vencidos, porque ello constituía, sin la indem- 
nización justa, la violación del derecho de propiedad con- 
sagrado en la Constitución”. 


Más al'á de la interpretación jurídica que se pueda 
tener acerca de este punto, bueno sí es señalar que un se- 
for senador del Partido Nacional manifestó su opinión 
contraria a este proyecto de ley, aun antes de que el 
Poder Ejecutivo elevara a la Asamb'ea General sus ob- 
servaciones. 


De manera que bueno es, a pesar de insistir sobre el 
hecho de que en un tema jurídico puede existir más de 
una interpretación, dejar constancia que un señor senador 
que integra la bancada del señor legislador García Costa 
opina en un sentido similar a! del Poder Ejecutivo. 


Para terminar, señor Presidente, es mi opinión, que 
coincide con la de la bancada del Partido Colorado, que 
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este tema de la refinanciación del endeudamiento interno 
debe ser analizado desde un enfoque g.obal, no sólo jurí. 
dico, sino también político y social. Porque fue entendido 
de esa manera es que en 1985, ante aquella situación ex- 
traordinaria que se recibía como legado del gobierno de 
facto, se hizo posible ese consenso po ítico y social que 
terminó finalmente plasmado en la Ley N? 15.786. Fue a 
raíz de esas circunstancias extraordinarias que hubo una 
solución excepcional, que no dio motivo a que las perso- 
nas lísicas O jurídicas que pudieran sentirse lesionadas 
por esa “ey interpusieran acciones ante la Suprema Corte 
de Justicia, en definitiva el único órgano capacitado para 
decidir en derecho. 


Repito que esa situación extraordinaria no se da en 
la actualidad, como tampoco existe ahcra el consenso po- 
lítico y social. Por lo tanto, siendo distinta esa realidad, 
es cue e' Poder Ejecutivo ha interpuesto las observaciones 
al proyecto de ley, ahora sometido a la consideración de 
la Asamblea General, 


SEÑOR PRESIDENTE. — ¿Me permite, señor legisla- 
dor? Debido a que e! quórum es oscilante y dado que en 
este momento hay número para votar, sería conveniente 
poner e consideración del Cuerpo una moción de cuarto 
intermedio llegada a la Mesa. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Solicitamos un cuarto intermedio desde la hora 19 y 
45 hasta las 21 y 30, a fin de asistir al homenaje que 
se tributa al ex legislador doctor Enrique Beltrán. (Fir- 
man:) Carlos Julio Pereyra, Guillermo García Costa, 
Carminillo Mederos, Dardo Ortiz, Martín Sturla, Gon- 
zalo Aguirre Ramírez y Uruguay Tourné. Legisladores.” 


—$i no se hace uso de "a palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—82 en 82. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador, para una cuestión de orden? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR OLAZABAL. — Concretamente, quería saber 
cómo se maneja reglamentariamente este caso, porque vo- 
tamos un cuarto intermedio sin hacer lo mismo respecto 
de la prórroga de finalización de la sesión. En caso de que 
esto no corresponda, desearía que la Mesa me indicara cuál 
sería el momento adecuado para hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El señor legislador tiene ra- 
zón. La Mesa entiende que habría que votar la prórroga 
del término de la sesión, porque de lo contrario éste ven- 
cería. 
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SEÑOR OLAZABAL. — Formulo moción en ese sen- 
tido, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la prórroga 
del término de la sesión hasta agotar la consideración de 
los temas incluidos en el orden del día. 


(Se vota: ) 
—44 en 85. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Voy a tratar de ser muy 
breve, pero en la medida de lo posible deseo contestar las 
manifestaciones vertidas en Sala. 


En relación a la cita que se ha hecho de las palabra.» 
pronunciadas por quien durante un lapso ocupó una ban 
ca en el Senado en representación de nuestro Partido, per- 
sona con cuya amistad me honro, cada cual tiene sus nor- 
mas en esta materia. No creo que sea prudente, ni del ca- 
so, plantear ese tema como un problema interno del Par- 
tido Nacional. El señor senador Cadenas Boix cuando for- 
muló esas manifestaciones lo hizo en el libre ejercicio de 
su condición de senador. Hoy no voy a discutir con el ex 
senador Cadenas Boix, porque si tuviera que hacerlo, por 
lo menos esperaría a que estuviera entre nosotros, y no 
traería sus palabras a colación para contradecirlas o afir- 
marme en ellas. 


Pero vamos al contexto de lo que hemos oido sobre 
la defensa del Poder Ejecutivo, es decir, si es exacto que 
el proyecto de ley observado es inconstitucional. Lo ha 
dicho el señor legislador. El proyecto de ley puede ser 
objeto de una acción de inconstitucionalidad que, natural- 
mente, queda en manos de la Suprema Corte de Justicia, 
pero a criterio de quien se expresó merecerá una senten- 
cía condenatoria y, por lo tanto, de inconstitucionalidad 
por ese alto organismo. No se dijo expresamente, pero se 
deduce en forma inequívoca que también es inconstitu- 
cional la Ley N* 15.786. Se acude al argumento de que 
fue dictada en circunstancias extraordinarias, y por elio 
nos permitimos —esto lo dice quien habla— la libertad 
de violar la Constitución. No sabemos por arte de qué, ella 
quedó en suspenso mientras aprobábamos la N*? 15.786, 
que ahora se nos dice que es inconstitucional, pero que 
se aprobó en un momento especial, Puede ocurrirnos lo 
mismo que a otros países de terminar en medio de una 
dictadura, porque el pasar de momento especial en mo- 
mento especial, de alguna forma culmina en la caída de 
todas las instituciones. 


Creo que la tesis que hemos escuchado es insólita en 
otro ángulo, o por lo menos así la entiendo, porque con- 
duce a lo siguiente. El Parlamento puede violar la Cons- 
titución y sancionar las leyes que desee, porque el tema 
de la inconstitucionalidad está en la órbita de la Suprema 
Corte de Justicia. No es así. La Constitución de la Repú- 
blica obliga a los legisladores. No podemos hacer leyes 
inconstitucionales. 


El legislador que se permite teorizar de esta manera, 
de ser totalmente congruente con su pensamiento, debió 
haber bajado la mano cuando se votó la Ley N* 15.786 
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-—y presumo que él la votó — manifestando al Cuerpo que 
se estaba violando la Constitución, y que por lo tanto éi 
no votaba. Eso fue lo que hizo el ex senador precitado, 
que tuvo una sola conducta ya que cuando le pareció que 
era inconstitucional, lo manifestó, lo que respetamos. El 
señor Presidente recordará que, aunque esto representaba 
una contradicción con respecto a la decisión de su banca- 
da, ésta lo escuchó con todo respeto —se trata de un hom- 
bre que lo merece— sin entrar a una polémica que estima.- 
mos inconducente. 


Consideramos que esa línea de pensamiento era res- 
petable, pero en cambio nos resulta insólito que se diga: 
“esta ley es inconstitucional y por eso acompaño el veto; 
la otra era inconstitucional, pero en virtud de la circuns- 
tancia especial en que se gestó la voté”. En esa tesis, la 
Constitución sólo lo obliga cuando el señor legislador de- 
sea verse obligado por ella. Pienso que está obligado en 
todo momento y que depende de su conciencia el que lo 
ponga de manifiesto votando en forma afirmativa o nega- 
tiva de acuerdo a las circunstancias. 


SEÑOR BRAUSE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto voy 
a conceder la interrupción que me solicita el señor legis- 
lador, porque lo he aludido reiteradamente, pero quiero 
terminar expresando lo siguiente. 


Se nos dice que esto se refiere a una situación espe- 
cial, que es la del endeudamiento provocado durante la 
época de la dictadura. Es verdad, pero la ley que nosotros 
propiciamos se refiere a la misma situación. No estamos 
innovando la temática, no estamos hablando de los vales 
firmados el mes pasado con el sistema financiero nacio- 
nal; traemos a colación la misma situación y la misma 
ley, la N? 15.786, que procuró resolverla a fin de mejorar 
algunas de sus disposiciones. Se trata pues del mismo ca- 
so, pero ahora se nos alega la inconstitucionalidad. Eso es 
lo que nos argumenta el señor legislador a quien con mu- 
cho gusto le concedo ahora la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BRAUSE. — El señor legislador García Costa, 
al interpretar mis palabras, les está dando un giro total- 
mente contrario a lo que en su momento expresé, 


En ninguna oportunidad manifesté que era inconstitu- 
cional la Ley N* 15.786 o que lo fuera a mi criterio. Lo 
que digo es que las situaciones son distintas, porque el 
consenso de entonces no existe actualmente. j 


También expreso que, en definitiva, el único órgano 
que constitucionalmente está capacitado para decir cuál 
es el derecho, no tuvo oportunidad de hacerlo porque nin- 
guna persora física o jurídica le interpuso las acciones co- 
rrespondientes para defender lo que en su opinión o in- 
terpretación podía haber sido una lesión a sus derechos. 
Quiero que eso quede claro. 


Coincido con el señor legislador en el sentido de que 
cada uno de nosotros tiene la obligación de respetar la 
Constitución, de acuerdo con su leal saber y entender; 
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pero no puedo permitir que se extraiga una interpretación 
distinta al exacto contenido de mis palabras. Expresé que 
tanto con respecto a la Ley N* 15.786 como a este proyecto 
de ley se pueden tener opiniones jurídicas diversas. Eso 
fue lo que dije, y en ese sentido el Poder Ejecutivo está 
en total libertad de dar su opinión, tal como lo ha hecho 
al pronunciar las observaciones sobre este proyecto de ley 
que, por otra parte, coinciden con las expresiones vertidas 
por el señor senador Cadenas, Boix, en ocasión de tratar- 
se el tema en el Senado. 


Comprendo que el señor legislador García Costa, con 
su proverbial habilidad legislativa, extraiga de mis pala- 
bras una consecuencia que indudablemente le sirve a su 
propósito en la exposición que está desarrollando con la 
brillantez que le caracteriza; pero no puedo permitir que 
de mis palabras se saquen conclusiones distintas a las que 
creo haber expresado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — No pretendí sacar con- 
clusiones distintas a las expresadas; el Parlamento juzga- 
rá si no eran esas las conclusiones inequívocas que se des- 
prendían de su exposición. 


Y más allá de las palabras vertidas en el seno del 
Cuerpo, el texto real y concreto es el que viene en el 
Mensaje. Para el Poder Ejecutivo es un agravio, un aten- 
tado al derecho de propiedad, el otorgar quitas sobre los 
intereses de este tipo de deudas. Si ello fuera así no hu- 
biera podido promulgar la Ley de Refinanciación núme- 
ro 15.786. 


En efecto: para el Poder Ejecutivo, pasar a diez años 
las obligaciones contraídas a seis meses —naturalmente 
sin pedir opinión sobre el tema al acreedor— modificar 
los intereses consignados en los documentos, eliminar in- 
tereses de mora, cambiar la moneda consignada en el con- 
trato del crédito, es respetar la Constitución, pero no así 
el efectuar quitas sobre los intereses, Se trata de los mis- 
mos documentos crediticios pero para el Poder Ejecutivo 
significa en un caso violar la Constitución y, en el otro, 
respetarla. 


Dejo librado, no ya a los juristas, sino al sentido co- 
mún, el determinar si existe algo más incoherente que es- 
tas contradictorias interpretaciones que se utilizan para 
un lado o para el otro, según la conveniencia del Eje- 
cutiyo. 


Para terminar, quisiera referirme a dos puntos más 
del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Se interpone una observación, o veto, a las condicio- 
nes especiales de refinanciación que se establece para las 
cooperativas agropecuarias. El Poder Ejecutivo dice tex- 
tualmente: “En este caso se está violentando el principio 
de igualdad (artículo 8% de la Constitución de la Repú- 
blica) en cuanto se discriminan en función del sujeto ju- 
rídico, condiciones más favorables para el resto de los 
deudores.” De acuerdo con este texto, da la impresión de 
que el Poder Ejecutivo todavía no se enteró de que las 
cooperativas agropecuarias son sujetos jurídicos que, por 
su destino, objeto y fundamento legal, tienen características 
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distintas al resto de las personas físicas y jurídicas. Inusi- 
tadamente le causa sorpresa que legislemos en forma es- 
pecial para una categoría especial, ¿Acaso no existe aque- 
lla vieja definición acerca de que justicia es tratar a cada 
uno de acuerdo con lo que es? En efecto: no se trata igual 
a las Cooperativas Agropecuarias que al resto de los deu- 
dores. ¿Eso violenta el principio de igualdad entre las 
personas? Si eso fuera así, no me cansaría de traer ejem- 
plos de leyes que tienen en cuenta disimilitudes entre per- 
sonas físicas y jurídicas, en virtud de sus características, 
de su objeto, de su fundamento, de cuál es el concepto le- 
gal que las viabiliza, de su condición de extranjero o na- 
cional, de su condición de persona física o jurídica, ebcé- 
tera. Pero es insólito que se diga que una norma especial 
para Cooperativas Agropecuarias viola el principio de igual- 
dad, cuando precisamente las mismas tienen característi- 
cas que las diferencian netamente del resto de personas fí- 
sicas o jurídicas que pueden ser deudoras. 


Lo único que se busca es proteger a las Cooperativas 
Agropecuarias. En términos generosos, sí. No hay ninguna 
forma elusiva o secreta en el texto aprobado. ¿Cometien- 
do una injusticia? ¿Para con quién? Podría haber sido 
para con el resto de las Cooperativas. Comprendería que 
el Poder Ejecutivo, por otra vía, propugnara la amplia- 
ción de la norma para incluir otras cooperativas. Quizá 
ahí estuvo un error nuestro. Si alguna explicación hay es 
que las Cooperativas Agropecuarias son las que agrupan 
al mayor volumen de los habitantes de este país, mucho 
más que las de producción y consumo. No hago referen- 
cia a las cooperativas de carácter financiero porque no 
serían del caso en estas normas. 


El último tema al que me referiré es el último artícu- 
lo de la ley —que no es merecedor de observaciones— 
donde el Poder Ejecutivo descubre finalmente que en el 
ordenamiento legislativo nacional —aún cuando son dere- 
cho positivo desde hace más de un siglo— existen normas 
por las cuales una mayoría de acreedores impone a la mi- 
noría fórmulas que no estaban contenidas en la obliga- 
ción original y que la modifican contra la voluntad de 
estos acreedores y en beneficio de los deudores. Y no sólo 
eso, sino que, además —he aquí el argumento que quiero 
hacer— que es la ley la que autoriza que sea así. No es 
lo relevante en la situación que analizamos que el Códi- 
go de Comercio en concordatos, en quiebras, en concor- 
datos preventivos, en liquidaciones judiciales, o el Civil 
en concursos, establezcan que un conjunto de acreedores 
pueda convenir con su deudor una fórmula que sea obli- 
gatoria para el resto. Lo que importa es que el Poder 
Ejecutivo, tan precavido respecto de la Constitución de la 
República, no se haya dado cuenta que ahí está el pre- 
cedente que autoriza a decir que una quita no es nunca 
inconstitucional, porque si lo fuera, involucraría en tal 
concepto las normas por las que se le impone una quita 
Oo espera a un acreedor por decisión unilateral de más del 
75% del resto de los acreedores, porque esa no es su vo- 
luntad sino la que la ley acuerda a los demás acreedores 
y afecta su derecho de propiedad. Es el legislador, y des- 
de el siglo pasado, quien consignó un sistema de protec- 
ción del deudor que, a la luz de las observaciones de este 
Mensaje que tenemos delante, sería también totalmente 
inconstitucional. Puesto que nada menos que un grupo 
de acreedores, por imperio de la ley, impone obligatoria- 
mente sus condiciones a otro. Eso tiene más de cien años 
de vigencia en el país y a nadie se le ocurrió nunca que 
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era inconstitucional. Además en ese lapso el Estado está 
cansado de alterar imperativamente relaciones previas en- 
tre particulares, sin que nadie haya visto en ello algo 
inconstitucional ni que se creaba una falta de certeza en 
el ámbito económico nacional, ni que se ponía al empre- 
sariado nacional en una situación de incapacidad de decisión 
por cambiantes condiciones o fórmulas que se suceden. 


Hace más de cien años que se legisla modificando fór- 
mulas patrimoniales entre particulares, puesto que buena 
parte de la legislación irrumpe —en el buen sentido de 
la palabra— en las relaciones entre particulares. Esto lo 
hacemos en relaciones de orden personal pero también en 
las patrimoniales, y en forma muy abundante. A nadie 
se le ha ocurrido que eso estaba vedado y violentaba la 
protección constitucional de la propiedad. 


Insólitamente, todo el Mensaje en análisis se asienta 
en la Otra teoría, de que modificaciones de ese tipo, 
son disposiciones violatorias de la Constitución, y además 
atentatorias de la necesaria certeza requerida en la vida 
económica del país. 


Termino, señor Presidente, expresando que todos no- 
sotros lamentamos profundamente que el Poder Ejecutivo 
haya enviado este Mensaje, porque hubiéramos deseado 
que mediante la ley de quitas se hubiera dado un empu- 
jón hacia adelante a la Ley de Refinanciación. 


Esto era posible mediante la ley aprobada, y lo hu- 
biéramos realizado favoreciendo a la totalidad de los deu- 
dores medianos y pequeños, y especialmente, evitando pro- 
blemas a los pequeños productores rurales que están en 
la zona sur de la República, en Canelones, San José, et- 
cétera. Esos tres mil a que hacía referencia el señor le- 
gislador Francolino son los que debemos proteger. Sin 
embargo, ni a ellos ni a modestos comerciantes e indus- 
triales les damos la eventualidad de una quita, que sin 
embargo ya les proporciona el Ejecutivo, incluso hasta 
a los grandes deudores incluidos en las carteras compra- 
das por el Banco Central No olvidemos que a los que 
paguen con deuda externa se les acuerda una quita de 
aproximadamente un 25%. 


Nosotros aspirábamos a una norma de carácter ge- 
neral y justa. El Poder Ejecutivo no la comparte, por lo 
que esperamos que sea el Parlamento quien esté de acuer- 
do con ella y levante las observaciones interpuestas. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Asamblea General pa- 
sa a cuarto intermedio hasta la hora 21 y 30 minutos. 


(Así se hace a la hora 19 y 46 minutos) 

(Vueltos a Sala) 

SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la sesión. 

(Es la hora 21 y 59 minutos) 

—Tiene la palabra el señor legistador Rossi Pasina. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: cuando 
se consideró y se aprobó la Ley N? 15.786, del 4 de di- 
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ciembre de 1985, de Refinanciamiento Interno, los diputa.- 
dos de :a Unión Cívica fundamentamos nuestro voto ne- 
gativo expresando que se pretendía que pagara quien no 
podía hacerlo y que la instrumentación prevista por la 
ley no contemplaba la situación de los deudores. 


Han pasado más de dos años de la promulgación de 
la Ley N? 15.786 y el endeudamiento interno sigue siendo 
un importante y preocupante tema nacional, que gravita 
sobre todos los sectores empresariales del pais, quienes a 
través de sus entidades representativas reciaman constan- 
temente una solución real y definitiva para que los deu- 
dores puedan concentrar sus esfuerzos, o sea, en el desa. 
rrollo de sus empresas, y no continuar subsistiendo con 
la zozobra de su desaparición. En tal sentido se han pro- 
nunciado la Cámara de Industrias, la Federación Rura., 
la Asociación Rural, la Confederación Empresarial del 
Uruguay y otras entidades representativas de distintos 
sectores de la industria, el comercio y el agro, 


Si analizamos el problema del endeudamiento consta- 
tamos que no existe un tipo único de deudor, con un 
comportamiento uniforme, sino que existen diversos tipos 
de deudores con variedad de formas de encarar su pasivo. 
Asi hay empresarios, ya sean rurales, industriales o co- 
merciales, que con un enorme esfuerzo personal y de su 
grupo familiar, perdiendo parte de su patrimonio personal 
y el de sus empresas, fruto dei esfuerzo denodado y Sa. 
crificado de toda una vida, han cancelado sus deudas —lo 
destacamos y debemos resaltar:o públicamente— a pesar 
de que en su afán de progresar, en su afán de producir 
de acuerdo con las técnicas modernas y con planes serios 
y con respaido económico, creyendo en las orientaciones 
económicas de un gobierno autoritario ya pasado, caye- 
ron en un endeudamiento no deseado y no imaginado. 
Otros, si bien procuraron pagar, por diversas razones no 
han podido hacerlo; pero mantienen su voluntad de pa- 
gar y vuelcan sus menguados recursos a ta! fin. 


Es evidente que la actual política económica no ha 
posibilitado un desarrollo de las actividades productivas 
que revirtieran esta situación. 


Existe un tercer grupo integrado por aque'los que no 
pudiendo pagar, a pesar de sus esfuerzos por regularizar 
su situación, buscan todos los medios a su alcance para 
evitar su liquidación. Aquí deseamos expresar que hasta 
el presente, el Directorio del Banco de la Repúb ica Orien- 
tal del Uruguay ha considerado con criterio amplio la 
situación de estos grupos de deudores a gue mos hemos 
referido, tratando de evitar su liquidación como empresa- 
rios, y a que hay un ánimo de pagar. 


Finalmente, se encuentran aquellos deudores que pu- 
diendo pagar no desean hacerlo. Felizmente son una mi- 
noría, a la que condenamos por su actitud, porque com- 
piten en forma desleal con e. buen pagador y sobre la 
cual debe caer todo el peso de la ley. 


Cuando en nombre de la Unión Cívica votamos afir- 
mativamente este proyecto de ley, vetado hoy por e! Po- 
der Ejecutivo en todos sus artículos menos uno, y cuyos 
vetos estamos considerando, lo hicimos porque entendimos 
que el mismo mejora el texto de la Ley N* 15.786, luego 
de dos años de vigencia y recogiendo la experiencia que 
su aplicación nos ha dado. 
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En lo que se refiere a las quitas, debemos destacar la 
situación de los pequeños empresarios, ya sea del sector 
industrial o de' rural, que son los más perjudicados en 
cuanto a sus posibilidades de desarrollo futuro y el en- 
deudamiento les pesa económica y moralmente, y decimos 
moralmente porque se trata, en general, de empresarios 
que toda su vida han tenido como norma el estricto cum- 
plimiento de sus obligaciones, el estricto cumplimiento de 
sus deudas y que no han podido hacerlo en esta oportu- 
nidad. 


Si bien e' Banco de la República, con generosidad y 
agilidad, y el Banco Central, dentro de una operativa que 
nó es específicamente la suya, han estudiado y concedido 
guitas a sus deudores, consideramos mucho más positiva 
la generalización mediante una norma lega!, que es preci. 
samente la que ha vetado el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite, señor legislador, 
una interrupción? 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Le concedo, con mucho 
gusto, la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir ei señor 
legislador. 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: yo creo que 
en el análisis de esta norma no podemos prescindir de lo 
que fue la anterior ¡ey de refinanciación. 


Entiendo que la presencia de una ley modificativa de 
la anterior, considerando que habia una determinada in- 
tención de no modificarla, está evidenciando que fue un 
albsoluío fracaso y que la actua! está intentando, de algu- 
na forma, rever lo que hoy es una realidad en el país. 
Esta realidad nos muestra que el problema de' endeuda- 
miento sigue siendo un obstáculo de primer orden en el 
país, para las posibilidades productivas pero, además, ha 
demostrado que las escasas situaciones de a'ivio que se 
han experimentado en materia de endeudamiento para 
la actividad productiva, no fueron una consecuencia de 
esta ley, sino de que el Banco de la República y, en ge- 
nera], el sistema estata' bancario, las sobrepasó. Inclusive, 
en el caso de las deudas que han sido solucionadas y aque- 
llo que de alguna manera ha dejado de ser un superen- 
deudamiento exp'osivo, lo ignoró. 


Hoy se habla de la inconveniencia de dictar normas 
de carácter general y se pretende seguir con una política 
que estudie caso por caso. Yo diría, señor Presidente, que 
el conjunto de los deudores que este proyecto que ha sido 
vetado por el Poder Ejecutivo contempla, puede conside- 
rarse como un so'o Caso. 


Aquí se ha hablado de U$S 40:000.000. Estamos abso- 
lutamente seguros de que hay deudores que sobrepasan 
esa cifra. Se trata de deudores sobre los cuales el Parla- 
mento no tiene arte ni parte, ni las posibilidades de co- 
nocer siquiera de qué forma son tratados. 


(Murmu:los) 


SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: hay mur- 
mullos en Sala, que impiden oir al orador. 


Solicito que la Mesa ponga orden, a fin de continuar 
con el debate 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Con mucho gusto, señor le- 
gis'ador. 


La Mesa exhorta a los señores legisladores a guardar 
silencio. 


Puede continuar el señor legislador Olazába'. 


SEÑOR OLAZABAL. — En general, el conjunto de los 
deudores que abarca las disposiciones de !a ley vetada pue- 
den considerarse, sin lugar a dudas, como un caso parti. 
cular, en cuanto a su monto. Es un caso muy especial por 
lo que encierra desde el punto de vista social y, además, 
por lo que deben ser 'as finalidades del Estado. 


Con esta ley y con nuestro voto que adelantamos para 
levantar los vetos interpuestos, pretendemos establecer, de 
una vez por todas, reglas claras. Es :a hora de enfrentar 
en forma real el problema del sobreendeudamiento. 


Se trata de un sector productivo que vale la pena 
apoyar; de un sector productivo que como bien dijo hace 
un tiempo un señor senador, constituye, de alguna forma, 
el tejido social de nuestro pais que se está rompiendo y 
que especialmente en la campaña, produce fenómenos de 
despoblación y de emigración masiva. Es el sector por el 
cual a sociedad entera está dispuesta a dar su apoyo. 


Inclusive, durante el tratamiento de esta ley, nosotros 
dijimos que no cubre las necesidades reales de los deu- 
dores, que tan solo nos aproximamos a ¡as mismas. 


Por otra parte, se nos ha criticado el pretender gene- 
rar confusión. Pienso que el proteger a estos sectores pro- 
ductivos no sóio no genera confusión, sino que traería a 
nuestro país y a la producción nacional, una llama de 
esperanza y de confianza, por ¡as cuales vale la pena tra- 
bajar y no sólo dedicarse a la especulación financiera. 


El proceso por el cual se deja de lado una solución 
g'obal al endeudamiento que se produjo en las épocas ne- 
fastas de la dictadura pretende ignorar que los deudores 
fueron realmente confiscados por la banca. 


Sucedieron años con los menores niveles de inflación 
que Uruguay ha conocido en los ú timos treinta años, con 
intereses hasta del 95 %, pese a que nuestra Constitución 
en su artículo 52 prohíbe la usura. Estuvieron sujetas las 
actividades productivas a un sistema permanente de ex. 
poliación, de usura y de confiscación. Hoy, no atender esto, 
significa seguir una línea que se viene trazando en el país 
intentando dividir!o en actividades eficientes e ineficien- 
tes. El problema se agrava si continuamos con esta línea, 
y lentamente todos los sectores productivos y los hombres 
que trabajan en este país, van a pasar al grupo de los 
ineficientes. 


Hoy se consideran ineficientes a aquellos que están 
endeudados y no han podido solucicnar sus problemas. Pe- 
ro también son ineficientes las empresas que la mala ad- 
ministración del Estado, ha llevado a la ruina. 


Por ejemp'o, un día se sigue un camino para rema- 
tarle el campo a un productor, y al día siguiente, se com- 
pleta ese camino cortándole el ferrocarril que transporta 
sus productos o que traslada a su fami'ia. Es la extensión 
del enorme desierto verde que hemos formado en un país 
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destinado por la naturaleza, a crear riqueza y a poder 
albergar, inclusive, una población mayor de la que tiene. 


Esta política de eficiencia e ineficiencia es la deter- 
minante del análisis caso por caso, de que la ley anterior 
haya sido para la banca y no para los deudores; la de- 
terminante de que hasta las mismas fuentes de trabajo 
estatales de nuestro país, se vean amenazadas por el cie- 
rre y por la inestabilidad; se habla de que nada es posi- 
b.e, de que todo es anticuado pero, en cambio, no apare- 
een las soluciones alternativas. 


Por último, quiero agregar un elemento que considero 
importante para levantar las observaciones que el Poder 
Etecutivo ha hecho a esta ley. 


Creemos que es de imperiosa necesidad igualar sacri- 
ficios entre el aparato bancario estatal y el resto de los 
bancos; seguir el sitema de análisis caso por caso signi. 
fica que seguirá perdonando exclusivamente al Estado y 
el aparato bancario estatal. Salir del caso por caso y dar 
generalidad al problema es asegurar que contribuya a su 
solución, todo un sistema bancario que se benefició con el 
problema del endeudamiento, que hizo millonarias ganan- 
cdas y que luego de la expoliación de los sectores produc- 
tivos no ha cesado en aparejar nuevas dificultades al país. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor le- 
vislador Rossi Pasina. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: decia- 
mos que el sistema de quitas establecido por este proyecto 
de ley vetado por el Poder Ejecutivo trata de uniformizar 
e' sistema a través de una norma legal. 


Ya se ha hablado en Sala, que de acuerdo con las 
distintas circulares existentes —ya sea del Banco de la 
República o del Banco Central— se regulan distintos sis- 
temas de quitas para diferentes deudores ya que es ne- 
cesario su consideración en particular. 


Lamentablemente, estas normas benefician en mayor 
proporción a los grandes deudores y no a los pequeños 
deudores. Es evidente que el número mayor de deudores 
responde al menor monto de 'a deuda. Entonces, nos pre- 
guntamos por qué de una vez por todas no solucionamos 
0 aliviamos la situación de estos pequeños deudores que 
son los pequeños y medianos empresarios, sobre todo en el 
sector rural. 


Estos pequeños productores son el eje de la agricul- 
tura nacional; son aquellos agricultores que se dedican a 
la granja, entendiendo como tales las actividades vitico- 
Jas, fruticolas u horticolas; que han querido ser progre- 
sistas y cayeron precisamente por una política económica 
en la cual creyeron y que luego cambió. 


Ese cambio se hizo en beneficio del sistema financie- 
ro pero no en beneficio de ellos, que eran quienes trata- 
ban de impulsar sus empresas y de ser eficientes, 


Finalmente, la ley establece un artículo especial que 
se refiere al sistema cooperativo y a las cooperativas agra- 
rias. El mismo trata de que se consideren en forma espe- 
cial aquellas cooperativas agrarias que están en una situa. 
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ción de endeudamiento y del mal no pueden salir. Por lo 
«auto, debe considerarse el motivo por el cual llegaron a 
esa situación. Pero, para ello, es necesario entender que 
tipo de sociedad es una ccoperativa. Las cooperativas agra- 
rias están formadas por productores rurales y, precisa- 
mente, lo que arrastra el endeudamiento de ellas son las 
deudas del productor que es socio de la misma. Ellas son 
ls que han sufrido las consecuencias y han mantenido al 
productor hasta el último momento, ya que cuando se 
perdió el crédito bancario y se perdió el crédito de ese 
otro comerciante vecina! - -que fue quien lo sostuvo hasta 
que pudo— fueron ellas las que »s,"uieron manteniendo la 
«ituación de: productor endeudado. Y ¿por qué lo sostuvo 
la cooperativa agraria? Lo hizo porque son los mismos 
productores sus directivos. ¿Cómo podría ser posib'e que 
un Cansejo Directivo integrado por productores tratara de 
der el mazazo final a su vecino, a su compañero pro- 
ductor? ¿Córro es que el Poder Ejecutivo no entiende cuá- 
les son Jas características de estas sociedades, las coope- 
rativas agrarias que tienen una 'egislación y un mecanis- 
mo esjeciales en nuestro pai y en todos los países del 
mundo? 


Por otra parte, el Poder Ejecutivo ha dicho —y dice— 
que se debe impulsar la creación de cooperativas agra- 
rias; que se debe inculcar e inducir a los productores en 
ese sentido y, también, que con ese fin tiene organismos 
especializados dentro de los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, y de Trabajo y Seguridad Social para 
que los productores puedan agruparse. Y ¿por qué, enton. 
ces, es que se les niega este tipo de refinanciación? ¿Por 
qué se les niega esta posibilidad de aliviar su situación 
económica para poder subsistir? Hay que tener en cuenta 
que, evidentemente, si desaparecen estas cooperativas agra- 
rias será muy difícil que se logre, posteriormente, que los 
productores rurales crean en el sistema cooperativo y 
apuntalen a los que ya existen o, a los que se puedan 
crear. 


SEÑOR SENATORE. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Senatore. 


SEÑOR SENATORE. — Señor Presidente: no vamos 4 
agregar mucho más a lo ya expresado por el señor legis- 
lador García Costa, en la excelente exposición que ya he- 
mos escuchado. A través de ella, se demuestra que esta 
ley tiene méritos suficientes como para que se levanten 
los vetos del Poder Ejecutivo. 


No obstante coincidir en los puntos expuestos con 
tanta brillantez por el señor legislador García Costa te- 
nemos necesidad de hacer unas reflexiones aun sabiendo 
que nada va a cambiar y que ningún razonamiento mo- 
dificará la posición de los legisladores del Partido de Go- 
bierno. 


(Murmulios) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se solicita a los señores le- 
gisladores que hagan silencio ya que es imposible escu- 
char la exposición que se está realizando. 
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Puede continuar el señor legislador. 


SEÑOR SENATORE. — Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 


Quiero señalar que el Frente Amplio, en nombre del 
cual hablo, no apoyó la Ley N* 15.786 por entender que 
no era apta para dar solución al problema del endeuda- 
miento interno. ¿Por qué? Porque pensábamos que su 
propia estructura y las soluciones que instrumentaba no 
eran las adecuadas para permitir que pudieran ampararse 
a ellas un gran número de deudores. Los hechos están de- 
mostrando la verdad y el acierto de aquella apreciación. 
Concordantemente, si no votamos la ley tampoco hicimos 
ningún acuerdo con el Poder Ejecutivo. El Poder Ejecutivo 
ha destacado aquí como elemento de mérito, el acuerdo 
realizado con el Partido Nacional en el sentido de no mo- 
dificar la ley ya que ella debía ser definitiva. Considero 
que en este hecho hay dos errores. En primer lugar, ha- 
blar de convenios. Pero, lo que realmente está mal es 
pretender mantener incólume la ley convenida cuando es- 
tá demostrado por los hechos que no aparejó el resultado 
esperado: la solución del endeudamiento interno. 


Aunque sabemos que no hay votos en Sala para poder 
levantar las observaciones, ¿no es cierto, acaso que hemos 
escuchado a los representantes del Banco de la República 
explicando la forma en que actuaban para contemplar los 
diferentes casos ya que la ley aplicada fríamente no los 
solucionaba? 


Por estos antecedentes y los obtenidos por vía de los 
deudores imposibilitados de pagar sus deudas con la Ley 
N9 15.786, es que los legisladores que no apoyamos esta 
ley entendimos que era necesario dictar otra que contem- 
plara a los pequeños y medianos productores, a los peque. 
ños y medianos comerciantes, industriales o integrantes 
del sector de servicios. Sabido es que los integrantes de 
estos sectores no se han podido acoger a esta ley. Por ello 
es que estas personas han tenido que abandonar —o están 
a punto de hacerlo— sus explotaciones, comercios, etcéte- 
ra, en definitiva, el lugar donde están trabajando para 
lograr su sustento y el de su familia. Pensamos que éste 
es un hecho totalmente inconveniente para el país, cuan- 
do tanto se habla de la despoblacion de la campaña. Con 
esta ley, precisamente, se busca revertir esa tendencia per- 
judicial para el país. 


El costo que puede llegar a significar para el Estado 
es mucho menor que el de salvar a un banco y, se salva- 
rían a miles de modestos trabajadores, sean pequeños pro- 
ductores, comerciantes, etcétera. Tal vez se esté pensando 
en reemplazar a estos productores que están arraigados a 
la tierra, valorando la perspectiva que surge de la infor- 
mación proporcionada por la Dirección de Inmigración, 
según Ja cual parece vendrían seiscientas familias corea- 
nas. No creo que ello se logre ya que esos inmigrantes, se- 
guramente, no serán como los italianos y españoles que 
llegaron en épocas anteriores a nuestro país para afincarse 
en la tierra y contribuir a construir la Nación. Reitero, 
que la tierra seguirá despoblándose por el hecho de negar 
ayuda a los pequeños y medianos productores que están 
en absoluta imposibilidad de pagar y continuar produ- 
ciendo, 


Si el Parlamento adoptara la resolución de levantar 
los vetos le haría a] país un gran beneficio. 
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A. pesar de que se sostenga que la situación particular 
de los deudores está siendo contemplada por el Banco 
Central o el Banco de la República, éstas son instituciones 
que evidentemente son reguladas por el Poder Ejecutivo. 
Todo quedaría entonces dentro de la misma esfera. Y nos 
preguntamos, ¿por qué no en la órbita de la ley? 


La ley debe intervenir y estructurar beneficios que 
equilibren la situación de estos pequeños y medianos pro- 
ductores. El Poder Ejecutivo objeta este tratamiento lgua- 
lítario por razones de conveniencia, invocando un acuerdo 
que a nosotros no nos comprende, En definitiva, los vetos 
(ue estamos considerando, e'iminan al Parlamento como 
poder para intervenir en estos problemas que afectan se- 
riamente al país. 


Cuando el Poder Ejecutivo invoca acuerdos para ve- 
tar leyes, quienes estamos representando aquí al Frente 
Amplio no podemos olvidar que ese Poder Ejecutivo no ha 
tenido en cuenta muchos otros acuerdos realizados poco 
antes de comenzar su período de gobierno. Como es mo- 
torio me refiero a los acuerdos de la CONAPRO, los cuales 
fueron olvidados totalmente por el mismo Poder Ejecutivo 
que ahora se aferra a acuerdos más limitados para vetar 
una ley. Nadie podía imaginar que a través de una Ley de 
Refinanciación se pudieran resolver empíricamente todos 
los casos de endeudamiento que pudieran haberse creado. 
Era dable esperar que fuera necesario dictar otra que 
contemplara más específicamente la situación de quienes 
no estuvieren en condiciones de ampararse a la ley ge- 
neral. ; 


Seguramente, no hay ninguna razón que pueda cam- 
biar la votación, que todos sabemos cuál va a ser. Se van 
a mantener los vetos del Poder Ejecutivo y esta ley que- 
dará integrada con el artículo 10, que el Poder Ejecutivo 
no observa porque propicia la solución, de que los beneti. 
cios obtenidos por los deudores, van a tener que ser res- 
petados por todos los acreedores, en caso de que esos 
beneficios alcancen a los tres cuartos de su pasivo total 
En este punto, cabe destacar que la solución va a afectar 
también el patrimonio particular de las personas o insti- 
tuciones. 


A! mismo tiempo, se olvida que también la Ley núme. 
ro 15.786 contenía soluciones similares a los de la ley que 
hoy está a consideración de la Asamblea General a los 
efectos del levantamiento de los vetos interpuestos por el 
Poder Ejecutivo. 


Creo que el Parlamento haría bien en levantar los 
vetos y voy a explicar la razón. Lo he señalado en el 
Cuerpo que integro y lo haré en la Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo se ha acostumbrado en e] transcut- 
so de esta Legislatura a contar eon disposiciones muy alí. 
plias que dejan en sus manos una serie de potestades que 
son específicas de la ley y que-el legislador debería cuidar 
celosamente, a los efectos de evitar resignar facultades que 
le son propias en favor de un Poder Ejecutivo ávido de 
poder. $3 


Bastaría recordar, a modo de ejemplo, lo que es la 
Ley de Zonas Francas aprobada últimamente por el Parla. 
mento, en la cual podría haberse establecido en un solo 
artículo: “Créanse zonas francas públicas o privadas en 
cualquier lugar del país, y encomiéndase al Poder Ejecu- 
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tivo, al reglamento, la distribución, fijación de áreas y 
establecer los beneficios que se otorguen a sus usuarios”. 


De esta forma, dejo expuesta la posición del Frente 
Amplio en relación con esta ley que votamos, no como 
una pura expresión de oposición, sino con la conciencia 
de estar resolviendo problemas que la Ley N* 15.786 no 
soluciona y que son vitales para muchos de los pequeños 
y medianos productores, industriales, comerciantes y de 
servicios. De lo contrario, mediante la Ley N? 15.786 su 
situación no tendrá solución, por lo que seguramente irán 
a engrosar los cinturones de miseria que van cercando a 
Montevideo, debido a que no podrán mantener sus esta- 
blecimientos agropecuarios, industrias, comercios o empre- 
sas de servicios. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Rossi Pasina. 


SEÑOR ROSSI PASINA. — Señor Presidente: en nom. 
bre de la Unión Cívica votamos por e! levantamiento de 
Jos vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo al proyecto 
de ley que establece un régimen de facilidades para deu- 
dores comerciales, industriales y agropecuarios, compren- 
didos en la Ley N* 15.786, del 4 de diciembre de 1985. 


Por lo ya expresado y por lo sucedido con el endeu- 
damiento interno, que no fue un simple accidente indivi. 
dual o sectoria', sino que fue un colapso general del pais, 
un resquebrajamiento de la economia nacional, donde 
quienes más sufrieron fueron los que apostaron a la in- 
versión productiva, los que se endeudaron para producir 
más, o sea, los que se fundieron trabajando, entendemos 
que los artículos vetados brindan una solución amplia, ob- 
jetiva y de profundo contenido social. Pero para el Poder 
Ejecutivo, parecería que lo importante es cuantificar las 
metas económicas y que no tiene relevancia la cuantifi- 
cación de las metas sociales 


Entendemos que es necesario un cambio importante 
de la política económica del Gobierno a los efectos de sa. 
car rápidamente esta carga y limpiar de este peso el mer- 
cado financiero. La realidad de los empresarios endeuda- 
dos, sobre todo los pequeños y medianos, ya sean indus- 
triales, rurales, comerciantes o de servicios, exige encon. 
trar una solución definitiva a este problema, una salida 
a lo que está trancando el desarrollo del país. 


He terminado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Señores legisladores: no hay 
más oradores inscriptos. 


SEÑOR VARELA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR VARELA. — Solicito que el inciso primero del 
artículo segundo se vote aparte, separado del resto. Este 
artículo proporciona quitas progresionales a aquellos pro- 
ductores menores de cincuenta hectáreas que son, funda- 
mentalmente, los que viven en el departamento de Ca. 
nelones. 


Confío en que los señores representantes y senadores 
gue representan a! Partido Colorado por el departamento 
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de Canelones puedan levantar este veto que, dicho con el 
mayor de los respetos, saben que afecta a gran parte de 
esos productores. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BRAUSE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra e! señor 
legislador. 


SEÑOR BRAUSE. — Señor Presidente: deseo hacer al- 
gunas apreciaciones respecto del proyecto de ley que está 
a consideración de la Asamblea General a raiz de las 
observaciones que el Poder Ejecutivo le formulara al mis- 
mo. 


Quiero hacer estas puntualizaciones en nombre de la 
bancada del Partido Colorado por cuanto ella es solidaria 
con el criterio sustentado por el Poder Ejecutivo, como lo 
ha hecho en todas las oportunidades hasta el presente, no 
porque sus legisladores sean consecuentes con la tesis sos- 
tenida por el Poder Ejecutivo simo, simplemente, porque 
somos solidarios con el programa y la acción del Partido 
Colorado y con sus representantes, tanto sea en el Poder 
Ejecutivo como en el Legislativo. 


En esta Asamblea General, el Partido Colorado habrá 
de apoyar con su voto el mantenimiento de las observa- 
ciones formuladas por el Poder Ejecutivo al proyecto de 
ley que establece un régimen especial de facilidades para 
deudores industriales, comerciales o agropecuarios com- 
prendidos en la Ley N? 15.786, de 4 de diciembre de 1985. 


Esta norma, que fuera sancionada en ese entonces, 
contó, como decíamos al tiempo de hacer uso de una in- 
terrupción, con un consenso político y social —es bueno 
destacarlo, en la discusión de este proyecto de ley que 
está siendo sometido a consideración del Cuerpo-— que se 
está vulnerando. En la Ley N* 15.786 ya se establecía, 
por otra parte, la válvula por medio de la cual en su ar- 
tículo 10 las partes, de común acuerdo, podían establecer 
soluciones que mejoraran las generosas disposiciones que 
ya estipulaba la norma legal. 


De manera que, en ese sentido, tenemos el convenci- 
miento de que no era necesario, por la vía de la modifica- 
ción legal, fijar un estatuto distinto al que ya establecía 
la propia Ley N* 15.786. 


Debo aquí poner énfasis en un planteo que, a nues- 
tro juicio, es absolutamente esencial para poder interpre- 
tar el valor de la ley —«que en su momento se sancionó 
en 1985— y la variante sustancial que hoy en día se ha 
planteado en el esquema económico y social como para 
poder justificar un replanteo de aquella situación. 


Por aquel entonces se vivía una situación extraordi- 
naria, derivada de una responsabilidad que había nacido 
del propio Estado. No debemos olvidar que en 1982, en 
plena época del Gobierno de facto, por una decisión vo- 
luntaria del Gobierno de la época, se habían quebranta.- 
do las reglas de juego, esto es, se había roto el régimen 
de fijación preestablecido de cambios, a cuyo respecto el 
Gobierno de entonces había asegurado a los comerciantes, 
industriales y productores agropecuarios que se sujetaran 
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por cuanto no habría de variar. Desde el momento en 
que varió ocasionó perjuicios de tal naturaleza al sistema 
económico y social del país, que derivó en una situación 
de sobreendeudamiento extraordinario, que únicamente ha- 
bría de resolverse por la vía de una solución excepcionsl. 


No hay que olvidar que por entonces hubo quien”s 
sostuvieron que no eran necesarias soluciones extraordin - 
rias, que había que permitir que las partes resolvieran el 
problema del incumplimiento de obligaciones y que aquel 
acreedor que en definitiva se encontrara con que no po- 
día cobrar su deuda recurriera al Poder Judicial para que 
ejecutara a su deudor y, por lo tanto, que resolviera el 
problema de acuerdo a la normativa vigente. 


Hubo también quienes sostuvieron la posición de que 
había que alcanzar, para resolver el problema extraordi- 
nario que sufría el país, soluciones excepcionales. 


El Poder Ejecutivo, en 1985, se afilió a esta segunda 
tesis al igual que los legisladores de distintas bancadas en 
este Parlamento. Por lo tanto, existió un consenso para 
encontrar solución al problema excepcional que vivía el 
país. 


A esta altura, señor Presidente, casi tres años después 
de la sanción de aquella norma legal, parecería que no es 
conveniente, si no existe el mismo consenso entre las par- 
tes que en aquel momento hicieron posible la sanción de 
la ley, que se modificara la misma por la voluntad de 
distintas partes a las que intervinieron en aquel entonces. 


No cabe ninguna duda, señor Presidente, de que exis- 
tían y existen razones de mérito y razones jurídicas para 
avalar la tesis que venimos sosteniendo. 


En primer lugar, decimos que existen razones de mé- 
rito porque es absolutamente imprescindible, dentro de 
una organización social, que las personas conozcan cuáles 
son las reglas del juego para realizar sus negocios. Y esas 
reglas de juego, señor Presidente, deben ser lo más se- 
guras, lo más fijas posible, para que las personas tengan 
confianza en el sistema. No parece serio que las estemos 
modificando contínuamente porque, entonces, naturalmen- 
te, las personas perderían la confianza y, por consiguiente, 
el Estado de Derecho perdería ese pilar fundamental que 
es la certeza jurídica en las relaciones entre las personas. 


Además, como decía, existen razones jurídicas y es 
esencial que al haberse superado las extraordinarias, que 
motivadas por aquel sobreendeudamiento dieron lugar a 
la solución excepcional de la Ley N* 15.786, pasemos a 
respetar los principios jurídicos que llevan a que el con- 
trato es la ley entre las partes y no es conveniente —mu- 
cho más allá, es inconveniente e ilegítimo— que nosotros 
estemos interviniendo, modificando la contratación entre 
las partes por medio de la sanción de una norma legal. 


Quienes apoyamos la Ley N? 15.786, que se transforma- 
ra en norma vigente en diciembre de 1985, ya dijimos por 
entonces que se trataba de una norma excepcional que 
procuraba brindar una defensa mínima a los deudores e, 
inclusive, que a través del artículo 12 de esa ley se per- 
mitía que las partes, de común acuerdo, pudieran seguir 
regulando sus relaciones. De ahí que se incluyera en la 
norma legal el artículo 12 que permitiría establecer con: 


ASAMBLEA GENERAL 


10 y 11 de Febrero de 1988 


diciones más favorables para los deudores, lo que desde 
nuestro punto de vista era hasta sobreabundante por cuan- 
to surgía implícitamente de los principios generales. Tan 
útil y beneficiosa fue la incorporación de esta norma —no 
cabe ninguna duda— que en su aplicabilidad, en la prác- 
tica, el Banco de la República, principal administrador de? 
patrimonio bancario estatal, ha procurado en todo este 
tiempo lograr acuerdos con sus deudores, acuerdos bilate- 
rales con cada uno de ellos, a fin de mejorar la situación 
crediticia de los mismos frente a esa institución del Es- 
tado. 


Se ha sostenido públicamente, y también dentro de 
esta Sala, que si el Banco de la República puede conceder 
mejores beneficios de los que establece la ley, no existe 
ninguna justificación para impedir que ellos sean dados 
por esa vía. Sin embargo, entiendo que existe una dife- 
rencia de concepto que es esencial desde el punto de vis- 
ta jurídico, y ella radica en que en primer lugar no es 
conveniente que el Poder Legislativo, por la vía de la 
ley, intervenga modificando la voluntad de las partes, co- 
mo también considero que para nada se enervan los come- 
tidos ni las facultades del mencionado Poder si permite 
que el Banco de la República, como parte de la relación 
crediticia, sea el que procure acuerdos que benefician al 
deudor, más allá de las ventajas que establece la ley. Y 
ello no sólo porque desde el punto de vista jurídico no 
existe ningún inconveniente para que las partes acuerden 
modificaciones a los contratos pactados entre ellas, sino 
porque, además, por razones de especialidad, es obvio que 
el Banco de la República, como institución crediticia, está 
en condiciones mucho mejores de conocer la casuística y, 
por lo tanto, de poder llegar a otorgar las facilidades que 
sean más convenientes a cada deudor. 


Por lo tanto, desde el punto de. vista práctico, no es 
acertado sostener que la generalidad, que por su propia 
naturaleza tiene la norma legal —que es extensiva a to- 
dos-— sea mejor que la política que lleva a cabo el Banco 
de la República estableciendo beneficios más favorables 
para los deudores —de manera individual o agrupándolos 
de acuerdo con determinadas categorías— que los que fi- 
ja la norma legal. 


Insisto en lo que considero que es el concepto político 
esencial, que a mi juicio fue lo que llevó a la existencia 
de aquel consenso en 1985, en el cual se logró el acuerdo 
de no modificar la fórmula legal a la que se arribara. 
Entiendo que hoy en día no es justificable vulnerar aquel 
consenso sin tomar en cuenta una de las partes que fue 
vital o trascendente en su formulación: el Partido Colo- 
rado. Por lo tanto, más allá de que existiera un compro- 
miso o no, lo que sí es absolutamente injustificable hoy 
en día, es procurar modificar la fórmula legal a que se 
llegó en 1985 sin que en esa modificación participe uno de 
los soportes fundamentales de la solución legal, o sea, el 
acuerdo con el Partido Colorado. 


Por consiguiente, al margen de las razones jurídicas 
que se puedan esgrimir en favor de una tesis sobre la: 
constitucionalidad o no de la norma, entiendo que desde 
el punto de vista político no existe fundamento para mou: 
dificar la Ley N* 15.786 que regulara el endeudamiento 
ínterno del país y por ende ésta es la razón política sus- 
tancial por la cual el Partido Colorado se opone a este 
proyecto y va a apoyar el mantenimiento de las obser- 
vaciones formuladas por el Poder Ejecutivo, 
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Algún señor legislador que criticaba las observaciones 
formuladas por el Poder Ejecutivo, afirmaba que la rela- 
tiva al artículo 9% del proyecto de ley, que establece con- 
diciones excepcionales y ampliamente ventajosas a favor 
de las cooperativas agropecuarias, implicaba cometer una 
enorme injusticia respecto de esa categoría específica de 
deudores. Sostenemos el criterio del Poder Ejecutivo y lo 
hacemos convencidos, señor Presidente, por cuanto enten- 
demos que establecer una excepción legal sobre la base 
de la distinción de un sujeto jurídico, o determinar cate - 
gorías de sujetos jurídicos discriminando uno del otro, in- 
dudablemente vulnera el principio de igualdad que se 
desprende del artículo 8% de la Constitución de la Repú- 
blica. Ello fue claramente establecido por el Poder Eje- 
cutivo en sus observaciones. 


También queremos decir algunas palabras respecto 
de la norma contenida en el artículo 10 del proyecto de 
ley que el Poder Ejecutivo se encarga especialmente de 
no observar, por cuanto en dicha norma se establece el 
régimen o se reconoce para el sistema de refinanciación 
de deudas un principio similar al que ya desde hace mu- 
chísimos años -——más de un centenar, si se quiere— se ad- 
mite para el concurso civil o comercial, esto es, que una 
mayoría determinada de acreedores que se ponga de 
acuerdo con el deudor —en el caso, un 75%-— pueda ha- 
cer obligatoria esa decisión al restante 25% que no es- 
tuviera de acuerdo. 


Participamos del criterio del Poder Ejecutivo en cuan- 
to a que es una solución adecuada. Más allá de que hu- 
biera sido propuesta en otros proyectos de ley que en su 
momento contaron con una posición contraria de parte de 
un integrante del Poder Ejecutivo, es bueno señalar que 
es una disposición ventajosa, que inclusive requiere una 
mayoria simple y no una compleja como sucede en el 
concurso civil y comercial. Por ello, si es que el Poder 
Ejecutivo ha cambiado de opinión, lo ha hecho en un sen: 
tido favorable y sano. Bienvenido que al respecto se haya 
podido cambiar de opinión. 


Por último, quiero reafirmar que con esa conducta 
política todo el Partido Colorado, tanto los legisladores 
integrantes de este Cuerpo legislativo como los miembros 
del Poder Ejecutivo, manifiestan y reiteran su inaltera- 
ble fidelidad al compromiso contraído ante la opinión pú- 
blica, que ha sido, es y continuará siendo el de no alte- 
rar las condiciones de la Ley N* 15.786, sancionada el 4 
de diciembre de 1985, sobre refinanciación del endeuda- 
miento interno. 


El Partido Colorado no lo hará, persuadido de que 
no alterando las condiciones de aquella Ley de Refinan- 
ciación del Endeudamiento Interno hoy vigente, contribui- 
rá, de la mejor forma, a la paz social. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, correspondería tomar la votación nominal acer- 
ca de las observaciones formuladas por el Poder Ejecu- 
tivo a este proyecto de ley. 


SEÑOR VARELA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR VARELA. — Oportunamente solicité, seño: 
Presidente, que se votara en forma separada el inciso pri- 
mero del artículo 22. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa desea poner a 
consideración de la Asamblea si se procede de la manera 
solicitada, porque confiesa que, aunque en alguna oportu- 
nidad se ha actuado de esa forma con motivo del trata- 
miento de una ley presupuestal que comprendía materias 
notoriamente distintas, tiene sus dudas de que éste sea 
el procedimiento reglamentario correcto. 


La Constitución establece en su artículo 139 lo si- 
guiente: “Si las observaciones del Poder Ejecutivo se re- 
firiesen a una parte del proyecto, la Asamblea, por ma- 
yoría absoluta de presentes, podrá ratificarlo ajustándose 
a aquéllas”. Y en el artículo 140 se expresa: “Si las Cá- 
maras reunidas desaprobaran el proyecto devuelto por el 
Poder Ejecutivo, quedará sin efecto por entonces, y no po- 
drá ser presentado de nuevo hasta la siguiente Legisla- 
tura”. Por otra parte, el artículo 67 del Reglamento de 
la Asamblea General dice que en la reconsideración de 
un proyecto de ley devuelto por el Poder Ejecutivo, con 
objeciones que afecten el todo del mismo, o su parte esen- 
cial, la discusión versará siempre sobre el proyecto en 
conjunto, y si no obtuviese, tal y cual fue sancionado por 
la Asamblea, determinado porcentaje de votos, quedará 
suprimido por entonces, etcétera. Pero si en tal forma ob- 
tuviera a su favor aquel número de sufragios, se tendrá 
por sancionado, etcétera, dando la sensación de que el 
proyecto es una unidad y que hay una única votación. 


Naturalmente, la Asamblea General es dueña de sus 
decisiones y, por tanto, la Mesa se limita a poner a vo- 
tación la moción formulada por el señor legislador Va- 
rela en el sentido de que se vote separadamente el inci- 
so primero del artículo 22. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-—66 en 120. Afirmativa. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tíene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — La propuesta formulada 
por el señor legislador hace referencia al inciso primero, 
y numeral 1) del artículo 22. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Efectivamente es así, se- 
ñor legislador. 


SEÑOR GARCIA COSTA — Lo señalábamos porque 
interesa precisar el alcance. De ser menor y si la yota- 
ción fuera distinta a la del resto del proyecto de ley, 
sería una norma decapitada y quedaría colgada. 


SEÑOR MORELLI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR MORELLI. — Señor Presidente: en la última 
sesión de la Asamblea General formulé un planteamien- 
to acerca del procedimiento de votación. En aquella opor- 
tunidad la Mesa expresó que iba a estudiar el alcance de 
mis palabras. Quisiera saber en este momento si ha lle- 
gado a alguna decisión o si es preferible dejar este tema 
para una próxima Asamblea General. 

SEÑOR PRESIDENTE. --— La Mesa se ha asesorado con 
respecto a los antecedentes y puede indicar que siempre 
se ha votado en forma separada; es decir, por un lado los 
señores senadores y, por otro, los señores representantes, 
por cuanto los señores Secretarios de cada una de las 
Cámaras son quienes proceden a tomar la votación. 


Quizás se pueda llegar a un entendimiento y realizar 
las votaciones en forma alternada. 


Prócedase a tomar la votación nominal de las obser- 
vaciones referidas a todo e! proyecto de ley con excep- 
ción del inciso primero y numeral 1) del artículo 22. 

(Se toma en el siguiente orden: ) 

SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. — Afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. — Afirmativa. 

SEÑORA BOMIO DE BRUN. — Negativa. 

SEÑOR CAPECHE (Dn. Eugenio). — Negativa, 

SEÑOR CERSOSIMO. — Negativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. — Negativa. 

SEÑOR FA ROBAINA. — Negativa. 

SEÑOR FERREIRA. — Afirmativa. 

SEÑOR FLORES SILVA. — Negativa. 

SEÑOR FORTEZA. — Negativa. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Afirmativa. 

SEÑOR JUDE. — Negativa. 

SEÑOR LACALLE HERRERA. — Alfirmativa. 

SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Afirmativa. 

SEÑOR MEDEROS. — Afirmativa. 

SEÑOR OLAZABAL. — Afirmativa. 

SEÑOR ORTIZ. — Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA (Dn. Carlos Julio). -— Afirmativa. 

SEÑOR POSADAS. — Afirmativa, 

SEÑOR POZZOLO. — Negativa. 

SEÑOR RICALDONI. — Negativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Afirmativa. 


SEÑOR SENATORE. — Afirmativa. 

SEÑOR SINGER, — Negativa. 

SEÑOR TERRA GALLINAL. — Negativa. 
SEÑOR TOURNE. — Afirmativa. 

SEÑOR TRAVERSONI. — Negativa. 

SEÑOR ZUMARAN. — Afirmativa. 

SEÑOR XAVIER. — Afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Negativa. 

SEÑOR AGUIRRE CORTE. -— Afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ. — Afirmativa. 

SEÑOR AMARO. — Negativa. 

SEÑOR AMEN PISANI. — Negativa. 

SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. — Afirmativa. 
SEÑOR ARREDONDO. — Negativa. 

SEÑOR ASIAIN. — Negativa. 

SEÑOR BARON. — Afirmativa. 

SEÑOR BARRIOS ANZA. — Afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Negativa. 
SEÑOR BERTACCHI. — Afirmativa. 

SEÑOR BONILLA. — Afirmativa. 

SEÑOR BOUZA. — Negativa. 

SEÑOR BRAUSE. — Negativa. 

SEÑOR BRUM. — Negativa. 

SEÑOR CANTON., — Negativa. 

SEÑOR CAPECHE (Dn. Cayetano). — Negativa. 
SEÑOR CAPUTI. — Afirmativa. 

SEÑOR CARAMBULA. — Afirmativa. 
SEÑOR CASSINA, — Afirmativa. 

SEÑOR CATALDI. — Negativa. 

SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Negativa. 


SEÑOR CIGANDA. — Afirmativa. 


SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. — Negativa. 


SEÑOR CORTAZZO. — Negativa. 


SEÑOR DA ROSA VIÑOLES. — Negativa, 
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SEÑOR DAVEREDE. — Alfirmativa. 

SEÑOR DIAZ (Dn. José). — Afirmativa. 
SEÑOR FAU. — Afirmativa. 

SEÑOR FRANCOLINO. — Afirmativa. 
SEÑOR FRESIA. — Afirmativa. 

SEÑOR FREY GIL. — Afirmativa. 

SEÑOR FUENTES. — Afirmativa. 

SEÑOR GARAT. — Afirmativa. 

SEÑOR GARCIA (Dn. Alem). — Afirmativa. 
SEÑOR GARCIA RIJO. — Negativa. 

SEÑOR GESTIDO. — Negativa. 

SEÑOR GONI CASTELAO. — Afirmativa. 
SEÑOR GRANUCCI. — Negativa. 

SEÑOR GUADALUPE. — Afirmativa. 

SEÑOR GUERRERO. — Negativa. 

SEÑOR HEBER. — Afirmativa. 

SEÑOR IRAZOQUI. — Afirmativa. 

SEÑOR ISI. — Negativa. 

SEÑOR ITUÑO. — Afirmativa. 

SEÑOR JAURENA. — Afirmativa. 

SEÑOR LAMAS. — Negativa. 

SEÑOR LAUSAROT. — Negativa. 

SEÑOR LESCANO. — Afirmativa. 

SEÑOR LOMBARDO. — Negativa. 

SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Afirmativa. 
SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Afirmativa. 
SEÑOR MACHIÑENA. — Afirmativa. 

SEÑOR MAGURNO. — Negativa. 

SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Afirmativa. 
SEÑOR MARTINEZ (Dn. Luis José). — Afirmativa. 
SEÑOR. MARTINEZ (Dn. Orosmán). — Afirmativa. 
SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Afirmativa. 
SEÑOR MILLOR. — Negativa. 


SEÑOR MORELLI. — Afirmativa. 
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SEÑOR MUNIZ. — Afirmativa. 

SEÑOR NEGRO. — Afirmativa. 

SEÑOR OXACELHAY, — Afirmativa. 
SEÑOR PASQUET IRIBARNE. — Negativa, 
SEÑOR PEREIRA PABEN. — Negativa. 
SEÑOR PEREZ ALVAREZ. — Afirmativa, 
SEÑOR PINTOS PEREIRA. — Negativa. 
SEÑOR PITTALUGA. — Afirmativa. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Afirmativa. 


SEÑOR PRIETO. — Afirmativa. 


SEÑOR REQUITERENA VOGT. — Afirmativa. 
SEÑOR RIJO. — Negativa. 

SEÑOR RIOS. — Afirmativa. 

SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Afirmativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ (Dn. Yamandú). — Negativa. 
SEÑOR ROCHA IMAZ. — Afirmativa. 

SEÑOR ROSALES MOYANO. — Afirmativa. 
SEÑOR ROSSI PASINA. — Afirmativa, 
SEÑOR SANTORO. — Afirmativa. 

SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Afirmativa. 
SEÑOR SOTO. — Negativa. 

SEÑOR STIRLING. — Negativa. 

SEÑOR STURLA. — Afirmativa. 

SEÑOR TORIANI. — Afirmativa. 

SEÑOR VAILLANT. — Negativa. 

SEÑOR VARELA. — Afirmativa. 

SEÑOR VIERA. — Negativa. 

SEÑOR VINCI. — Negativa. 

SEÑOR ZEBALLOS. — Afirmativa, 

SEÑOR ZUNINI. — Afirmativa. 

SEÑOR BENTACUR. — Negativa. 

SEÑOR DIAZ BURCI. — Negativa. 

SEÑOR GAJIONE. — Negativa. 


SEÑOR NION. — Negativa. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta del resultado SEÑOR CORTAZZO. — Negativa. 
de la votación. 
SEÑOR DA ROSA VIÑOLES. — Negativa. 
SEÑOR SECRETARIO (Dn. Mario Farachio). — Han 
sufrage do 124 señores legisladores; 71 lo han hecho por 14 SEÑOR DAVEREDE, — Afirmativa. 
afirmativa y 53 por la negatíva. 
SEÑOR DIAZ (Dn. José). — Afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE. — No se han logrado los 3/5 


de votos necesarios para levantar las observaciones inter- SEÑOR FAU, — Afirmativa. 
puestas por el Poder Ejecutivo al proyecto de ley por el 
que se establece un régimen de facilidades para deudores SEÑOR FRANCOLINO. — Afirmativa. 
comerciales, industriales y agropecuarios, con excepción 
del encabezamiento y numeral 1) del artículo 20. SEÑOR FRESIA. — Ajirmativa. 
Se va a proceder a tomar la votación nominal del SEÑOR FREY GIL. — Afirmativa. 


encabezamiento y numeral 1) del artículo 22. 

SEÑOR FUENTES. — Afirmativa. 
(Se toma en el siguiente orden: ) 

£EÑOR GARAT. — Afirmativa. 
SEÑOR AGUIRRE CORTE. — Afirmativa. 

SEÑOR GARCIA (Dn. Alem). --- Afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ. — Afirmativa, 

SEÑOR GARCIA RIJO. — Negativa. 
SEÑOR AMARO. — Negativa. 

SEÑOR GESTIDO. — Negativa. 
SEÑOR AMEN PISANI. — Negativa. 

SEÑOR GOÑI CASTELAO. — Afirmativa. 
SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. — Afirmatlva. 

SEÑOR GRANUCCI. — Negativa. 
SEÑOR ARREDONDO. — Negativa. 

SEÑOR GUADALUPE. — Afirmativa. 
SEÑOR. ASIAIN. — Negativa. 

SEÑOR GUERRERO. — Negativa. 
SEÑOR BARON. — Afirmativa. 

SEÑOR HEBER. — Afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS ANZA. — Afirmativa. 

SEÑOR IRAZOQUI. — Afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Negativa. 

SEÑOR ISI. — Negativa. 


SEÑOR BERTACCHI. — Afirmativa. 
SEÑOR ITUÑO. — Afirmativa. 


SENSOR BONILLA. — Afirmativa. 
SEÑOR JAURENA. — Afirmativa, 


Ñ BOUZA. — Negativa. 
SEÑOR 8 SEÑOR LAMAS. — Negativa. 


NOR BRAUSE. — Negativa. 
des SEÑOR LAUSAROT. — Negativa. 


. — Negativa. 
RENORsBRO» nen SEÑOR LESCANO. — Afirmativa. 


'ANTON. — Negativa. 
ANOS e J SEÑOR LOMBARDO. — Negativa. 


a tano). — Negativa, 
SENOR: CAPECEN: UDi>Payelano) > SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Afirmativa, 


— j a. 
BENOR-CABUEL ++ AMDady SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Afirmativa, 


SEÑOR CARAMBULA. — Afirmativa, SEÑOR MACHINENA. — Afirmativa. 


SEÑOR CASSINA. — Afirmativa. SEÑOR MAGURNO. — Negativa. 


SEÑOR CATALDI. — Negativa. SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Afirmativa, 
SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Negativa. SEÑOR MARTINEZ (Dn. Luís José). — Afirmativa. 
SEÑOR CIGANDA. — Afirmativa. SEÑOR MARTINEZ (Dn. Orosmán). — Afirmativa, 


SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. — Negativa. SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Afirmativa. 
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SEÑOR MILLOR. — Negativa. 

SEÑOR MORELLI. — Afirmativa, 

SEÑOR MUNIZ. — Afirmativa. 

SEÑOR NEGRO. — Afirmativa. 

SEÑOR OXACELHAY. — Alfirmativa. 

SEÑOR PASQUET IRIBARNE. — Negativa. 
SEÑOR PEREIRA PABEN. — Negativa. 
SEÑOR PEREZ ALVAREZ. — Afirmativa. 
SEÑOR PINTOS PEREIRA. — Negativa. 
SEÑOR PITTALUGA. — Afirmativa. 

SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Afirmativa. 
SEÑOR PRIETO. — Afirmativa, 

SEÑOR REQUITERENA VOGT. — Afirmativa. 
SEÑOR RIJO. — Negativa, 


SEÑOR RIOS. — Afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ (Dn. Yamandú). — Negativa. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — Afirmativa, 
SEÑOR ROSALES MOYANO. — Afirmativa. 
SEÑOR ROSSI PASINA. — Afirmativa. 
SEÑOR SANTORO. — Afirmativa. 

SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Afirmativa. 
SEÑOR SOTO. — Negativa. 

SEÑOR STIRLING. — Negativa. 

SEÑOR STURLA. — Afirmativa. 

SEÑOR TORIANI. — Afirmativa. 

SEÑOR VAILLANT. — Negativa. 

SEÑOR VARELA. — Afirmativa. 

SEÑOR VIERA. — Negativa. 

SEÑOR VINCI. — Negativa. 

SEÑOR ZEBALLOS. — Afirmativa, 

SEÑOR ZUNINI. — Afirmativa. 

SEÑOR BENTANCUR. — Negativa. 


SEÑOR DIAZ BURCI. — Negativa. 
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SEÑOR GAIONE. — Negativa. 

SEÑOR NION. — Negativa. 

SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. — Afirmativa, 
SEÑOR BATALLA. — Afirmativa, 

SEÑORA BOMIO DE BRUN. — Negativa. 
SEÑOR CAPECHE (Dn. Eugenio). — Negativa, 
FEÑOR CERSOSIMO. — Negativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. — Negativa. 

SEÑOR FA ROBAINA. — Negativa. 

SEÑOR FERREIRA. — Afirmativa. 

SEÑOR. FLORES SILVA. — Negativa. 
SEÑOR FORTEZA. — Negativa. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Afrimativa. 
SEÑOR JUDE. — Negativa. 

SEÑOR LACALLE HERRERA. — Afirmativa. 
SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Afirmativa. 
SEÑOR MEDEROS. — Afirmativa. 

SEÑOR OLAZABAL. — Afirmativa. 


SEÑOR ORTIZ. — Afirmativa. 


SEÑOR PEREYRA (Dn. Carlos Julio). — Afirmativa. 


SEÑOR POSADAS. — Afirmativa. 
SEÑOR POZZOLO. — Negativa. 

SEÑOR RICALDONI. — Negativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Afirmativa. 
SEÑOR SENATORE. — Afirmativa. 
SEÑOR SINGER. — Negativa. 

SEÑOR TERRA GALLINAL. — Negativa. 
SEÑOR TOURNE. — Afirmativa. 
SEÑOR TRAVERSONI. — Negativa. 
SEÑOR ZUMARAN. — Afirmativa. 
SEÑOR XAVIER. — Afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Negativa. 


a 


Dése cuenta del resultado de la votación. 


A.G.—283 


284—A.G. 


SEÑOR SECRETARIO (Dn. Mario Farachio). — Han 
sufragado 124 señores legisladores; 71 lo han 'hecho por 
la afirmativa y 53 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No se han obtenido los tres 
quintos de votos necesarios para levantar las observacio- 
nes interpuestas por el Poder Ejecutivo al encabezamiento 
y numeral 1% del artículo 2% de! proyecto de ley por el 
que se establece un régimen de facilidades para deudores 
comerciales, industriales y agropecuarios. 


5) SE DECLARA CON CARACTER 
INTERPRETATIVO DEL DECRETO-LEY 
N* 14.810, DE 11 DE AGOSTO DE 1978, QUE 
EN LA LIQUIDACION DEL PATRIMONIO 
DEL EX-FRIGORIFICO NACIONAL, ESTE 
COMPRENDIDO EL PAGO DE 
INDEMNIZACION POR DESPIDO A LOS 
TRABAJADORES DE DICHO 
ESTABLECIMIENTO. 
Mensaje del Poder Ejecutivo por el 
que se le formulan observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración el segun- 
do tema objeto de la convocatoria: Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que se formulan observaciones al proyec- 
to de ley por el que se declara con carácter interpretati- 
vo del Decreto-Ley N% 14.810, de 11 de agosto de 1978, 
que en la liquidación del patrimonio del ex-Frigorífico 
Nacional, está comprendido el pago de indemnización por 
despido a los trabajadores de dicho establecimiento. 


(Rep. N9? 4/88 - Carp. N* 38/87). 
(Antecedentes: ) 


“Carp. N9 38/87 
Rep. N? 4/88 


Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 24 de diciembre de 1987. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Enrique Tarigo 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de comunicar a la 
Asamblea General que en ejercicio de la facultad que le 
otorga el artículo 137 de la Constitución de la República 
ha decidido observar totalmente el proyecto de ley, por 
el que se declara con carácter interpretativo del Decreto- 
Ley N? 14.810, de 11 de agosto de 1978, que en la liqui-, 
dación del Patrimonio del Frigorífico Nacional a que se 
refiere el literal E) de su Art. 2%, está comprendido el 
pago de las indemnizaciones por despido que correspondan 
a los trabajadores que al cierre de dicho Frigorífico no 
fueron incorporados a la función pública ni indemnizados, 
en mérito a las razones que se pasan a exponer. 


19%) Puede decirse que el proyecto de ley sancionado 
carece de contenido. En efecto, tratándose de una inter- 
pretación auténtica nada agrega a la norma interpretada, 
esto es, al Decreto-Ley N?* 14.810 de fecha 11 de agosto 
de 1978. 


ASAMBLEA GENERAL 


10 y 11 de Febrero de 1988 


Nadie ha dudado nunca, que dentro de las facultades 
otorgadas por el Decreto-Ley N* 14.810 en su artículo 2% 
literal E) estaba comprendido el pago de la indemnización 
por despido que correspondiera a sus trabajadores. Nunca 
se ha discutido esa obligación o facultad. Lo que se ha 
alegado, en sede judicial, es otra cosa distinta: la exis- 
tencia de una eximente a tal obligación cual es la de 
fuerza mayor. 


Desde que tal eximente fue alegada por la parte 2 
quien se le reclamaba el pago de las indemnizaciones por 
despido y fue recogida en las respectivas sentencias judi- 
ciales que se dieron en este caso, se estaba reconociendo 
implícitamente lo que la norma observada interpreta, es 
to es, que en la liquidación del patrimonio del Frigorífico 
Nacional está comprendido el pago de las indemnizaciones 
que correspondan. 


Al aclararse por vía interpretativa dicho extremo no 
se está creando ni una obligación nueva, ni tampoco se 
neutraliza el valor de la eximente oportunamente alegada 
en juicio y recogida en las respectivas sentencias, por lo 
que la sanción de la ley observada en nada cambia el de 
recho positivo preexistente. 


22) En segundo lugar debe considerarse la diversidad 
de situaciones entre los trabajadores que al cierre del Fri- 
gorífico Nacional no fueron incorporados a la función pú- 
blica ni indemnizados, entre ellos se encuentran, por un 
lado, quienes nunca accionaron para hacer valer sus de- 
rechos y por el otro, quienes habiendo entablado acción 
judicial no recibieron sentencia favorable a sus pretensio- 
nes. En ambos casos por el juego de institutos jurídicos 
diferentes pero basados en el mismo valor a proteger 
—la seguridad y certeza de las relaciones jurídicas— se 
obtiene el mismo resultado: la inaplicabilidad de la nor- 
ma observada. 


a) Trabajadores que al cierre del Frigorífico Nacio- 
nal no accionaron judicialmente para el cobro de sus de- 
rechos. 


En este caso aún después de la sanción de la norma 
observada, tienen vigencia las disposiciones de la Ley nú- 
mero 15.837 del 28 de octubre de 1986 por la que se es- 
tablece un régimen de prescripción en materia de acciones 
laborales. Concretamente en su artículo 5% establece 
que...” El régimen de prescripción establecido en los ar- 
tículos 2? y 3% se aplicará a las relaciones laborales que 
se inicien en el futuro, así como a las acciones y créditos 
laborales, que no hubieran caducado a la fecha de entra- 
da en vigencia de la presente ley, originados en relaciones 
laborales existentes a la misma fecha...” de donde los 
derechos y las acciones de los trabajadores del Frigorífi- 
co Nacional que no hubieren accionado judicialmente para 
reclamarlos, han caducado “indefectiblemente” en virtud 
de que en la especie no sólo se trata de una relación labo- 
ral iniciada después de la vigencia del nuevo régimen, si- 
no que además era inexistente a esa fecha. Esta conclu- 
sión resulía incontrovertible a la luz del estudio orgánico 
del Decreto-Ley N* 14.490 de 23 de diciembre de 1975 y 
la Ley N?% 15.837 de 28 de octubre de 1986, sin que la 
norma observada, meramente declarativa, modifique en 
nada este régimen. 


Pero además, aún cuando a través de sus disposicio- 
nes la norma que se observa, alterara en algo el régimen 


10 y 11 de Febrero de 1988 


general vigente en materia de prescripción de acciones la- 
borales hubiera sido necesario, para salvaguardar el valor 
jurídico seguridad, observar igualmente esa norma. 


Los institutos de la caducidad y de la prescripción tal 
como lo señala el Prof. Américo Plá Rodríguez...” des- 
cansan en la liberación de un deudor que no ha cumplido 
sus obligaciones y en la extinción de un derecho (o de la 
acción emergente del mismo) que no ha sido satisfecho. 
Significan el sacrificio del valor justicia a un valor de 
otro orden como es la seguridad de las relaciones jurídicas. 
Se trata de un sacrificio similar al que se opera con el insti- 
tuto de la cosa juzgada, en la que conscientemente se re- 
nuncia a la prosecución de la lucha por la justicia en 
atención a la seguridad de las relaciones jurídicas. 


Resulta difícil compaginar estos dos institutos (ca- 
ducidad y prescripción) con el derecho laboral en el que 
rige el principio de la irrenunciabilidad concediendo una 
serie de derechos al trabajador que este no puede renun- 
ciar o reducir. A pesar de ello se han aceptado estos ins- 
titutos en el derecho laboral, en atención a la protección 
de la seguridad —que sigue siendo un bien jurídico de 
primer orden— y el deseo de no estimular la indolencia 
sino el ejercicio oportuno de todos los derechos dentro de 
los plazos normales, como medio de que efectivamente se 
cumplan en la práctica las normas laborales...” 


b) Situación de los trabajadores del Frigorífico Na- 
cional que accionaron en tiempo y forma para lograr la 
protección de sus derechos. 


En este caso si bien los trabajadores fueron diligentes 
en el reclamo de sus derechos, en dos instancias les fue 
negada la indemnización por la justicia competente en sen- 
tencias pasadas en autoridad de cosa juzgada. El Instituto 
de la cosa juzgada, al igual que los de caducidad y pres- 
cripción, se encuentra fundado en la necesidad de dar se- 
guridad y certeza a las relaciones jurídicas, sin desmere- 
cimiento del otro gran principio que es el de justicia. 


En conclusión modificar las sentencias judiciales ya 
referidas que al alcanzar autoridad de cosa juzgada ya 
han consolidado una determinada situación jurídica, sig- 
nificaría violar el principio de separación de poderes en 
cuanto a la independencia de las competencias de cada po- 
der, los principios generales de derecho que informan 
nuestro ordenamiento jurídico y las bases jurídico cons- 
titucionales del funcionamiento de nuestro sistema demo- 
crático. Por vía indirecta el legislador violaría además 
la consagración de la teoría de los derechos adquiridos que 
consagran los artículos 7 y 13 del Código Civil, en tanto 
que pone retroactivamente a cargo de un sujeto (el Fri- 
gorífico Nacional) un deber que no tenía, desde que un 
fallo judicial —consolidado a través de la cosa juzgada— 
había consagrado un derecho contrario al deber que ahora 
se pretende imponer. 


El problema también puede enfocarse desde el punto 
de vista de la eventual injerencia del Poder Legislativo 
en los asuntos del Poder Judicial. 


Conflicto que se daría al pretender el Poder Legislati- 
vo modificar por una nueva ley —en puridad una nueva 
interpretación de una misma ley— una situación en la que 
con igualdad de objeto, sujetos y causa ya se ha expe- 
dido, en dos instancias, el Poder Judicial. 
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Sin embargo y dado el contenido meramente declara- 
tivo de la norma observada, tal conflicto no se presenta- 
ría ya que ninguna de las partes involucradas ni los Tri- 
bunales han discutido lo dispuesto por la norma y ésta 
tampoco modifica el contenido del fallo judicial pre-exis- 
tente, ni los plazos previstos en las leyes para la prescrip- 
ción o caducidad de los derechos y acciones de carácter 
laboral. En suma el proyecto observado resulta inaplica- 
ble o es inconstitucional. 


39) Por otra parte el carácter interpretativo de la 
norma observada obsta a su aplicación a situaciones con- 
cluídas. 


El artículo 13 del Código Civil establece que “La in- 
terpretación auténtica o hecha por el legislador, tendrá 
efecto desde la fecha de la ley interpretada; pero no po- 
drá aplicarse a los casos ya definitivamente concluidos”. 


En el caso, declarar con carácter interpretativo que 
en la liquidación del patrimonio del Frigorífico Nacional 
al que se refiere el literal e) del artículo 22 del Decreto- 
Ley N? 14.810 está comprendido el pago de las indemniza- 
ciones por despido que correspondan a los trabajadores 
que al cierre de dicho frigorífico no fueron incorporados 
a la función pública ni indemnizados, no tiene otro efecto 
que establecer expresamente lo que estaba pacíficamente 
aceptado desde el 10 de agosto de 1978, fecha del Decreto- 
Ley N* 14.810, sin que pueda con ello modificarse situa- 
ciones concluidas. 


El fundamento de esa última parte del artículo 13 
del Código Civil es muy claro y tiende precisamente a 
salvaguardar el contenido de aquellas decisiones, en es- 
pecial las judiciales, que haciendo determinada interpre- 
tación de una ley pudieran verse modificadas por inter- 
pretaciones posteriores del legislador. 


En este caso en particular, aún cuando la norma ob- 
servada agregara algo en relación al derecho positivo ante- 
rior —que como viéramos ut-supra no lo hace— tampoco 
sería aplicable a “los casos ya definitivamente concluidos”, 
entendiendo por “definitivamente concluidos” aquellos ca- 
sos con sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, con 
todos sus plazos administrativos largamente vencidos y 
aquellos casos en los que dos leyes la 14.490 de fecha 23 
de diciembre de 1975 y la 15.837 de fecha 28 de octubre 
de 1986 han dispuesto la caducidad de los derechos y las 
acciones. 


Tales conclusiones ameritan el ejercicio de la facultad 
conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 137 de la 
Constitución de oponerle objeciones o hacerle observacio- 
nes por consideraciones de constitucionalidad y de mérito. 


Esperando que la Asamblea General comprenda las 
poderosas razones que han obligado al Poder Ejecutivo a 
observar el proyecto que se devuelve, saluda al señor Pre- 
sidente con la mayor consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI, Presidente de la Repú- 
blica; Ricardo Zerbino, Hugo Fernández Faingold, Pe- 
dra Bonino. 


Recibido hoy, 24 de diciembre a las 19 y 45 horas. 
Conste. 
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“PODER LEGISLATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea Ge- 
neral, 


DECRETAN 


Artículo 1%. — Declárase con carácter interpretativo 
del Decreto-Ley N? 14.810, de 11 de agosto de 1978, que 
en la liquidación del patrimonio del Frigorífico Nacio- 
nal a que se refiere el literal E) de su artículo 29, está 
comprendido el pago de las indemnizaciones por despido 
que correspondan a los trabajadores que al cierre de dicho 
Frigorífico no fueron incorporados a la función pública 
ni indemnizados. 


Art. 2%. — Comuniquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de diciembre de 1987. 


Víctor Cortazzo, Presidente; Héctor S. Ciavijo, 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración. 
Tiene la palabra el señor legislador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — En homenaje a la 
hora en que está sesionando la Asamblea General, sola- 
mente vamos a decir algunas palabras a las que estamos 
obligados en nuestro carácter de patrocinadores de la ley 
que se encuentra hoy a consideración, vistas las observa- 
ciones interpuestas por el Poder Ejecutivo a su único ar- 
tículo. 


Este proceso, señor Presidente, de la planta Casablanca 
del Frigorífico Nacional y su posterior supresión, tiene dos 
o tres fechas que conviene recordar muy someramente. 


Esta planta fue comprada por el Frigorífico Nacional 
en la época del gobierno del doctor Amézaga en el año 
1944. Treinta y cuatro años después se crea un grupo de 
trabajo por resolución del Poder Ejecutivo de 1978 para 
privatizar la planta Casablanca del Frigorífico Nacional, 
que no termina su proceso. 


Posteriormente, en el mismo año de 1978, mediante 
la Ley N* 14.810 se procede a suprimir la persona jurí- 
dica del Frigorífico Nacional. 


En aquel entonces se establecen condiciones para esa 
supresión que, por supuesto, obran en conocimiento de los 
señores legisladores y luego el Gobierno de la época, por 
la Ley N? 14.774 establece las atribuciones de la Comi- 
sión Liquidadora que todavía no ha cesado en su tarea y 
que, en definitiva, a nuestro juicio, va a ser la que tiene 
que afrontar las indemnizaciones a que se hace referencia 
en el proyecto de ley que hemos presentado y que ha 
sido aprobado por el Parlamento. 


Como comentario, debemos decir que el Decreto 
N? 436 del año 1979 fijó un régimen especial para indem- 
nizar a los trabajadores del Frigorífico del Cerro —EFSA— 
COMARGEN, Melilla y Fray Bentos, plantas del Frigorí- 
fico Nacional. 
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Es decir que como antecedente hay actos de gobier- 
no a través de los cuales se han satisfecho indemnizacio- 
nes para los trabajadores. 


Nosotros tomamos contacto con este tema en ocasión 
de una visita a Paysandú. Luego efectuamos un plantea- 
miento, en la hora previa, en el Senado de la República y 
formulamos un pedido de informes al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social. A fines del año pasado todavía 
no se había obtenido la respuesta correspondiente. 


La tramitación de reclamo de estos funcionarios, se- 
ñor Presidente, dio lugar a un expediente del cual vamos 
a extraer opiniones de la Asesoría Letrada del Ministerio 
que abonan, fundamentan y justifican el hecho de que 
hubiéramos presentado el proyecto de ley que fuera apro- 
bado. Allí dice la mencionada Asesoría —y citamos tex- 
tualmente— “Pero también creemos, apelando a la equi- 
dad, que por la magnitud de los perjuicios ya señalados 
y por el importante número de trabajadores afectados, no 
sólo de la planta Casablanca, que ocupa nuestro informe, 
sino también de los de la planta Puntas de Sayago, de- 
berían instrumentarse medidas correspondientes a corre- 
gir los efectos dañosos de la situación creada”. 


En este mismo informe de la Asesoría Letrada de la 
Subdirección Nacional de Trabajo —informe que es co- 
rroborado por el Director de Trabajo en el expediente que 
tenemos a la vista— posteriormente se señala: “En caso 
de que la solución que se adopte se cubra con fondos del 
Estado, podría instrumentarse a través de un acto admi- 
nistrativo, (decreto). En cambio, si se considerara, que el 
obligado a la reparación es el Frigorífico Nacional, se im- 
pone, sin lugar a dudas, un acto legislativo”. 


Señor Presidente: este párrafo, que, repito, es ava- 
lado por la Dirección Nacional de Trabajo que dice que 
comparte lo informado anteriormente, a nuestro juicio es 
la base de equidad y justicia que preside el proyecto de 
ley que tenemos hoy a consideración. El Parlamento uru- 
guayo no hizo otra cosa que lo que indica el propio in- 
forme de las oficinas del Poder Ejecutivo. 


Como entendemos que el obligado es el Frigorífico 
Nacional; como sabemos —ecomo quedó probado durante 
la interpelación que hace poco tiempo planteó nuestro co- 
rreligionario, el señor senador Aguirre— que dicho fri- 
gorífico tiene fondos de su propiedad y como, además, en 
caso de Cumplimiento del contrato que oportunamente se 
celebró con CALFORU, se verá que se trata de cifras im- 
portantes, hicimos justamente lo que el dictamen solicita- 
ba. “Si se tratara” —dice el dictamen— “de una indem- 
nización que proviniera de los fondos del Frigorífico Na- 
cional, se requeriría un acto legislativo”. 


No otra cosa hizo, señor Presidente, el Senado primero 
y la Cámara de Representantes después. 


Conocemos, porque los hemos leído, los argumentos 
del Poder Ejecutivo, pero creemos que por encima de esos 
argumentos jurídicos y sin basarnos en una opinión per- 
sonal —no es nuestra costumbre la presentación de pro- 
yectos de ley como este, no se trata de una liberalidad 
legislativa, tampoco es un proyecto presentado al acaso 
o de aquellos que se elevan para cumplir simplemente, 
con una posición política o con un determinado segmento 
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del electorado— existe una convicción de su insita jus- 
ticia y de su equidad. Es por eso que hicimos justamente 
lo que señala el informe del expediente mencionado. 


Además, debemos destacar que en la tramitación del 
texto en el Senado de la República se produjo una modifi- 
cación sustancial, por lo cual quedó redactado de una for- 
ma mucho más exacta desde el punto de vista jurídico. En 
homenaje del Presidente del Senado y de la Asamblea Ge- 
neral debemos decir que su colaboración —aún señalando 
que no lo compartía— ayudó a que la redacción fuera 
más ajustada en materia de Derecho. 


Tenemos entendido, pues, que el proyecto que salió 
del Senado, mejorado por la profesionalidad jurídica del 
señor Presidente, pero manteniendo su sentido de justicia, 
fue votado por legisladores del Partido Colorado. Se nos 
informa que en la Cámara de Representantes no se pro- 
dujo una tajante división política cuando se votó este pro- 
yecto. Tres O cuatro representantes del Partido Colorado 
entendieron que el proyecto era digno de ser votado y lo 
votaron. 


Es decir entonces que no nos encontramos con la situa- 
ción política que ocupó el tiempo anterior de la Asam- 
blea General, a un problema de nitidez y división política y 
conceptual, sino ante un problema sobre el cual las opi- 
niones variaron, cambiaron de lado. Queremos creer que 
los señores representantes del Partido Colorado que vota- 
ron este proyecto de ley, lo habrán hecho, también, com- 
partiendo su sentido de equidad, de justicia, cosa que, a 
nuestro juicio, impone el levantamiento de las observa- 
ciones interpuestas por el Poder Ejecutivo. 


En resumen, señor Presidente, estamos ante una si- 
tuación en la que la equidad de la propuesta está avalada 
no solamente por la votación afirmativa de las dos Cáma- 
ras, sino por los informes de las propias oficinas del Po- 
der Ejecutivo. Estamos ante la presencia de una indemni- 
zación cuyo cumplimiento no grava al erario público por- 
que el Frigorífico Nacional tiene fondos propios para sa: 
tisfacer esa indemnización que hoy se establece. En con- 
secuencia, creemos que los legisladores que en su debido 
momento acompañaron con su voto afirmativo este pro- 
yecto de ley, sin violentar su conciencia o su posición po- 
lítica, pueden — y seguramente lo harán— aprobar el le- 
vantamiento de las observaciones interpuestas por el Poder 
Ejecutivo. Este sería un acto de estricta justicia para con 
estos trabajadores que han quedado al margen de las in- 
demnizaciones, que han visto pasar a su lado circunstan- 
cias jurídicas exactas, pero contempladas de otra mane- 
ra. De esta forma, el Parlamento, con fondos de esa enti- 
dad que tiende a desaparecer, o que está en vías de li- 
quidación, podrá dar satisfacción a un reclamo de más de 
78 familias de la zona de Casablanca del departamento 
de Paysandú que van a recibir seguramente como un acto 
de justicia, amén de que las expresiones en su oportuni- 
dad vertidas en la Cámara de Senadores y en la Cámara 
de Representantes, de los informes favorables de las co- 
misiones de ambos Cuerpos — previos a la consideración 
del proyecto de ley— avalan en forma más que suficiente 
nuestra propuesta de que sean levantadas las observacio- 
nes a este proyecto de ley realizadas por el Poder Eje- 
cutivo. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — ¿Me permite un interrup- 
ción, señor legislador? 
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SEÑOR LACALLE HERRERA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR ROCHA IMAZ. — Brevemente, señor Presi- 
dente, deseamos subrayar las expresiones que está formu- 
lando el señor legislador Lacalle Herrera, en el sentido de 
que levantar esas observaciones es un acto de estricta 
justicia. 


Todos recordamos el malhadado decreto del 11 de 
agosto de 1978, que liquidó al Frigorífico Nacional. Eso 
provocó un estado de conmoción social en el Frigorífico 
Casablanca y también en la Villa del Cerro. Frente a ese 
hecho hubo que arbitrar algunas soluciones. 


En aquella instancia muchos trabajadores, obreros de 
los Frigoríficos Nacional y Casablanca fueron redistribui- 
dos a distintas dependencias públicas y otros se acogieron 
a los beneficios jubilatorios. Sin embargo, muchos de ellos 
no encontraron solución. 


Este proyecto, justamente tiende a dar una solución 
de justicia a aquéllos que no quedaron contemplados en 
ninguna de las dos situaciones citadas. Este proyecto ha 
sido votado por la Cámara de Senadores, la Cámara de 
Representantes y el Poder Ejecutivo le ha interpuesto un 
veto. 


En este seatido subrayamos que es un acto de estric- 
ta justicia el levantamiento del veto. Agregamos que en 
las observaciones del Poder Ejecutivo se deja expresa cons- 
tancia de un acto de fuerza mayor, o sea, la no existencia 
de fondos. Como bien lo ha dicho el señor legislador Laca- 
lle Herrera, los fondos existen, lo que ha sido demostrado 
en la interpelación que oportunamente realizara el señor 
legislador Aguirre Ramírez sobre tópicos afines a éste. 


Por otra parte, en estos días hemos recibido la de- 
nuncia de que la Comisión Liquidadora del Frigorífico 
Nacional está contratando personal, no solamente para la 
limpieza, sino también para otros menesteres. Entonces, 
es del caso preguntar cómo es que no existen fondos para, 
dar una solución de justicia a este problema que estamos 
considerando. En este sentido, señor Presidente, adelanta- 
mos que el voto de nuestra Bancada va a ser en favor del 
levantamiento del veto interpuesto por el Poder Ejecuti- 
vo, porque, reitero, pensamos que es un acto de estricta 
justicia para muchas familias, no solamente de Casablan- 
ca, sino también de la Villa del Cerro, afectadas por lo 
acontecido en el Frigorífico de Paysandú y el de Puntas 
de Sayago. 


Muchas gracias, señor legislador. 
SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: tengo la 
impresión de que este proyecto de ley, vetado por el Poder 
Ejecutivo, es un buen ejemplo de una mala técnica legis- 
lativa, como lo han señalado en forma reiterada algunos 
compañeros de mi Partido en el Senado. 
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Pienso que se crea la apariencia de hacer justicia 
cuando, en realidad —como lo explicaré más adelante— 
nada le va a aportar a la causa de quienes presuntamente 
habrían sido víctimas, de una injusticia. 


Tengo dudas acerca de la claridad conceptual con que 
se está planteando la crítica al Poder Ejecutivo. Coincido, 
sí, con el autor del proyecto original, el señor legislador 
Lacalle Herrera, que en la exposición de motivos del 2 
de junio de 1986, señalaba que existe una responsabilidad 
del Estado que esta ley pretende hacer efectiva. Pero, 
ahora, en cambio se nos dice que esa responsabilidad o, 
mejor dicho, esa situación de injusticia que existiría res- 
pecto de un determinado número de trabajadores del ex 
Frigorífico Nacional sería reparada, no por el Estado, sí- 
no por una persona pública no estatal, el ex Frigorífico 
Nacional que, por otra parte, está disuelto y en vías de 
liquidación. Esto significa que por un lado se dice que 
es el Estado el que va a responder y, por otro, se está di- 
ciendo que son los fondos de la Comisión Liquidadora del 
ex Frigorífico Nacional los que tendrían que hacer frente 
al gasto previsto en este proyecto de ley. 


Veo en esto una contradicción. Y pienso que ésta es 
fruto de la confusión con la que se vino tramitando este 
proyecto de ley. 


Esto lo digo con el mayor respeto, aceptando la buena 
voluntad que seguramente inspiró a quienes obtuvieron 
la mayoría de votos en las dos Cámaras. Pero, reitero, que 
algo no ha quedado claro, y es necesario señalarlo. 


Por otra parte, si hubo una responsabilidad del Esta- 
do como lo reconoció oportunamente la justicia, a la que 
acudieron muchos de los trabajadores del ex Frigorífico 
Nacional, y ella acogió la defensa interpuesta por la Co- 
misión Liquidadora, en el sentido de que no era responsa- 
bilidad de la liquidación de dicho Frigorífico, el hacerse 
cargo de eventuales indemnizaciones por despido, sino que 
existía lo que en Derecho Administrativo se llama “el he- 
cho del príncipe”, es decir, un hecho de un poder del Es- 
tado, distinto de la persona pública no estatal. La justi- 
cia estableció —y está en los antecedentes de este pro- 
yecto de ley, y en los repartidos de la Comisión correspon- 
diente del Senado— que el reclamo no podía ser, en mo- 
do alguno, contra la Comisión Liquidadora del Frigorí- 
fico Nacional, sino contra el Estado, invocando la respon- 
sabilidad por acto del legislador. Eso no se hizo, y ello 
jurídicamente aparejó el primer descarte de situaciones, 
a las que alude el veto del Poder Ejecutivo. Ha habido 
cosa juzgada en alguna de las situaciones que ahora se 
pretende, contemplar por vía de este proyecto de ley. 


Y aún pudiendo coincidir con el señor legislador La- 
calle Herrera en cuanto a que pudo haber una responsabi- 
lidad del Estado, pienso que esa responsabilidad pudo exis- 
tir —y no tengo inconveniente en decir que sí, que existió 
por acto legislativo— pero que no puede ser subsanada 
porque eso significaría alterar buena parte del ordena- 
miento legal aplicable en la materia. 


Cuando a la Comisión de Asuntos Laborales y Segu- 
ridad Social del Senado concurre el señor Subsecretario 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, doctor Re- 
nán Rodríguez, éste señaló —y- eso nadie lo desmiente— 
que existían distintas situaciones a considerar. Por ejem- 
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plo, la de aquellos que fueron absorbidos por la actividad 
pública; la de los que cobraron el despido; la de aque- 
llos que reclamaron el despido, a criterio del Poder Ju- 
dicial en forma equivocada contra la Comisión Liquida- 
dora y que, en cambio, debieron haber accionado contra 
el Estado, por responsabilidad derivada del acto legisla- 
tivo de clausura del Frigorífico Nacional. Por otra parte, 
está la situación de aquellos que pudiendo haber recla- 
mado en tiempo, no lo hicieron. Entonces, allí aparecen 
distintas disposiciones legales y principios que son fun- 
damentales para el ordenamiento jurídico del país: el de 
la certidumbre en las relaciones jurídicas, el de los dere- 
chos adquiridos y, más concretamente, el de la cosa juz- 
gada en algunos casos y el de la caducidad o de la prescrip- 
ción que, para el reclamo de los créditos laborales, opera 
contra quienes no hayan tenido accionamiento hasta este 
momento. 


Aquí encontramos una zona de absoluta vaguedad, 
porque ni el proyecto ni la redacción final del mismo, se 
preocuparon por determinar quiénes serían los que efecti- 
vamente tendrían el derecho de recibir la indemnización 
por despido que se pretende consagrar como reparación 
de la injusticia cometida dentro el proyecto de ley vetado. 


Oportunamente señalé en el Senado críticas a este 
respecto, algunas vinculadas con la técnica legislativa y 
otras que tienen que ver con la colisión del proyecto con 
clarísimas normas constitucionales. 


Con respecto a la técnica legislativa, señor Presidente, 
lo fundamental es que so pretexto de declarar el alcance 
de una ley o de un decreto-ley anterior, del año 1978, se 
está creando una situación jurídica distinta a aquella. 
Porque, si el responsable de este hecho es el Estado como 
ya reconoció la justicia; mal se podrá responsabilizar del 
mismo a la persona pública no estatal. Por lo tanto, por 
más que se diga que la ley es declarativa, no lo es y, aun- 
que lo fuera, una interpretación de este tipo mal podría 
tener el efecto retroactivo que se pretende, porque ello ro- 
zaría una serie de principios a los que me he referido y 
que, en mi concepto, atentan contra el principio de la se- 
paración de poderes. Ello se daría, por la eventual coli- 
sión entre los fallos dados por la Justicia y lo que se 
pretende hacer ahora reabriendo instancias que no permite 
el ordenamiento jurídico actual. 


Por otra parte, desde el punto de vista constitucional 
—y ya ha sido señalado en el Parlamento al discutirse 
este proyecto— hay un claro olvido de lo que establece 
el artículo 86 de la Constitución de la República porque, 
por una parte, el artículo 86 establece como principio ge- 
neral que todas las leyes que establezcan gastos para el 
Tesoro Nacional, deberán indicar los recursos con que 
ellos serán cubiertos. 


Por otro lado —y ésta es la segunda inconstituciona- 
lidad contenida en el proyecto— la iniciativa para la crea- 
ción de empleos, de dotaciones o retiros, de aumento de 
asignaciones o aumento de pensiones por recompensas pe- 
cuniarias, establecimiento o modificaciones de cómputos 
jubilatorios, etcétera, corresponderá, privativamente, al Po- 
der Ejecutivo. Y esto, en la especie, tampoco se ha dado. 


Las perplejidades respecto a este proyecto de ley si- 
guen, porque en el mismo no se aclara a quiénes le van a 
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corresponder esas indemnizaciones de que se habla en el 
propio proyecto lo que es imperdonable por constituir un 
vacío inexcusable. Tampoco tiene previsión acerca de cuál 
será el órgano que habrá de determinar a quién le corres- 
ponde la indemnización y a quién no: no se sabe si será el 
Poder Judicial, la Administración Pública o la Comisión 
Liquidadora del Frigorífico. A mi entender, esa previsión 
era esencial para que, más allá de las inconstitucionalida- 
des que he señalado, el proyecto tuviera una lectura inte- 
ligible. 


Habida cuenta de que si fuera el Poder Judicial el 
encargado de decidir, lo estaríamos enfrentando a sí mis- 
mo, es decir, obligándolo a desconocer el principio de la 
cosa juzgada al que he hecho referencia anteriormente. 


Recuerdo que en Sala, en la sesión del Senado, plan- 
tée la necesidad, frente a estas críticas —que no recuerdo 
que hubieran sido rebatidas— de que el proyecto volviera 
a Comisión. Deseo que quede claro que ni yo ni ninguno 
de los integrantes del Partido Colorado que votamos en 
contra de este proyecto de ley, dejábamos de admitir la 
posibilidad de que efectivamente hubiera casos que el le- 
gislador debiera contemplar por vía de una ley. En esa 
oportunidad, la solicitud del retorno a Comisión no fue 
contemplada. Quizá, porque se pensaba —como sucede ha- 
bitualmente en la actividad parlamentaria— que si están 
los votos para que salga un proyecto en una Cámara, la 
dilatoria de lo que significa la vuelta del proyecto a Co- 
misión, no tiene sentido. Obviamente, hoy tenemos el re- 
sultado de esos errores y, lamento tener que señalar que 
ellos están justificando sobradamente la oposición que ha 
expresado el Poder Ejecutivo. 


Pero, además, señor Presidente, quiero hacer una úl- 
tima reflexión: aquí se ha venido diciendo sistemáticamen- 
te desde que este proyecto ingresó al Parlamento, que con 
él se hará justicia a un número de trabajadores que, re- 
pito, no se sabe cuántos son, cómo se les habrá de indem- 
nizar ni quién habrá de hacerlo, Sin embargo, entre los 
errores de técnica legislativa, a todas las objeciones ante- 
riores, se suma otra que también señalé en el Senado y que, 
incluso, algún legislador de la oposición aceptó como vale- 
dera. Me refiero a que en el caso de que este veto sea 
levantado estarán equivocados quienes crean, alborozada- 
mente, que con ello se hace justicia. Por el contrario, ha- 
brán de descubrir que no tendrán una reparación desde el 
punto de vista real. 


Digo esto, señor Presidente, porque está vigente la Ley 
N9 14.500 del 8 de marzo de 1976, que es aquella ley que 
determinó el reajuste de las obligaciones, que establecía. .. 


SEÑOR AGUIRRE. — Decreto-ley, señor legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — ...Acepto la corrección que 
me hace el señor legislador Aguirre, Decreto-ley que esta- 
blece el derecho y a veces la obligación de reajustar obli- 
gaciones mediante la aplicación del índice de los precios 
al consumo, que todos nosotros conocemos, y que se aplica 
habitualmente en el país. Por mi parte, creo que es una 
buena ley. 


En el literal c) del artículo 3%, que es aplicable al 
caso, se dice que se exceptúan de lo establecido en los ar- 
tículos anteriores, las personas públicas, cualquiera fuere 
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la naturaleza de éstas. Dice persona pública; no dice per- 
sonas públicas estatales. Por lo tanto, comprende a todas 
las personas públicas que existen en nuestro Derecho lo 
que incluye a las personas públicas no estatales, entre las 
que, precisamente, está el Frigorífico Nacional. 


En resumen, hoy, casi diez años después del cierre del 
Frigorífico Nacional, sin reajuste, de ser aprobado este 
proyecto, pregunto a los señores legisladores a cuánto as- 
cendería en nuevos pesos lo que efectivamente, recibiría 
cualquiera de estos presuntos beneficiarios de esta ley ve- 
tada. Yo digo, que no recibirían nada significativo. Inmia- 
ginemos cuál podría ser la paga de un obrero del ex-Fri- 
gorífico Nacional en el año 1978, sin tener en cuenta rea- 
justes, diez años después y, con un interés que, como dice 
la propia ley, es del 6% anual. 


A mi juicio señor Presidente, este hecho, en su mo- 
mento, debió haber llevado a reflexión a quienes impulsa- 
ron tan entusiastamente este proyecto, en el sentido de 
advertir de que era necesario establecer una pausa en el 
tratamiento del mismo que lo hiciera aceptable, tanto des- 
de el punto de vista práctico como del punto de vista ju- 
rídico. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: no voy a en- 
trar en la consideración de las objeciones de carácter ju- 
rídico que está haciendo el señor legislador Ricaldoni y 
mucho menos a esta altura de la noche. Simplemente, 
quiero decir que padece error cuando expresa que esta dis- 
posición del Decreto-Ley N% 14.500 determinaría que el 
eventual crédito que tuvieran los obreros de los Frigorífi- 
cos Nacional y Casablanca contra el Frigorífico Nacional 
o contra el Estado no sería reajustable. Porque eso era 
lo que disponía el Decreto-Ley N? 14.500. Pero estoy casi 
absolutamente seguro ——y me lo reafirma el señor legisla- 
dor Alem García— que en las postrimerías del régimen 
de facto “entre gallos y medias noches” —como se estilaba 
hacerlo-— en febrero de 1985, se promulgó un decreto-ley 
que hizo extensivo el reajuste de las obligaciones a todas 
las personas públicas. Esto no quiere decir que esté de 
acuerdo o en desacuerdo con ello; lo que afirmo es que 
ese es el régimen vigente en esta materia. 


SEÑOR MUNIZ. —- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR MUNIZ. — Deseo solamente confirmar la ob- 
servación que ha señalado el señor legislador Aguirre. El 
12 de febrero de 1985, el Decreto-Ley N? 15.733 establece 
en su artículo 1% que se deroga el literal c) del artículo 39 
de la Ley N* 14,500, de 8 de marzo de 1976 y el 49 dé 
la Ley N2 14.978, de 14 de diciembre de 1979. 
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Por lo tanto, no rige lo que observaba el señor legis- 
lador Ricaldoni respecto a que quedaban exceptuados del 
reajuste respectivo, los créditos emanados de obligaciones 
de personas públicas, cualquiera fuera la naturaleza de 
éstos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: es exacta- 
mente como yo digo: esto es un Decreto-ley de 1985 y 
rige hacia adelante, no hacia atrás. A nadie se le podría 
ocurrir que ese Decreto-ley de las postrimerías de la dic- 
tadura, tuviera efecto retroactivo. No creo que alguien 
pueda sostener seriamente la retroactividad de la deroga- 
ción de la norma. 


Por lo tanto, insisto en que es de plena aplicación el 
apartado c) del artículo 32 del Decreto-Ley N* 14.500. 


Y no voy a extenderme más porque deseo sumarme al 
propósito del señor legislador Lacalle Herrera de no alar- 
gar este debate. 


Por consiguiente, por estas razones y por las que con- 
tiene el Mensaje correspondiente del Poder Ejecutivo al 
presentar su observación al proyecto de ley, no vamos a 
acompañar con nuestro voto el levantamiento del veto 
interpuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Vaillant. 


SEÑOR VAILLANT. — Señor Presidente: cuando se 
procede a la clausura de la planta Casablanca del Frigo- 
rífico Nacional, trabajaban allí alrededor de 135 opera- 
rios. En ese momento se efectúa la redistribución de 20 fun- 
cionarios en las distintas dependencias estatales, quedan- 
do 115 obreros jornaleros sin ser reubicados. 


Tengo información de que la totalidad de los 115 obre- 
ros jornaleros que no fueron redistribuidos, efectuaron una 
gestión judicial para lograr el cobro de la indemnización 
por despido. La Justicia resolvió negativamente este trá- 
mite. 


Tal vez, la reclamación haya estado mal conducida y 
que, en lugar de actuarse jurídicamente, judicialmente 
contra el Frigorífico Nacional, debería haberse actuado 
contra el Estado. Es cierto que estábamos en un Poder 
Judicial de la dictadura, donde todos nosotros cuestiona- 
mos en aquel momento, en aquellos tiempos, su indepen- 
dencia. También es verdad que muchos reclamos judicia- 
les terminaban tratándose en la sede del ESMACO. Este 
es un hecho real. 


El proyecto que tratamos en su momento en la Cá- 
mara de Representantes, procedente del Senado, con res- 
pecto al cual hoy estamos debatiendo los vetos, puede te- 
ner —y yo diría sin ser jurista ni abogado— imperfec- 
ciones. 


Creo que los fundamentos del Poder Ejecutivo al in- 
terponer el veto son de recibo, por lo menos, como para 
prestarles atención en todo lo que tiene que ver con el en- 
foque jurídico. 
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Tal vez, si hoy, en lugar de estar sentado en el Par- 
lamento Nacional, tuviera que tomar una decisión en el 
Poder Judicial, como juez, mi opinión podría ser coinci- 
dente con la del Poder Ejecutivo. Pero resulta que no soy 
un miembro del Poder Judicial sino del Parlamento. El 
Poder Judicial tiene que actuar en rigor de justicia con 
respecto a las leyes que el Parlamento ha votado. Pero 
el Parlamento es aquél que puede dictando leyes, corregir 
situaciones de injusticia que no tienen su sustento en un 
fenómeno de Derecho, sino en el enfoque político que él 
mismo hace del tema en discusión, 


En ese sentido, señor Presidente, no tengo ninguna 
duda que si estos 115 trabajadores cumplieron funciones, 
muchos de ellos por más de 30 años en el Frigorífico Na- 
cional, a cuya clausura se procede en la época de la dic- 
tadura y que no cobraron indemnización por despido, es 
de justicia, con el enfoque político y es de equidad, pro- 
ceder a pagarles la compensación que en aquél momento 
les fue negada, ya fuera por un mal procedimiento jurí- 
dico en el reclamo o por el argumento jurídico en torno 
a la caducidad de los créditos laborales que hoy se esgri- 
me. Asimismo, puede haberse planteado la negativa en 
función de lo que significa la cosa juzgada. 


Entiendo que son, por lo menos, de recibo y atención, 
desde el punto de vista jurídico, las objeciones que el Po- 
der Ejecutivo plantea. Pero comprendo que, por otro lado, 
tenemos la situación de 115 trabajadores que, en relación 
a la equidad, a la justicia y al enfoque político, no pode- 
mos negarles el derecho a esa compensación que en la 
época de la dictadura, por las razones que fuera, les fue 
negada. 


Por esa razón he votado en la Comisión de Legislación 
del Trabajo a favor de ese proyecto de ley, así como tam- 
bién lo he hecho en su momento en la Cámara de Repre- 
sentantes. Coherentemente con esa actitud, voy a votar el 
levantamiento del veto interpuesto por el Poder Ejecutivo. 


Aunque el veto sea levantado —y tomando expresio- 
nes de mi compañero de Partido, el señor legislador Ri- 
caldoni— quizás hasta pueda discutirse la operatividad 
de ese proyecto de ley, siendo sancionado. Si así fuera y 
se cuestionara, quiero que se tome mi voto como contrario 
al veto y afirmando el proyecto como una voluntad polí- 
tica de la necesidad de compensar a esos trabajadores y 
como el compromiso de que si así no ocurriera, deberá 
presentarse un nuevo proyecto alternativo. 


Lamentablemente, en esta sesión de la Asamblea Ge- 
neral sólo podemos pronunciarnos a favor o en contra de 
ese proyecto, pero no sugerir o hacer modificaciones, lo 
que impide corregir posibles errores, 


Entonces, tómese mi voto como una voluntad política 
para que se compense a esos trabajadores y como el com- 
promiso de que si esta ley no fuera sancionada, si los ve- 
tos no son levantados, y aún, si siendo sancionada se con- 
vierte en inoperante, buscar una nueva solución alternativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Rossi Pasina. 


SEÑOR ROSSI PASSINA. — Señor Presidente: en 
nombre de la Unión Cívica vamos a votar afirmativamen- 
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te el levantamiento del veto a este proyecto de ley que 
declara de carácter interpretativo el Decreto-Ley N? 14.810, 
del 11 de agosto de 1978, que procedió a la clausura del 
Frigorífico Nacional, creando una Comisión Liquidadora 
que administrara los fondos del mismo y efectuara su li- 
quidación. 


Consideramos que por razones de equidad y de justicia 
social debe compensarse a aquellos obreros y empleados 
que no fueron incorporados a la función pública y no fue- 
ron indemnizados. Ello no significa ninguna carga para el 
erario público, desde el momento que esta Comisión Li- 
quidadora del Frigorífico Nacional posee cuantiosos fon- 
dos que, evidentemente, cuando termine su labor pasarán 
al erario público. 


Por lo tanto, pensamos que existen los recursos ne- 
cesarios para poder contemplar esta situación y hacer 
justicia. 


Al mismo tiempo, creemos que existe el organismo que 
puede poner en funcionamiento el mecanismo establecido 
en esta ley, de indemnización a los obreros despedidos del 
Frigorífico Casablanca que es la Comisión Liquidadora del 
Frigorífico Nacional. 


Por consiguiente, no es necesario que la ley establezca 
cuál va a ser el organismo que va a poder efectivizar esta 
situación. 


Por todas estas razones, damos nuestro voto afíirma- 
tivo al levantamiento de los vetos de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legisc:ador Francolino. 


SEÑOR FRANCOLINO. — Señor Presidente: yo tam- 
bién quisiera sumarme a la intención de los señores legis- 
ladores en el sentido de acortar la discusión parlamenta- 
ria, habida cuenta del tiempo transcurrido. Pero permí.- 
taseme subrayar el hecho de que en mi calidad de re- 
presentante por el departamento de Paysandú, estoy en- 
frentado a un problema que lleva una década de impoten- 
cia y decepciones. 


Se trata de un asunto que data del 11 de agosto de 
1978, cuando se votó el Decreto-Ley N% 14.810 que supri- 
mió el Frigorífico Nacional, designándose, consecuente- 
mente, una Comisión Interventora Liquidadora del mis- 
mo, la que continuó con la explotación de la planta Ca- 
sablanca de Paysandú hasta culminar los procedimientos 
tendientes a su privatización. : 


Si analizamos esta cuestión frente a la opción que te- 
nemos de votar a favor o en contra de los vetos, estamos 
situando este problema tremendo que afecta a más de un 
centenar de obreros del interior de la República en ins- 
tancias de contradicción. 


Mientras el señor legislador Ricaldoni observa que, 
por un lado, se admite la responsabilidad del Estado pero 
se recurre con la solución que se propicia al ex-Frigorífico 
Nacional, con recursos de él —lo que es una contradic- 
ción— por otro lado está la posición —no menos contra. 
dictoria— del propio Poder Ejecutivo que hace notar que 
este proyecto es anodino. Además, si así fuera, no veo las 
razones por las que tendría que vetarlo. 
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P'anteadas así las cosas, la contradicción está ocul. 
tando o echando un manto sobre el real problema, esto 
es, de la existencia de más de un centenar de obreros que 
no fueron adecuadamente remunerados, retribuidos, com- 
pensados, indemnizados hace cuestión de diez años, cuan- 
do la dictadura imponía sus condicionantes en este pais 
y cuando el Poder Legislativo se confundía con el Poder 
Ejecutivo. 


Asimismo, debemos hacer notar que en el juego de fe- 
chas está el 11 de agosto de 1978, donde se nombra la 
Comisión Interventora y Liquidaudora del organismo, aun- 
que recién el 1? de julio de 1980 la Planta Casablanca fue 
adquirida por un grupo de productores, bajo la denomi. 
nación de “FRICASA”, es decir, Frigorífico Casa Blanca 
Sociedad Anónima. En aquel momento esto dio lugar —co- 
nozco bien el problema por ser de Paysandú— a que aque- 
llos que conocían las intenciones marcianas de quienes di. 
rigían este pais, en cuanto a su economía y a las decisio- 
nes que se fundaban en ella, optaran por acogerse a la 
causal “Cese” que les proporcionaban las leyes jubilatorias 
vigentes; pero aque los otros que no lo hicieron, que con- 
fiaron en el gobierno del país, los que nunca se imagina- 
ron esta tremenda injusticia que hoy padecen los obreros, 
esperaban la legítima retribución de sus trabajos. Pero 
entre medio de las dos fechas, es decir, la que originó el 
nombramiento de la Comisión Interventora y Liquidadora 
y la que lo liquidó, existió el Acto N? 9, de 23 de octubre 
de 1979, el que echó por tierra todo el derecho a la causal 
cese jubilatoria, que amparaba a los funcionarios y Obre- 
ros del Estado. Aquí radica el problema porque todas las 
fórmulas que vinieron después de la liquidación fueron 
pura y sencillamente remiendos en un disfraz de Arle- 
quín, en donde los únicos perjudicados fueron los obreros 
del Casablanca, respecto de los cuales estamos discutiendo 
si la indemnización corresponde al Estado o al ex-Frigorí- 
fico Nacional, aunque en realidad no les estamos dando 
ninguna so-ución. 


En ese sentido, pregunto al señor legislador Ricaldo- 
ni, que es quien realizaba las objeciones a este proyecto 
de ley, cuál es la solución que propone. Si todos estamos 
de acuerdo en que corresponde la indemnización ¿cuál es 
la vía para hacerlo? Cuando este proyecto fue tratado 
oportunamente en la Cámara de Representantes —tuve 
también oportunidad de referirme al tema en más de una 
sesión en la hora previa— manifesté que este problema a 
que se ven enfrentados los obreros del ex-Frigorífico Casa- 
blanca tiene su origen en el legislador de la época, es de- 
cir, que es por culpa del legislador de la dictadura. En 
este punto, tal vez esté incurriendo en la omisión de decir 
que el legislador y ejecutor era la misma persona durante 
aquel régimen. Es así que llegaba a sostener, en su mo- 
mento, que si estamos frente a un perjuicio ocasionado 
por el legislador, era éste quien tenía que enmendarlo y 
establecer justicia. Pero si así no fuese, si así no lo en- 
tiende el Poder Ejecutivo, si el propio Poder Ejecutivo dice 
que este proyecto no soluciona nada, que ya está todo in- 
terpretado y lo devuelve con un veto, frente a la extrañe- 
za de por qué lo veta, está la otra con forma de interro- 
gante: ¿no piensa el Estado, el Poder Ejecutivo indemni- 
zar a los ex-obreros del Frigorífico Casablanca? Si así fue- 
se, la solución está, muy concretamente, en los anteceden- 
tes del Decreto 436 del 19 de agosto de 1979, establecido 
para los obreros de los Frigoríficos EFCSA, Comargen, Me- 
lilla y Fray Bentos. Este decreto, que fue publicado en el 
Diario Oficial el 7 de agosto de 1979, instituyó un régimen 
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especial de indemnización para los trabajadores afecta- 
dos, pagándoles el despido por intermedio del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


En consecuencia, lo que veo y subrayo pero que no al- 
canzo a comprender es por qué el Poder Ejecutivo, la pro- 
pia Presidencia, al señalar que este proyecto de ley —Aa 
través del cual el legislador procura indemnizar a los ex- 
obreros— no agrega ni soluciona nada, lo veta; ¿por qué 
en lugar de vetarlo, conjuntamente no establece la inicia- 
tiva correspondiente para que, cargados los recursos al Es- 
tado, pueda prestárseles la indemnización pertinente? 


En síntesis, señor Presidente, lo que veo es que este 
signo de las contradicciones tiene un único perjudicado: 
el obrero, el que seguirá esperando sin ley y sin decreto 
lo que l'egítimamente le estafó el Legislativo y el Ejecu- 
tivo del régimen de facto, que fueron una misma cosa. 


SEÑOR MARTINEZ (Dn. Luis J.) — ¿Me permite una 
interrupción, señor legislador? 


SEÑOR FRANCOLINO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Martínez. 


SEÑOR MARTINEZ (Dn. Luis J.). — Lamento inter- 
Terir de alguna manera la exposición del señor legislador 
Francolino, la que comparto en todos sus términos. No 
obstante, he preferido utilizar la vía de la interrupción 
porque se trata de una precisión, sumamente breve, que 
me parece necesario formular para que no quede la sensa- 
ción de que el-silencio de la bancada del Partido Nacio. 
nal, ante algunas afirmaciones que se han realizado so- 
bre la imterpretación jurídica del proyecto de ley que es- 
tamos examinando, a propósito de las Observaciones in- 
terpuestas por el Poder Ejecutivo, importa una forma de 
aceptación o de asentimiento ante tales argumentaciones. 


El señor legislador Ricaldoni, incursionando con la 
solvencia que lo caracteriza en el terreno del examen ju- 
rídico. ha de alguna manera postergado otro género de 
consideraciones que, por cierto, no son memos importantes, 
pero que en todo caso pueden, según su criterio, pasar a 
ser secundarios, en función de la prioridad que asigma a 
las observaciones de carácter jurídico que el Poder Ejecu- 
tivo formula y a las que el mismo añade. 


En concreto, habría un par de observaciones sobre 
las que quisiera detenerme porque creo que, francamente, 
se trata de objeciones que no responden a una correcta 
interpretación de los textos sobre los que estamos delibe- 
rando. 


Cuando se señala, por ejemplo, que falta la determi. 
nación precisa del órgano público al que le incumbirá es- 
tab ecer las características o el monto de los importes que 
oportunamente se deberá abonar, se omite significar que 
éste es un problema reservado al intérprete de la ley. Nor- 
matizado en nuestra legislación, en función de los crite- 
rios generales de interpretación de la ley, establecidos en 
ella, podrá tratarse de una disposición defectuosa desde 
el punto de vista técnico, de interpretación difícil pero 
para la que existen los medios y los preceptos legales que 
determinan los criterios en función de los cuales la vo- 
luntad del legislador aún dudosamente expresada puede y 
debe ser desentrañada. 
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En segundo término, a nuestro juicio no puede pasar- 
se por alto la. interpretación, que reputo absolutamente pe- 
regrina, sobre la derogación de una de las disposiciones 
contenidas en el Decreto-Ley N? 14.500. A propósito de las 
observaciones que atinadamente hacía el señor legislador 
Aguirre Ramírez y que refrendaba el señor legislador Mu- 
niz, demostrando que, en las postrimerías del régimen dic. 
tatorial que asoló a la Repúb'ica, había sido derogado un 
inciso al que precisamente aludía el señor legislador Ri. 
ca'doni, se respondió por parte del mencionado señor le- 
gislador que dicha derogación no tenía carácter retroac- 
tivo. 5 


Me importa señalar que esta interpretación no es com- 
partida por nosotros por la sencilla razón de que la dero- 
gación de una parte de una norma legal mantiene con todo 
su vigor la vigencia de la norma con excepción del pre- 
cepto derogado, y que, consecuentemente, a la hora en 
que deba promoverse una reclamación o dirimirse un con- 
flicto reglamentado o fundado en la ley respectiva, será 
ésta, con el contenido que actualmente tiene una vez san- 
cionada !a norma derogatoria, la que regirá todas las re- 
laciones jurídicas sin que sea necesario establecer en el 
momento de la derogación, que ésta tiene efecto retroac- 
tivo. De lo contrario, lás normas tuitivas de los derechos 
del trabajador só!o regirían en todos los casos para las 
situaciones generadas exclusivamente a partir de ese mo- 
mento, y cada vez que se legisla en materia de despidos 
se está pensando en trabajadores cuya relación con su 
patrono data, naturalmente, de un tiempo prudencial an- 
terior a la sanción de la norma. 


Para que la normativa legal aplicable a la situación 
sea la resultante del Decreto-Ley N* 14.500, menos las dis- 
posiciones derogadas, y que ése sea el marco jurídico den- 
tro del cual se diriman los conflictos que se puedan plan. 
tear en lo sucesivo, no hace falta que se establezca a texto 
expreso el criterio a la norma de que tiene un efecto re- 
troactivo a partir de determinado momento, sino que, de 
conformidad con los preceptos que nuestra ley establece 
para la interpretación de la vo'untad legislativa, corres. 
ponde temer por restablecido, en los términos resultantes 
de la norma derogatoria, el texto de la ley precedente. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra e! señor legislador Francolino. 


SEÑOR RIOS. — ¿Me permite una interrupción, señor 
legislador? 


SEÑOR FRANCOLINO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RIOS. — Señor Presidente: si bien ya tene- 
mos una posición asumida en cuanto al levantamiento de 
este veto, deseamos formu'ar un par de precisiones que 
consideramos son elementos que se agregan a los ya plan- 
teados para aquéllos que hoy venimos con la intención de 
que la norma consagrada por ambas Cámaras sea efecti.- 
vamente promulgada por el Poder Ejecutivo a los efectos 
de que se logre un criterio de estricta justicia. 


En primer lugar, entiendo que hoy estamos ante una 
situación en la que nuevamente el Partido Colorado actúa 
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demostrando una actitud contradictoria. Es decir, por un 
lado sus legiscadores votan en determinado sentido en el 
Cuerpo, y, luego, ante decisiones del equipo económico del 
Poder Ejecutivo, vienen al Cuerpo a cambiar su voto. Por 
lo menos en el caso de 'a Cámara de Representantes, sa.- 
bemos que hubo muchos señores legisladores del Partido 
de Gobierno que acompañaron la aprobación de este pro- 
yecto. 


En segundo lugar, en sus fundamentos, el Poder Eje- 
cutivo —-y a ello se ha debido el especial hincapié que ha 
hecho hoy un señor legislador del Partido de Gobierno— 
se basa en aspectos esencialmente jurídicos pero oculta 
hechos que ya se han planteado aquí, dictámenes de ofi- 
cinas correspondientes del propio Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social de este Gobierno, en los Cuales se es- 
tablece que esos trabajadores deben y tienen el derecho 
de acogerse al beneficio. 


El otro aspecto que creo que conviene señalar, funda- 
mentalmente por la defensa que en estos momentos se 
está haciendo de estos vetos en esta Asamb ea, es el he- 
cho de que tenemos que ver si existe o no voluntad polí- 
tica de resolver esta situación, si se reconoce o no que es 
justo el reclamo de los trabajadores del ex-Frigorífico Ca- 
sablanca. Queremos saber por qué el Poder Ejecutivo, te- 
niendo en cuenta que se solucionaron situaciones similares 
en otros períodos, estima que no deben acogerse estos tra- 
bajadores a este beneficio. 


A este respecto debemos destacar que si se llegó a esta 
situación de votar esta norma, que si uno la analiza bus- 
cándole toda la pureza debe reconocer que tiene imper- 
fecciones, fue porque era el último camino que restaba 
transitar. Tenemos conocimiento de todas las gestiones 
que en los diversos ámbitos de decisión política de este 
país han hecho esos 115 trabajadores para solucionar su 
prob'ema. Estamos enterados de las gestiones múltiples 
que realizaron, de las diversas acciones parlamentarias que 
emprendieron con legisladores de todos los sectores políti- 
cos, y todo esto ha caído en saco roto. 


El 27 de agosto de 1986 formu'amos un pedido de 
informes al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al 
tener conocimiento del dictamen emanado de una de sus 
oficinas, pero, lamentablemente, hasta ahora mo ha sido 
respondido. Lo único que haciamos era advertir la situa- 
ción y pretendiamos que a partir de ese dictamen, tenien- 
do en cuenta los antecedentes que demostraban que hubo 
otras situaciones que se solucionaron —como es el caso de 
Melilla, EFCSA y el Frigorífico Anglo—— el propio Poder 
Ejecutivo fuera e! que tuviera la iniciativa. Pero, lamen- 
tablemente, hasta la consagración de esta norma, en nin. 
gún ámbito del Gobierno surgió una posible solución a es- 
te problema. 


Por ello creemos que hoy debe quedar c'aro si existe 
o no voluntad politica en resolver la situación, si se re- 
conoce o no la justicia del reclamo, y en definitiva, en- 
tonces, si ese es el fundamento que tienen los vetos in- 
terpuestos por el Poder Ejecutivo, los legisladores de: Par- 
tido Colorado que acompañaron esta iniciativa en ambas 
Cámaras, junto con los sectores de la oposición, tendrían 
que levantar este veto. 


En e! día de ayer concurrió una numerosa delegación 
de trabajadores que tengo entendido buscaron entrevistar- 
se con legisladores del Partido Colorado. Pienso que lo han 
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conseguido y creo que se debe contar con los datos pre- 

isos de Cuántas personas eran, que se debe saber que eran 
115 operarios y se debe tener conocimiento de todos los 
pasos que han dado hasta el momento, así como cuál es 
el sentir que animó a esta gente a venir desde Paysandú 
para ver cómo la Asamb'ea General, en el día de ayer, 
terminó de esa manera. 


Por ello hoy tenemos una doble responsabilidad, y en 
ese sentido queremos ratificar que el Frente Amplio man- 
tendrá coherentemente la actitud que adoptó tanto en el 
Senado de la República como en la Cámara de Represen- 
tantes. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
pa abra el señor legislador Francolino, 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR FRANCOLINO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. —- No era mi intención volver a 
intervenir, porque había prometido ser muy breve, y creo 
que así lo fui. Pero como he sido reiteradamente aludido, 
muy amistosamente, quiero hacer a'gunas precisiones, 


Comenzando por el final, el señor legislador Ríos dice 
que yo he ocultado dictámenes del Ministerio, incluso a!- 
gunos emitidos durante el Gobierno actual, es decir, el de- 
moerático. Yo no he ocultado nada y el Poder Ejecutivo 
tampoco. 


Creo haber sido cuidadoso en mi exposición, en el sen- 
tido de señalar que de lo que se trataba era de que este 
proyecto de ley, de convertirse efectivamente en norma 
jurídica, entraba en colisión con la llamada cosa juzgada, 
que se produce cuando, luego de un fa!lo judicial, éste no 
admite más recursos, y tiene fuerza obligatoria para las 
partes que han intervenido en el juicio. 


Por eso me referí sólo a las setencias relativas a este 
asunto. 


Los dictámenes, naturalmente, son actos administra- 
tivos, pero que no tienen efecto frente a nadie, porque son 
meras opiniones a lo largo de un trámite. 


Advierta el señor legislador Ríos que no entré a la 
cuestión de si esos dictámines eran correctos o incorrectos. 
No he entrado en ese tema ni deseo hacerlo porque, la- 
mentablemente, considero que tal como está planteada la 
situación que se quiere solucionar, muchos de los que con 
buena fe se consideran con derecho a una indemnización, 
probablemente no lo tengan de acuerdo al régimen legal 
vigente. 


Quería hacer esta aclaración, porque nunca oculto los 
hechos, y si no mencioné los dictámenes fue porque los 
considero de importancia secundaria y porque, además, 
prestaba atención permanentemente al transcurso de los 
minutos, para no apartarme de una exposición razonable- 
mente breve. 
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En cuanto a las expresiones del señor legislador Mar- 
tínez respecto de que mi tesis sería “peregrina” en cuan- 
to a los efectos de la derogación del literal c) del artículo 
392 del Decreto-Ley N9 14.500, creo que no pasa de ser 
su opinión. La derogación no puede obligar a quien actuó 
anteriormente bajo un régimen jurídico esencialmente dis- 
tinto, porque sino de improviso se encontraría con una 
obligación que, bajo el régimen jurídico del momento en 
que ella se constituyó, no existía. 


Por último, deseo señalar otro aspecto. En ningún mo- 
mento he estado indicando un compromiso, ni siquiera de 
quien habla en el sentido de aprobar un proyecto de ley 
distinto. He dicho otra cosa. Expresé —y lo quiero repe- 
tir ahora— que este proyecto, de convertirse en ley, es 
una disposición que no tiene destino, que no tiene viabili- 
dad. Y no la tiene porque, repito, al no operarse el rea- 
juste de las obligaciones que pudieran existir, quienes re- 
cibieran algo lo harían solamente con carácter simbólico. 
No creo que la gente modesta aspire a este tipo de re- 
paraciones simbólicas. Esto no se tuvo en cuenta durante 
el trámite legislativo. 


En su momento expresé —+tal como lo hice en el Se- 
nado de la República— que este proyecto de ley requería 
un examen que, hasta el momento no había tenido. El 
mismo debió volver a Comisión para determinar, en prl- 
mer lugar, en qué aspectos podría entrar en colisión con 
la Constitución, y con los principios derivados del orde- 
namiento legal vigente. Asimismo agregué —lo reitero 
ahora— que este proyecto, en modo alguno, contiene pis- 
tas para saber quiénes tendrían el derecho que consagra 
ese artículo único del proyecto. No se sabe quiénes tienen 
derecho; pero tampoco se sabe quién podría determinar- 
lo, y no existen, siquiera, reglas generales que pudieran 
dar mérito para una reglamentación del proyecto. 


El proyecto tiene defectos e, implícitamente, y sin 
ponerme de intérprete de nadie, creo que todos quienes 
han hecho uso de la palabra así lo han reconocido. Todo 
esto determina que se esté mirando a la bancada del Par- 
tido Colorado para ver si ésta tiene una solución. 


Señalo que lo que ha fallado en la elaboración de este 
proyecto —y no culpo a nadie, porque la suerte va por 
barrios, y mañana nos puede tocar a nosotros— es que 
no ha existido el análisis imprescindible para que esta 
iniciativa tuviera una auténtica justificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Francolino. 


SEÑOR TORIANI. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR FRANCOLINO. — Señor Presidente: entien- 
do que a esta altura la mejor contribución que puedo ha- 
cer a la dilucidación de este proyecto es ser lo más breve 
posible. En atención a ello voy a conceder, aunque pa- 
rezca un contrasentido, una nueva interrupción esta vez al 
señor legislador Toriani, quien me asegura que se borrará 
de la lista de oradores, con lo que habremos ganado tiem- 
po y, a la vez, habrá emitido su opinión como legítima- 
mente le corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 
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SEÑOR TORIANI. — Señor Presidente: quiero con- 
firmar lo adelantado por el señor legislador Francolino, 
que muy amablemente me ha concedido una interrupción 
porque entiendo que el breve razonamiento que deseaba 
hacer a propósito de opiniones vertidas por el señor legis- 
lador Ricaldoni, es conveniente que lo realice en este mo- 
mento. 


Sin ningún tipo de acaloramiento podríamos reconocer 
ciertos defectos de detalle técnico en el proyecto que es- 
tamos considerando y que resultó vetado por el Poder 
Ejecutivo. Me atrevería a manifestar que el señor legis- 
lador Lacalle Herrera, inspirador de esta solución repara- 
dora para un conjunto de obreros del ex Frigorífico Na- 
cional, tiene también el mismo espíritu, lo que fue demos- 
trado en el Senado de la República cuando oportunamente 
se admitieron modificaciones que mejoraban el texto ori- 
ginalmente presentado. 


El aspecto determinante que hoy enfrenta la Asamblea 
General es el definir a través del levantamiento del veto 
si esta solución va a alcanzar un equilibrio entre princi- 
pios que aparecen contrapuestos. Se ha invocado el prin- 
cipio de la cosa juzagada y el de la certeza jurídica, así 
como aspectos particularmente engorrosos tales como el 
de la interpretación de la caducidad. Pero los principios 
de justicia, equidad e igualdad ante la ley no pueden es- 
tar en conflicto, perjudicando a la parte más débil del pro- 
blema, que son precisamente los trabajadores. 


La pregunta fundamental que debe plantearse es si 
el ordenamiento jurídico de la República puede o no con- 
ciliar tales principios. Al margen de detalles técnicos, al- 
gunos admisibles y otros no, creo que sería necesario re- 
parar, por ejemplo, en lo que está precisamente determina- 
do en el sentido que quienes adquieren el derecho a partir 
de esta norma interpretativa son, como lo dice la propia 
ley, aquellos que no hayan sido incorporados a la función 
pública ni indemnizados. ¿A qué se refiere esta determi- 
nación precisa y concreta del sujeto de derecho? A que 
en su oportunidad la Comisión Liquidadora, a la que se 
le atribuiría la reparación en caso de que se levantaran 
los vetos, pagó indemnizaciones por despidos, discriminan- 
do entre personas que tenían una misma relación laboral 
y un mismo tipo de derecho adquirido con respecto a la 
función que desarrollaban en la empresa pública no esta- 
tal Frigorífico Nacional. Es decir que tal como argumentó 
el señor senador Tourné en la Cámara de Senadores, en 
su momento la Comisión Liquidadora discriminó dos gru- 
pos, uno de ellos formado por trabajadores amparados por 
la Caja de Compensaciones y otro no amparado, al cual 
le pagó efectivamente las indemnizaciones correspondientes. 
El grupo de trabajadores que resultó categorizado, para 
decirlo de algún modo, en un régimen de amparo de la 
Bolsa de la Caja de Compensaciones, en una conducta que 
podría calificarse de verdadera perfidia de los administra: 
dores de la época, quedó desprotegido en un doble senti- 
do, porque ulteriormente las disposiciones que regían el 
régimen de compensaciones fueron derogadas, por lo cual 
este grupo que hoy intentamos reparar es, precisamente, 
el que no ha tenido ningún tipo de solución. Pero otros, 
en igual condición de derecho y de régimen laboral con 
aquella empresa, fueron indemnizados o redistribuidos co- 
mo es el caso del sector de administrativos de la insti- 
tución. 
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Podría agregar algún otro argumento, pero en honor 
a la brevedad con que procuran expresarse los señores le- 
gisladores sólo diré que deberíamos tomar en cuenta un 
elemento insoslayable en esta discusión. ¿De quiénes es- 
tamos hablando? De obreros, de familias trabajadoras que 
desde hace ocho años esperan algún tipo de reparación o 
solución y que en todos los casos tenían más de seis años 
de relación laboral con la institución pública no estatal 
“Frigorifico Nacional”. Estas personas sufrieron avata- 
res debidos, en muchos casos, al completo alejamiento de 
la posibilidad de apelar por mecanismos jurídicos ade- 
cuados, no sólo por la discriminación de los administrado- 
res de la época sino también por el desconocimiento de 
las normas que regían la materia. 


Por otra parte —y con esto termino—— cuando se habla 
de incertidumbre deberíamos preguntarnos qué tipo de 
problemas estamos planteando. Aquí no está en juego un 
abanico infinito de posibilidades sino concretamente un 
grupo de algo más de 70 familias. Por lo tanto, no hay 
peligro de zozobra o incertidumbre por la cantidad de 
reclamos que se puedan presentar; no resulta incierto el 
costo que genera sobre el patrimonio del ex Frigorífico 
Nacional y no genera ningún tipo de impacto imprevisible 
sobre factores económicos. Sin embargo, resuelve un du- 
rísimo y angustiante problema social generado, al igual 
que otras calamidades, por el decreto-ley que liquidó al 
Frigorífico Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Francolino. 


SEÑOR FRANCOLINO. — Señor Presidente: reinicio 
y concluyo mi exposición. 


En su momento, el órgano máximo de la justicia Ja- 
boral consideró que la decisión del cierre de la planta 
del Frigorífico Casablanca no obedeció a la voluntad del 
Frigorífico Nacional sino que fue impuesta por el legisla- 
dor a través de la Ley N?* 14.810, encuadrándose dentro 
de los casos de fuerza mayor que la doctrina denomina 
como “hecho del príncipe”. 


Digo, señor Presidente, que al reconocerse la cuipa- 
bilidad del legislador del régimen en el perjuicio a los 
obreros, lo que correspondía era que los legisladores de 
esta democracia rectificaran ese proceder. Bien; eso es lo 
que se hizo. Se buscó por la vía legislativa, alterar de 
alguna manera los hechos en beneficio de aquellos a los 
que legítimamente les sigue correspondiendo una retri- 
bución. 


Antes de votar por sí o por no, señor Presidente deseo 
terminar mi exposición, preguntando al Poder Ejecutivo 
lo siguiente: si este proyecto no agregaba solución alguna 
al problema ¿por qué lo vetó? Si no es de esta forma 
que se soluciona el problema, ¿en qué forma se logrará 
hacerlo? Y si no es ahora, ¿cuándo será? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si ningún señor legislador 
desea hacer uso de la palabra, corresponde recoger la vo- 
tación nominal. 


(Se toma en el siguiente orden:) 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. — Afirmativa. 


SEÑOR BATALLA. —. Afirmativa. 
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SEÑORA BOMIO DE BRUN. — Negativa. 
SEÑOR CAPECHE (Dn. Eugenio). — Negativa, 
SEÑOR CERSOSIMO. — Negativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. — Negativa. 

SEÑOR FERREIRA. — Afirmativa. 

SEÑOR FLORES SILVA. — Negativa. 

SEÑOR FORTEZA. — Negativa. 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Afirmativa. 
SEÑOR JUDE. —- Negativa. 

SEÑOR LACALLE HERRERA. — Alfirmativa. 
SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Afirmativa. 
SEÑOR MEDEROS. — Afirmativa. 

SEÑOR OLAZABAL. — Afirmativa. 

SEÑOR ORTIZ, — Afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA (Dn. Carlos Julio). — Afirmativa. 
SEÑOR POSADAS. — Afirmativa. 

SEÑOR POZZOLO. — Negativa. 

SEÑOR RICALDONI. — Negativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Afirmativa. 


SEÑOR SENATORE. Afirmativa. Y solicito la pala- 
bra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR SENATORE. — Señor Presidente: voto por 
la afirmativa porque el veto del Poder Ejecutivo, a través 
de una serie de preciosismos jurídicos que no tienen mu- 
cho valor, desconoce el derecho legítimo de los trabaja- 
res. 


No es cierto, señor Presidente, o que la ley esté desco- 
ciendo una sentencia del Poder Judicial porque éste lo que 
dijo, simplemente, fue que les negaba el derecho a quie- 
nes habían iniciado el juicio, por haber presentado una 
reclamación con defectos de forma. Sin embargo, el pro- 
pio Tribunal reconoció la legitimidad del reclamo, aun- 
que no había sido hecho en forma. Repito: aceptó que 
el reclamo era justo, pero no había sido reconocidó por la 
forma en que fue hecho. 

1 


Lo curioso es que el Poder Ejecutivo funda su veto en 
la posible injerencia del Poder Legislativo en un asunto 
del Poder Judicial, mencionando la separación o división 
de Poderes. Sin embargo, ese Poder Ejecutivo que esgrime 
el argumento de división de poderes cuando quiere negar 
legítimos derechos de los obreros, olvida que dio orden 
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a algunos de sus subordinados para que no concurrieran 
a declarar a las Comisiones del Poder Legislativo. 


También olvida que algunos de esos subordinados re- 
tuvieron, por orden del señor Presidente de la República 
—.dentro de una caja de hierro— citaciones del Poder Judi- 
cial. Eso, señor Presidente, es una flagrante violación de 
la división de Poderes. En cambio la ley que examinamos 
no incurre en ese vicio. 


Aquí se ha dicho que no se sabe quién va a reconocer 
los derechos de esos funcionarios ni quiénes son ellos. Eso 
está muy claro. El texto establece que serán indemniza- 
dos los trabajadores que al cierre del Frigorífico Nacional 
no fueron incorporados a la función pública ni indemni- 
zados. 


Por otra parte existe una Comisión encargada de li- 
quidar el patrimonio del Frigorífico Nacional que, de acuer- 
do a esta ley interpretativa, tiene la obligación de pagar- 
les con los fondos de que dispone que son más que sufi- 
cientes para cancelar lo que se adeuda a los obreros. 

Por lo expuesto he votado por la afirmativa, y para 
cerrar este fundamento de voto, recuerdo lo que dijo un 
batllista, incorporado a la mejor historia del Partido al 
que pertenecí. Manifestó que todos los privilegios que se 
le pudieran conceder a los obreros —y aquí no estamos 
dando privilegios sino reconociendo un derecho— serian 
insuficientes para pagar los despojos que durante siglos 
habían venido sufriendo. Estas palabras fueron pronun- 
ciadas en la Cámara de Representantes por Don Domingo 
Arena. 

Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúese tomando la vo- 
tación. 


(Se continúa tomando en el siguiente orden:) 
SEÑOR SINGER. — Negativa. 

SEÑOR TERRA GALLINAL. — Negativa, 
SEÑOR TOURNE. — Afirmativa. 

SEÑOR TRAVERSONI. — Negativa. 
SEÑOR ZUMARAN. — Afirmativa. 
SEÑOR XAVIER. — Afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Negativa. 
SEÑOR AGUIRRE CORTE. — Afirmativa. 
SEÑOR ALONSO. — Afirmativa. 

SEÑOR ALVAREZ. — Afirmativa. 
SEÑOR AMARO. — Negativa. 

SEÑOR AMEN PISANI. — Negativa. 


SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. — Afirmativa, 
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SEÑOR ARREDONDO. — Negativa. 
SEÑOR ASIAIN. — Negativa. 

SENOR BARON. — Afirmativa. 

SEÑOR BARRIOS ANZA. — Afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Negativa. 


Solicito la palabra, señor Presidente, para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legis'ador. 


SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Señor Presidente: de- 
seo fundar mi voto por las razones que voy a explicar. 
Primero, por la demostrada inoperancia de la ley puesto 
que no es hábil en el logro de los fines y fundamentos que 
persigue, y que comparto. 


Segundo, por la posición casi unánime del Partido, 
cuya disciplina mucho valoro y a la que entiendo nos de- 
bemos, a veces, a pesar de nuestras posiciones personales 
y cuando en e'la no hay renunciamiento ideológico. 


Tercero, por el compromiso que deseamos asumir y 
expresar en estos momentos para lograr con soluciones há- 
biles, que los ciento quince trabajadores excluidos del de- 
recho a la indemnización por despido en esta ley, como 
todos aquellos que estén en iguales condiciones, alcancen 
lo que entendemos es de justicia. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúese tomando la vo- 
tación. 


(Se continúa tomando en el siguiente orden:) 
SEÑOR BERTACCHI. — Afirmativa. 

SEÑOR BONILLA. — Afirmativa. 

SEÑOR BOUZA. — Negativa. 

SEÑOR BRAUSE. — Negativa. 

SEÑOR BRUM, — Negativa. 

SEÑOR CANTON. — Negativa. 

So'icito la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CANTON. — Hemos votado por la negativa en 
función de los argumentos de carácter estrictamente ju- 
rídico contenidos en las observaciones del Poder Ejecuti- 
vo, algunos de los cuales fueron desplegados en la Cámara 
de Representantes por algún miembro de nuestra banca- 
da. También, y muy especialmente, por los argumentos ex- 
puestos en Sala por el señor legislador Ricaldoni, que, real 
y honestamente hay que reconocer, con total objetividad, 
que por su profunda gravitación y peso no fueron satis- 
factoriamente contestados. 
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Basta ref'exionar —entre otras consideraciones formu- 
ladas por el referido legislador— a qué quedaría reducido 
esto en materia de quántum al no aplicarse los reajustes 
legales: solamente a una bella y plausible intención del 
Parlamento. 


Yo diría que esta iniciativa, que apunta a un propó- 
sito, sin duda, plausible, quedará en la historia parlamen- 
taria como una de las tantas bel.as intenciones de hacer 
justicia que se han tenido, a través de un instrumento 
que mo ha sido legalmente idóneo. 


Finalmente, en esta breve fundamentación de mi vo- 
to, digo que si todos los sectores parlamentarios hemos 
coincidido en cuanto a las injustas peripecias de este gru- 
po de ex-funcionarios del Frigorífico Nacional que a pesar 
de su largo recorrido casi “kafkiano” para lograr una me- 
recida indemnización, no la han obtenido aún estamos a 
tiempo para emitir o sancionar una buena y justa ley y 
también lo está el Poder Ejecutivo, si comparte estas ra- 
zones de justicia, para resolverlo por la vía de un decreto. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúese tomando la vo- 
tación. 


(Se continúa tomando en el siguiente orden:) 
SEÑOR CAPECHE (Dn. Cayetano). — Negativa. 
SEÑOR CAPUTI. — Afirmativa. 


SEÑOR CARAMBULA. — Afirmativa. 
SEÑOR CASSINA. — Afirmativa. 
SEÑOR CATALDI. — Negativa. 


SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Negativa. 


Solicito la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra e! señor 
legislador. 


SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Era mi propósito 
inicial acompañar el levantamiento del veto en este pro- 
yecto de ley porque existen razones de justicia. Creo que 
estos trabajadores del ex-Frigorífico Casablanca tienen de- 
recho a una indemnización —en eso mantengo mi posi. 
ción— y no obstante considerar que este proyecto de ley 
cuenta con una iniciativa loable por parte del señor le- 
gislador Lacale Herrera, en estos momentos y aún más 
a medida que se han ido sucediendo las argumentaciones 
en esta Sala tengo el convencimiento de que es totalmen- 
te inoperante y que no tiene aplicación práctica. 


Por lo tanto, entiendo que no debemos despertar más 
expectativas ni ilusiones en estos trabajadores, porque ten- 
go la absoluta certeza de que con este proyecto de ley no 
se soluciona el pago de la indemnización reclamada. Es- 
pero, sí, que Surja una fórmula que garantice su percep- 
ción por parte de los trabajadores que, en realidad, se la 
merecen y es de justicia, puesto que se ha padecido una 
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grave omisión desde e: principio en la tramitación del 
expediente judicial que ya ha pasado a ser cosa juzgada. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúese tomando la vo- 
tación. 


(Se continúa tomando en el siguiente orden:) 
SEÑOR CIGANDA. — Afirmativa. 

SEÑOR CONDES MONTES DE OCA. — Negativa. 
SEÑOR CORTAZZO. — Negativa. 

SEÑOR DA ROSA VIÑOLES, — Negativa. 
SEÑOR DAVEREDE. — Afirmativa. 

SEÑOR DIAZ (Dn. José). — Afirmativa. 
SEÑOR FAU. — Afirmativa, 

SEÑOR FRANCOLINO. — Afirmativa. 

SEÑOR FRESIA. — Afirmativa. 

SEÑOR FREY GIL. — Afirmativa. 

SEÑOR FUENTES. — Afirmativa. 

SEÑOR GARAT. — Afirmativa. 

SEÑOR GARCIA (Dn. Alem). — Afirmativa. 
SEÑOR GARCIA RIJO. — Negativa. 

SEÑOR GESTIDO. — Negativa. 

SEÑOR GOÑI CASTELAO. — Afirmativa. 
SEÑOR GRANUCCI. — Negativa. 

SEÑOR GUADALUPE. — Afirmativa,. 

SEÑOR GUERRERO. — Negativa. 

SEÑOR HEBER. — Afirmativa. 
SEÑOR IRAZOQUI. — Afirmativa. 

SEÑOR ISI. — Negativa. 

SEÑOR ITUÑO. — Afirmativa. 

SEÑOR JAURENA. — Afirmativa,. 

SEÑOR LAMAS. — Negativa. 
SEÑORI¡LAUSAROT. — Negativa. 

SEÑOR LESCANO. — Afirmativa. 

SEÑOR LOMBARDO. — Negativa. 


SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Afirmativa. 
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SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Afirmativa. 
SEÑOR MACHIÑENA. — Afirmativa. 
SEÑOR MAGURNO. — Negativa. 


SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Afirmativa. 


SEÑOR MARTINEZ (Dn. Luis José). — Afirmativa. 


SEÑOR MARTINEZ (Dn. Orosmán). — Afirmativa, 
SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Afirmativa. 
SEÑOR MILLOR. — Negativa. 

SEÑOR MUNIZ. — Afirmativa. 

SEÑOR NEGRO. — Afirmativa. 

SEÑOR OXACELHAY. — Afirmativa. 

SEÑOR PASQUET IRIBARNE. — Negativa. 
SEÑOR PEREIRA PABEN. — Negativa. 

SEÑOR PEREZ ALVAREZ. — Afirmativa, 
SEÑOR PINTOS PEREIRA. — Negativa, 
SEÑOR PITTALUGA. — Afirmativa. 

SEÑOR PORRAS LARRALDE, — Afirmativa. 
SEÑOR PRIETO. — Afirmativa. 

SEÑOR REQUITERENA VOGT. — Afirmativa. 
SEÑOR RIJO. — Negativa. 

SEÑOR RIOS. — Afirmativa. 

SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Afirmativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ (Dn. Yamandú). — Negativa. 
SEÑOR ROCHA IMAZ. — Afirmativa. 

SEÑOR ROSALES MOYANO. — Afirmativa. 
SEÑOR ROSSI PASINA. — Afirmativa. 

SEÑOR SANTORO. — Afirmativa. 

SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. — Afirmativa. 


SEÑOR SOTO. — Negativa. 
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SEÑOR STIRLING. — Negativa. 
SEÑOR STURLA. — Afirmativa, 
SEÑOR TORIANI. — Afirmativa. 
SEÑOR VAILLANT. a Afumativa. 
SEÑOR VARELA. — Afirmativa. 
SEÑOR VIERA. — Negativa. 
SEÑOR VINCI. — Negativa. 

SEÑOR NION. — Negativa. 

SEÑOR ZEBALLOS. — Afirmativa, 
SEÑOR ZUNINI. — Afirmativa. 


SEÑOR BENTACUR. — Negativa. 


SEÑOR DIAZ BURCI. — Negativa. 
SEÑOR GAIONE. — Negativa. 
SEÑOR FA ROBAINA. — Negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta del resultado 
de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Dn. Mario Farachio). — Han 
sufragado 124 señores legisladores: 72 lo han hecho por 
la afirmativa y 52 por la negativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. -— No habiéndose obtenido los 


tres quintos de votos que requiere la Constitución, quédan 
en pie las observaciones formuladas por el Poder Ejecutivo. 


6) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. — Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 0 y 59 minutos del día jueves 
11 de febrero de 1988). 
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